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El presente trabajo busca determinar si en el Juzgado Sexto de lo Civil del Cantón 
Salcedo en la provincia de Cotopaxi, se aplica la normativa referente a la junta de 
conciliación dentro del juicio ordinario. Sabemos que la conciliación es un medio eficaz 
para dar por terminado un conflicto cuando las partes de mutuo acuerdo deciden no 
continuar con el curso normal del proceso judicial, pero dicho medio alternativo de 
solución de conflictos ha sido tomado como un simple formalismo por parte de los 
operadores de justicia, habiéndose dejado de lado, la potestad del juzgador y su 
importancia en la diligencia de junta de conciliación, al que las partes únicamente se 
concretan a repetir lo constante en su demanda y contestación, dejándose de lado el 
verdadero contenido de la conciliación y que de dársela, pone fin al litigio, pero el 
acuerdo de las partes debe ser aprobado por el Juez para velar que no vulnere los 















     “El proceso es por sí mismo un instrumento de tutela del derecho. Lo grave es que a veces 
los derechos sucumben ante el proceso y el instrumento de tutela falla en su cometido. Esto 
acontece con frecuencia, por la desnaturalización de los principios que deben constituir una 
garantía de justicia y en algunas oportunidades es la propia ley procesal la que por 
imperfección, priva de la función tutelar”, (Disponible en la página web 
www.derechoecuador.com. Revista Judicial). 
 
     Bajo esta premisa, hay que entender que el proceso, debe servir para agilizar las pretensiones 
de las partes y que los encargados de aplicar el trámite a una causa, debe guardar concordancia 
con lo estipulado en la ley, que su aplicación debe beneficiar a todos los involucrados en el 
conflicto y que la actuación del juzgador no se reduzca a dictar sentencia y que todo el trámite 
lo efectúe el secretario. Que a raíz de la promulgación de la Constitución de Montecristi, existen 
garantías constitucionales del proceso, que merecen especial atención para no vulnerar los 
derechos de las partes y buscar por todos los medios terminar con la conflictividad y mediante 
los medios que si existen en el proceso civil ecuatoriano, terminar con la cantidad de causas 
represadas en los juzgados.  
 
     En la presente investigación, analizaré específicamente, la facultad extraordinaria que el 
Proceso Civil otorga al Juzgador, así “Si las partes se pusieren de acuerdo, lo harán constar en 
acta, y el juez, de encontrar que el acuerdo es lícito y comprende todas las reclamaciones 
planteadas, lo aprobará por sentencia y declarará terminado el juicio…”de esta manera la 
administración de justicia, al dar cumplimiento de manera estricta la normativa jurídica vigente, 
constituirá una garantía de los derechos así como de las garantías constitucionales. 
 
     La conciliación tiene desde sus inicios, un elemento esencial relacionado con su propia 
finalidad; buscar las soluciones a las situaciones de conflicto, apaciguando los ánimos de los 





     Para el estudio de la aplicación del artículo 402 del CPC dentro del juicio ordinario me he 
guiado en el índice de contenidos, el mismo que contiene: Capítulo I, generalidades, en el cual 
se desarrolla sobre nociones de jurisdicción según nuestro ordenamiento jurídico, el proceso 
civil ecuatoriano, antecedentes históricos, principios constitucionales en la administración de 
justicia en la actualidad y la administración de justicia en el ecuador. Capítulo II, proceso civil 
ordinario en la legislación ecuatoriana, mismo que abarca la definición del juicio ordinario y sus 
características principales, naturaleza jurídica del proceso civil ordinario, sustanciación del 
juicio ordinario, competencias y atribuciones del juzgador y la participación del Juez, en 
procurar la conciliación. Capítulo III, de la junta de conciliación en el juicio ordinario, en ella se 
refiere a los antecedentes que dieron origen a la conciliación, definición, criterios doctrinarios, 
principios, procedimiento de la diligencia de conciliación en el procedimiento ordinario, 
requisitos formales y de fondo de la conciliación, definición del artículo 402 del CPC, 
aplicabilidad legal del artículo 402 del CPC, la expresión de la voluntad en la diligencia de 
conciliación, importancia de la junta de conciliación; y, terminación del juicio por acuerdo 
conciliatorio. Capítulo IV, se refiere a casos de procedencia y aceptación de la conciliación, en 
donde se puntualiza los estudios de casos específicos del Juzgado sexto de cantón Salcedo. 
Capítulo V, se trata sobre la investigación de campo y un pequeño análisis de los resultados. Y 










1.1. Nociones de Jurisdicción según Nuestro Ordenamiento Jurídico 
 
Según el Art. 1 del Código de Procedimiento Civil, la jurisdicción es, “el poder de administrar 
justicia, consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia 
determinada, potestad que corresponde a los tribunales y jueces establecidos por las leyes”, 
(Corporación de Estudios y Publicaciones, publicada en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 58, del martes 12 
de julio del 2005). 
 
En cambio el Código Orgánico de la Función Judicial, en su Art. 7.- PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- señala que “La jurisdicción y la 
competencia nacen de la Constitución y la ley. Solo podrán ejercer la potestad jurisdiccional las 
juezas y jueces nombrados de conformidad con sus preceptos, con la intervención directa de 
fiscales y defensores públicos en el ámbito de sus funciones. 
 
Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán las funciones 
jurisdiccionales que les están reconocidas por la Constitución y la ley”. (COFJ, Publicada en el 
R.O., Suplemento 544 de fecha 09 de Marzo del 2009). 
 
Y el Art. 150 de la misma norma define a la jurisdicción de la siguiente manera: “La jurisdicción 
consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, potestad que corresponde 
a las juezas y jueces establecidos por la Constitución y las leyes, y que se ejerce según las reglas 
de la competencia”. De la norma transcrita se entiende que la jurisdicción es una potestad pública 
de administrar justicia, y hacer ejecutar lo juzgado de acuerdo a las reglas de competencia, 




1.2. El Proceso Civil Ecuatoriano 
 
 El proceso en materia jurídica es el conjunto de actuaciones realizadas por las partes de las 
providencias dictadas por el Juez que pueden ser decretos, autos y sentencias, también se podría 
decir que es la secuencia y desenvolvimiento de un juicio que se realizan en uno o varios actos 
jurídicos. 
 
“El proceso civil es el conjunto de actos coordinados para la finalidad de la actuación de la 
voluntad concreta en la ley (en relación a un bien que se presenta como garantizado por ella) por 
parte de los órganos de la jurisdicción ordinaria”, (Giuseppe Chiovenda; Instituciones de Derecho 
Procesal Civil. Valletta edición, 2005. Pág. 56). 
 
Para Guasp – Aragoneses el proceso civil, “Es la institución jurídica que tiene por objeto la 
satisfacción pública de pretensiones, cuando estas pretensiones, por la materia sobre que recaen, 
afectan al ordenamiento jurídico privado (o no están asignadas a otro orden jurisdiccional). 
Agrega diciendo, que la denominación resulta, pues, más estrecha que el contenido, pero el 
nombre de proceso privado sería aún más inconveniente, dados los equívocos a que habría de 
prestarse, por lo que, hecha la oportuna aclaración, es conveniente mantener la designación 
tradicional”, (Guasp Jaime – P. Aragoneses; Derecho Procesal Civil, Tomo I, Séptima Edición, 2005, revisada y 
puesta al día. Pág. 48). 
 
El Dr. Rubén Morán Sarmiento, en su texto “Derecho Procesal Civil Práctico”, señala lo 
siguiente “Es evidente que el proceso, genera una vinculación jurídica, más que simple relación, 
pues vincula y liga a las partes, entre si, a las partes con el juez, a las partes con las distintas 
fases del proceso, generando e imponiendo obligaciones a cada uno de los intervinientes; cargas, 
que deberán permanecer hasta tanto el proceso no concluya”, (Morán Sarmiento Rubén; Derecho 
Procesal Civil Práctico, Tomo I, 2007. Pág. 429). De este concepto se puede decir que el proceso es un 
conjunto de actuaciones que cada una de las partes intervinientes en el mismo, es decir, en el 
proceso tienen un papel importante de cumplir y llevar adelante hasta terminar las distintas fases 




Con la opinión de Alcalá-Zamora y Castillo, Niceto; José Ovalle Favela, citado por Rodolfo 
Benítez en su obra (“Derecho Procesal Civil” Parte General Volumen I, Quito- Ecuador, 2001, 
pág. 64), nos entrega una definición más técnica y completa sobre el proceso y afirma que: “Todo 
proceso arranca de un presupuesto (litigio), se desenvuelve a lo largo de un recorrido 
(procedimiento) y persigue alcanzar una meta (sentencia), de la que cabe derive un 
complemento” (ejecución). 
 
De la definición citada agrega que, “Si el proceso es un instrumento estatal para solucionar 
conflictos, es lógico que todo proceso tenga como antecedente y contenido un litigio. De igual 
forma, todo proceso se desenvuelve a través de una serie de actos y hechos procesales, los cuales 
tienen que realizarse formalmente en el espacio y en el tiempo, lo que constituye el 
procedimiento, cuyo objetivo es llegar a una resolución que ponga fin al conflicto surgido entre 
las partes, la misma que debe ser cumplida por quien sea obligado a ello, y de no hacerlo 
voluntariamente será coaccionado. De este modo, litigio, procedimiento, sentencia y, 
eventualmente, ejecución, se manifiestan en todo tipo de proceso”, (Benítez Rodolfo; “Derecho 
Procesal Civil” Parte General Volumen I, Quito- Ecuador, 2001, pág. 64). 
 
Para Couture (1997), el proceso no existe por sí mismo, y “solo se explica por su fin. […] El fin 
es el de dirimir conflictos de intereses sometidos a los órganos de la jurisdicción”, (Citado por 
Bermeo José E., disponible en la página Web  
http://www.usfq.edu.ec/publicaciones/lawreview/Documents/edicion001/01_jose_bermeo.pdf). Se 
entiende que el proceso nace a través de un conflicto, es decir, el fin del proceso es de solucionar 
los conflictos sometidos a los órganos de la jurisdicción. 
 
En el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil, encontramos la definición del juicio que 
dice: “JUICIO es la contienda legal sometida a la resolución de las juezas y jueces.” De esta 
definición diremos que la palabra juicio tiene su origen en el derecho romano y viene de iudicare 
que significa declarar el derecho, y el término proceso es de uso moderno, es decir, en la ley 




El término proceso es más amplio, porque comprende todos los actos que realizan las partes y 
el juez, cualquiera que sea la causa que los origine, en tanto que juicio supone una controversia, 
es decir, una especie dentro del género.  
 
En cambio en el Código Orgánico de la Función Judicial, no hay una definición del proceso ni 
de juicio; sin embargo el Art. 19 de la norma antes expresada, señala que: “Todo proceso judicial 
se promueve por iniciativa de parte legitimada. Las juezas y jueces resolverán de conformidad 
con lo fijado por las partes como objeto del proceso y en mérito de las pruebas pedidas, 
ordenadas y actuadas de conformidad con la ley. 
 
Sin embargo, en los procesos que versen sobre garantías jurisdiccionales, en caso de 
constatarse la vulneración de derechos que no fuera expresamente invocada por los afectados, 
las juezas y jueces podrán pronunciarse sobre tal cuestión en la resolución que expidieren, sin 
que pueda acusarse al fallo de incongruencia por este motivo. 
 
Los procesos se sustanciarán con la intervención directa de las juezas y jueces que conozcan de 
la causa. Se propenderá a reunir la actividad procesal en la menor cantidad posible de actos, 
para lograr la concentración que contribuya a la celeridad del proceso”.  
 
El tratadista Mexicano L. Prieto Castro Ferrandiz, en su obra Derecho Procesal Civil, Volumen 
I, Editorial Revista de Derecho Privado, pág. 218; dice “El proceso podemos conceptualizar 
como el conjunto de actividades reguladas por el Derecho procesal, que realizan las partes y el 
tribunal, iniciado por una petición de otorgamiento de justicia a la Jurisdicción, para alcanzar 
una sentencia o acto por el cual el Estado cumple su deber y derecho de defensa del orden 
jurídico objetivo privado, que implica la protección del derecho o del interés del justiciable, que 
se ampara en tal derecho objetivo.  
 
Del concepto transcrito se puede decir que el proceso es el conjunto de actividades reguladas 
por la norma procesal donde, las partes y el juez realizan aquella actividad, considerando que lo 
esencial para el Estado es la conservación del orden jurídico y la paz social, es decir, el fin del 
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proceso es de solucionar los conflictos en forma inmediata tutelando los derechos de las partes 
involucradas.  
 
1.3. Antecedentes Históricos 
 
El derecho procesal tiene sus orígenes en el derecho romano de donde se origina la mayoría de 
instituciones que conocemos, también se podría decir que el derecho procesal ecuatoriano tiene 
su origen en el derecho germano, pero este derecho no fue una fuente de mayor magnitud e 
influencia como el derecho procesal romano, por cuanto el derecho germano fue sencillo, es 
decir, no tuvo los lineamientos jurídicos como el romano, y tampoco tuvo la separación entre el 
proceso penal y civil; además debo señalar que nuestro derecho procesal tiene sus orígenes en 
el proceso indiano el mismo que fue impartido por el Reino de España a sus colonias, porque la 
Monarquía Española no acogió los cambios planteados por la Revolución Francesa.  
 
Señala Castillo (2003), que “Ninguna ley ha sido tan inestable y sujeta a cambio entre nosotros 
como las que hoy tratamos, empieza a ocurrir desde que los pueblos desconocieron a la autoridad 
de la metrópoli viéndose obligados a organizar el Poder Judicial y a dictar respecto al 
procedimiento todas las disposiciones indispensables que armonice el nuevo orden de cosas y 
necesidades del País, llegando al extremo de regir entre nosotros la ley española hasta que sean 
promulgadas nuevas leyes”, (Castillo T., Silvio; El Derecho Procesal Civil dentro del Ordenamiento Jurídico 
Ecuatoriano, Machala- Ecuador, 2003. Pág. 19).Y el mismo autor añade que el elemento nacional 
predominante en nuestra ley adjetiva tiene como fuente originaria el derecho Español.  
 
Por otro lado el tratadista Velasco (1996), señala que “el pensamiento procesal 
hispanoamericano no se preocupó de los juicios sumarios, giraba en torno al proceso ordinario; 
aunque se le ha considerado menos ágil y cómodo que los sumarios, porque está basado en los 
puntos del procedimiento común. Hasta hace poco en el procedimiento ordinario ecuatoriano 
perduraban los mismos términos que en las normas curiales romanas; de modo que el 
ordenamiento procesal estaba en los procedimientos ordinarios propiamente, y con menos 
importancia en el juicio ejecutivo”, (Velasco Celleri, Emilio; Teoría y Práctica del Juicio Ordinario. Primera 
Edición, Quito- Ecuador 1996, Pág. 14). 
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El autor expresado en párrafo anterior señala que en el Ecuador predomina el procedimiento 
común ordinario hasta 1938, año en el que se produce una revolución contra la lentitud y 
complicación del proceso ordinario, y se establece el juicio verbal sumario, con la tentativa de 
renovación de la administración de justicia. Pero ni el país, ni los abogados, ni los Tribunales, 
ni juzgados estuvieron preparados para la transformación, aunque había jurisconsultos de gran 
escuela que fueron los gestores de las reformas.  
 
El juicio ordinario, pese a que fue revisado con ciertas ventajas en 1938, conservó muchos 
inconvenientes, ya que el legislador no procedió a una labor de la eliminación de los incidentes 
y figuras inútiles como el trámite de las excepciones dilatorias y perentorias en dos etapas; y la 
de figuras anticuadas como el término para alegar; y la libertad para incidentar por todo. Dice 
que en 1978 se procede a una nueva reforma, aunque no muy seria y meditada, pero logró 
desterrar lo inútil y anticuado y eliminó, los obstáculos como la tramitación en dos fases de las 
excepciones dilatorias y perentorias, el término supletorio de prueba y el de alegar; y la 
iniciación de un juicio ejecutivo, para ejecutar la sentencia, una vez ejecutoriado el fallo. 
 
De lo señalado en líneas anteriores en síntesis voy  a referirme a desde cuándo contamos con 
nuestro Código de Procedimiento Civil, y al efecto, encontramos que en 1869 el Congreso 
Nacional de aquel entonces dicta por primera vez el Código de Enjuiciamiento en Materia Civil, 
el mismo que, según el profesor Troya Cevallos, tuvo como bases a la Ley de Enjuiciamiento 
Civil española de 1855 y a las leyes procesales civiles de Argentina y Peruana y, posteriormente 
luego de numerosas reformas fue reemplazado por el Código de Procedimiento Civil en 1938, 
durante la dictadura del General Alberto Enríquez Gallo, que entró en vigencia el día 10 de Abril 
de aquel año, de este cuerpo legal, Cruz Bahamonde sostiene que: “en su esencia, la forma y 
contenido muy poco es lo nuevo que trae sobre el Código de Enjuiciamiento Civil (de 1869). La 
terminología fundamental se conserva hasta el presente, así como sus graves defectos, entre los 
que debe destacarse las numerosas e inexactas definiciones y una evidente imprecisión en los 
términos o vocablos que se usa”, (Citado por Aguirre G., Vanesa, disponible en la página web 
http://www.derechoecuador.com/articulos/detalle/archive/doctrinas/funcionjudicial/2013/05/27/reforma
-a-la-legislacion-procesal-secundaria);  desde aquella época o sea desde el año 1938 la norma 
adjetiva mencionada ha sido sujeta a diversas reformas en diferentes años, y la última 
codificación fue publicada en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 58, del martes 12 de julio 
del 2005, desde aquella fecha se encuentra vigente hasta la actualidad. 
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1.4. Principios Constitucionales en la Administración de Justicia en la 
Actualidad 
 
Debemos señalar el concepto de qué son los principios, “son reglas o normas de conducta que 
orientan la acción de un ser humano”, (Disponible en la página 
Webhttp://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task=view&id=6008). En cambio para el 
Dr. García, “Los principios son mandatos de optimización que están caracterizados por el hecho 
de que pueden ser cumplidos en diferente grado y que la medida debida de su cumplimiento no 
sólo depende de las posibilidades reales sino también de los jurídicos. Agrega que…los 
principios ordenan que algo debe ser realizado en la mayor medida posible, teniendo en cuenta 
las posibilidades jurídicas y fácticas”, (García Falconì., José; Los Principios Rectores y Disposiciones 
Fundamentales que se deben observar en la Administración de Justicia en el Ecuador según el Código Orgánico de 
la Función Judicial, Primera Edición. Quito-Ecuador, 2009. Pág. 281). 
 
Los principios sobre la administración de justicia encontramos en el Art. 168 de la Constitución 
de la República, que textualmente señala los siguientes:  
 
1.- Los órganos de la Función Judicial gozarán de independencia interna y externa. “La 
independencia judicial es un derecho humano constitucionalizado en la mayoría de los países, 
como uno de los pilares fundamentales sobre el cual descansan la justicia y la democracia 
misma, por lo cual trasciende a la simple técnica jurídica”, (Brody Reed, citado por Luis Fernando 
Ávila Linzán; La constitucionalización de la administración de justicia, pág. 252). 
 
Al respecto el Código Orgánico de la Función Judicial en su Art. 8 textualmente señala que: 
“Las juezas y jueces solo están sometidos en el ejercicio de la potestad jurisdiccional a la 
Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. Al ejercerla, 
son independientes incluso frente a los demás órganos de la Función Judicial. 
 
Ninguna Función, órgano o autoridad del Estado podrá interferir en el ejercicio de los deberes 
y atribuciones de la Función Judicial. 
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Toda violación a este principio conllevará responsabilidad administrativa, civil y/o penal, de 
acuerdo con la ley”. 
 
A través del principio de independencia se entiende, que los organismos de la función judicial 
serán independientes en el ejercicio de sus funciones, es decir, ninguna otra autoridad del Estado 
puede interferir en los asuntos propios de la administración de justicia, este es un mandato 
constitucional, y la violación del principio en mención conlleva a una responsabilidad que puede 
ser una sanción administrativa, civil o penal dependiendo del caso.  
   
2.- La Función Judicial gozará de autonomía administrativa, económica y financiera. “Este 
principio está vinculado, con el de independencia y permitirá fortalecer materialmente dicha 
independencia, sin injerencia de otros poderes del Estado, a través de dotación de recursos 
económicos, administrativos y financieros; y permitirá que las inversiones en justicia vayan en 
beneficio de la sociedad y el mejoramiento en el ejercicio y defensa de sus derechos”, (Ávila 
Linzán Luis Fernando, Ob. Cit., pág. 262 – 263, citado por Paul Peña N.). 
 
3.- En virtud de la unidad jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado 
podrá desempeñar funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las 
potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución. Este principio nos hace entender 
que la potestad de administrar justicia es exclusivo de la Función Judicial, pero la misma norma 
Constitucional señala casos especiales donde puede ejercer la facultad jurisdiccional, como por 
ejemplo la Corte Constitucional (artículo 429), el Tribunal Contencioso Electoral (artículo 221) 
y las autoridades de la Justicia Indígena (artículo 171).  
  
4.- El acceso a la administración de justicia será gratuito. La ley establecerá el régimen de costas 
procesales. Este principio va en concordancia con el artículo 75 de la Constitución, sobre este 
principio el Abg. Paúl Peña N., en su trabajo sobre el análisis de la Administración de Justicia 
dice “lo cual constituye un avance en relación a la Constitución de 1998 que establecía la 
gratuidad para casos taxativos. Además agrega sobre este comentario diciendo que en este punto 
la doctrina hace una distinción entre la gratuidad de la administración de la justicia y 
la gratuidad de la justicia, siendo esta última mucho más amplia e incluiría no solo la 
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exoneración de las tasas de acceso al servicio público de justicia, sino también todos los gastos 
que puedan poner a las partes en desventaja al momento de litigar”, (Ibídem). 
 
Se entiende que no solamente el acceso a la administración de justicia es gratuito, sino el 
principio constitucional va más allá, es decir, la gratuidad no sólo en los  juicios, sino que hasta 
en la defensa pública y en otras actuaciones de la justicia como por ejemplo en los peritajes.  
   
5.- En todas sus etapas, los juicios y sus decisiones serán públicos, salvo los casos expresamente 
señalados en la ley.  En norma constitucional se consagra el principio de publicidad, al respecto 
“el proceso debe ser público para que sea la propia sociedad la que vigile la actuación de los 
jueces dentro de los procesos. Esto no se cumple por las propias barreras que el procedimiento 
escrito impone, inclusive los propios funcionarios judiciales. En realidad lo que se aplica es la 




Hay otros autores que consideran (…) que la persona que se considere afectada pueda conocer 
de las decisiones de los órganos judiciales a los que ha acudido en demanda de tutela efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, sin que en caso alguno quede en estado de 
indefensión…” (Vaca Andrade Ricardo, Manual de Derecho Procesal Penal, Corporación de Estudios y 
Publicaciones, 3ra edición, 2003. pág. 56 – 57, citado por Abg. Paúl Peña N.).Asimismo sobre el principio 
de publicidad el literal d) número 7 del Art. 76 de la Constitución señala que todos los 
procedimientos serán públicos salvo las excepciones señaladas en la ley. 
 
 Además el Art. 13 del Código Orgánico de la Función Judicial textualmente señala que: “Las 
actuaciones o diligencias judiciales serán públicas, salvo los casos en que la ley prescriba que 
sean reservadas. De acuerdo a las circunstancias de cada causa, los miembros de los tribunales 





No podrán realizase grabaciones en video de las actuaciones judiciales. 
Se prohíbe a las juezas y a los jueces dar trámite a informaciones sumarias o diligencias previas 
que atenten a la honra y dignidad de las personas o a su intimidad”. 
 
6.- La sustanciación de los procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se 
llevará a cabo mediante el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, 
contradicción y dispositivo. En esta disposición encontramos otros principios como son: el de 
concentración que se refiere que todo proceso se realice en menor tiempo posible, sobre este 
principio el Dr. García señala que:…“se propende a reunir la actividad procesal en la menor 
cantidad posible de actos para lograr la concentración que atribuye a la celeridad del proceso, 
esto en primera instancia, de tal modo que en segunda instancia casi no hay actuaciones”(García 
F., José;Op. Cit.);  principio de contradicción este principio nos hace entender que todos tienen 
derecho a contradecir a la otra parte por lo tanto nadie puede quedar en estado de indefensión; 
y, el principio dispositivo se refiere que el proceso sea impulsado por las partes, pero también 
de acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico en ciertos casos el juez puede actuar de oficio. 
 
Por otro lado el Art. 169 de la Constitución de la República en concordancia con el Art. 18 del 
Código Orgánico de la Función Judicial, expresa textualmente que: “El sistema procesal es un 
medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagraran los principios de 
simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán 
efectivas las garantías del debido proceso”. De la disposición citada encontramos los principios 
de: simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, los cuales 
trataremos de explicar a continuación.  
 
El principio de simplificación, se refiere a que los procedimientos sean sencillos y rápidos, es 
decir, los requisitos exigidos deben ser racionales y proporcionales a los fines que se persigue 
cumplir. El tratadista Gozaíni refiriéndose a la rapidez dice que:…“no supone establecer una 
finitud perentoria, vencida el cual el proceso quedaría anulado. Solamente es un marco 
referencial que significa distribuir en cada etapa del procedimiento la mayor parte de actos de 
impulso y desarrollo, de modo tal que se permita, en el menor número de ellos, alcanzar el estado 
de resolver sin prolongar trámites” (Gozaíni Oswaldo Alfredo; Derecho Procesal Constitucional, Doctrina y 
Jurisprudencia.  Buenos Aires, 2002. Pág. 154). 
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El principio de uniformidad, nos hace entender qué través de este principio el Juez deberá 
establecer requisitos similares para casos o procedimientos similares, garantizando que las 
excepciones a los principios generales no sean convertidas en regla general. 
 
El principio de eficacia, es uno de los principios que está orientado a una justicia eficaz, rápida 
en el tiempo  y espacio. “Solamente actualizando y desburocratizando la oficina judicial 
podremos obtener rapidez y eficacia en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales”, (Carrión G. 
Paúl; Comentarios del Código de Procedimiento Civil, Tomo I. Quito- Ecuador 2006, Pág. 21). 
 
El principio de inmediación, este principio se refiere a la comunicación directa o la presencia de 
las partes ante el juez, y está relacionado con la oralidad, el Mg. Paúl Carrión G., en su obra 
“Comentarios del Código de Procedimiento Civil” señala que: “…que el juicio y la realización 
de los medios probatorios deben ser en presencia del juez, tanto así que se afirma que solo quien 
ha presenciado la totalidad del procedimiento, oído las alegaciones de las partes y quien ha 
asistido a la práctica de la prueba, está legitimado para pronunciar sentencia”, (Ibídem). 
 
La inmediación procesal, “como del significado literal se infiere, significa que debe hacer una 
inmediata comunicación ante juez y las personas que obran el proceso, los hechos que en él 
deban hacer constar y los medios de prueba que utilice”, (Devis  Echandía; Teoría General del Proceso, 
Tomo I, 1985, pág. 49, citado por Carrión G. Paúl). 
 
El principio de celeridad, es uno de los principios que en lenguaje común se expresa como 
“agilidad”, entonces se entiende que los procesos deben ser tramitados en forma ágil con el fin 
de alcanzar una decisión en un tiempo razonable. “Está referido a que los trámites deben 
desarrollarse según la etapa procesal de que se trate con el tiempo únicamente necesario, 
evitando toda dilación indebida en el desarrollo de la actividad procesal, este principio ayuda a 
que se respeten los plazos procesales y al principio de economía procesal. Y el mismo autor 
agrega que: “La celeridad es principio de buen procedimiento judicial”, (Carrión G. Paúl; obra 




El principio de economía procesal, va conjuntamente con los principios de simplificación, 
celeridad y eficacia que quiere decir que todo los trámites judiciales o administrativos sean 
resueltos en menor tiempo posible, es decir, se refiere al ahorro económico y de tiempo en la 
administración de justicia, que los jueces a cargo deben cumplir porque es un mandato 
constitucional. 
 
Cabe señalar que la Constitución de Montecristi diferencia los principios de la Administración 
de Justicia con los principios de la Función Judicial los mismos se encuentran señalados desde 
el Art. 172 a la 175 de la norma suprema antes expresada que a continuación señalo.  
 
Los jueces administraran justicia, con sujeción a la Constitución, a los tratados internacionales 
y los derechos humanos. De la misma manera el Art. 5 del Código Orgánico de la Función 
Judicial expresa textualmente que: “Las juezas y jueces, las autoridades administrativas y las 
servidoras y servidores de la Función Judicial, aplicarán directamente las normas 
constitucionales y las previstas en los instrumentos internacionales de derechos humanos 
cuando estas últimas sean más favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las 
partes no las invoquen expresamente”. 
 
Se entiende que los jueces tienen la obligación de precautelar los derechos de los ciudadanos, es 
decir, de conformidad con la norma citada resolver sobre cualquier asunto siempre apegada a la 
norma Constitucional y a los instrumentos internacionales que sea más favorable.  
 
 Los jueces aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de administración de 
justicia. Sobre este principio el inciso cuarto del Art. 15 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, señala que: “Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, cualquiera sea 
su denominación, función, labor o grado, así como los otros operadores de justicia, aplicarán 
el principio de la debida diligencia en los procesos a su cargo. Serán administrativa, civil y 
penalmente responsables por sus acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones, según 




 Los jueces serán responsables por el perjuicio que causen a las partes por negligencia, 
denegación de justicia o quebrantamiento de la ley. Al respecto el último inciso del Art. 15 de 
la norma antes citada señala que: “Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que 
se cause a las partes por retardo injustificado, negligencia, denegación de justicia o 
quebrantamiento de la ley, de conformidad con las previsiones de la Constitución y la ley”. 
 
 Los jueces no podrán participar en partidos o realizar proselitismo político o religioso. Así lo 
señala el inciso segundo del Art. 16 del Código Orgánico de la Función Judicial, “Las juezas y 
jueces no podrán ejercer funciones de dirección en los partidos y movimientos políticos, ni 
participar como candidatos en procesos de elección popular, salvo que hayan renunciado a sus 
funciones seis meses antes de la fecha señalada para la elección; ni realizar actividades de 
proselitismo político o religioso”. 
 
De la norma citada se puede decir que siempre hay una excepción, es decir, de acuerdo a la 
misma norma los jueces pueden ejercer la cátedra universitaria, pero siempre cuando sea fuera 
de horas laborables a cargo de la función jurisdiccional.  
 
  La administración de justicia será especializada. Al respecto el Art. 11 del Código Orgánico de 
la Función Judicial expresa textualmente, que: “La potestad jurisdiccional se ejercerá por las 
juezas y jueces en forma especializada, según las diferentes áreas de la competencia. Sin 
embargo, en lugares con escasa población de usuarios o en atención a la carga procesal, una 
jueza o juez podrá ejercer varias o la totalidad de las especializaciones de conformidad con las 
previsiones de este Código. 
 
Este principio no se contrapone al principio de seguridad jurídica contemplado en el artículo 
25. 
 
Las decisiones definitivas de las juezas y jueces deberán ser ejecutadas en la instancia 




Se entiende que la las juezas y jueces ejercen la función jurisdiccional de acuerdo a la materia  
según las diferentes áreas de su competencia, esto es, en forma especializada, pero siempre hay 
una excepción así como señala la norma citada.  
 
1.5. Administración de Justicia en el Ecuador 
 
La administración de justicia en el país se encuentra a cargo de los jueces en las diversas aéreas 
de su jurisdicción y competencia. En el Capítulo Cuarto, Función Judicial y Justicia Indígena, 
Sección Primera, Principios de la Administración de Justicia, en el Art. 167 de la Constitución 
de la República señala que: “La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce 
por los órganos de la Función Judicial y por los demás órganos y funciones establecidos en la 
Constitución”. Y el Art. 169 de la Carta Magna manifiesta que: “El sistema procesal es un medio 
para la realización de justicia”. 
 
“Administrar justicia representa hacer vivir los derechos individuales y las garantías políticas en 
aquellos casos concretos en que las otras funciones del Estado o los diversos órganos del poder 
los conculcan o los pervierten; pero es innegable que solo producida la infracción del derecho 
subjetivo puede el juez concurrir a reimplantar la justicia”, (Coello G. Enrique; Corral Fabián; Duran 
D. Edmundo entre otros; Medios Alternativos en la Solución de Conflictos Legales. 1994, Volumen 9, Corporación 
Editora Nacional, Ecuador, 1994). 
 
El Art. 2 del Código de Procedimiento Civil estipula que: “El poder de administrar justicia es 
independiente; no puede ejercerse sino por las personas designadas de acuerdo con la ley”. De 
esta disposición se entiende que solo las personas designadas de acuerdo a la ley pueden 
administrar justicia desde luego cumpliendo con los requisitos señalados en la misma ley, y 
ninguna otra persona puede ejercer una función jurisdiccional, salvo la excepción señalada en la 
Constitución de la República señalada en párrafos anteriores.   
 
De la misma forma el Art. 170 del Código Orgánico de la Función Judicial de manera expresa 
señala que: “Los órganos jurisdiccionales, sin perjuicio de otros órganos con iguales potestades 
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reconocidos en la Constitución, son los encargados de administrar justicia y hacer ejecutar lo 
juzgado. Serán los siguientes: las juezas y jueces de paz; los tribunales y juzgados que establece 
este Código; las cortes provinciales de justicia y la Corte Nacional de Justicia. Y el último inciso 
del Art. 7 de la norma antes expresada señala que: “No ejercerán la potestad jurisdiccional las 
juezas, jueces o tribunales de excepción ni las comisiones especiales creadas para el efecto”. 
 
El Abg. Paúl Peña Núñez, en su trabajo sobre el análisis de la Administración de Justicia cita al 
Dr. Luis Fernando Ávila Linzán, quien al referirse al Estado de justicia, señala que dicho Estado 
se podría explicar “a partir del nuevo diseño de la administración de justicia que convierte a 
los jueces en creadores de derecho y garantes de los derechos y horizontaliza la judicatura a 
partir de la igualdad de los jueces; a quienes corresponde un análisis judicial individual 
eficiente (justicia restaurativa) y la preeminencia del litigio con incidencia social (justicia 
distributiva)”.  
 
Igualmente cita una sentencia de la Sala de lo Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
de Venezuela que señala que el Estado de derecho y justicia “hace referencia a la obligación 
estatal de garantizar el acceso formal y material, a la justicia”, (Disponible en la página Web 
http://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task=view&id=6008). 
 
De lo señalado en líneas anteriores se entiende que los jueces, con la nueva Constitución de la 
República son creadores de derechos y garantes de los mismos donde deben garantizar el acceso 
a una justicia real, cumpliendo con los principios señalados en la misma Carta Magna orientado 
hacia una tutela judicial efectiva. 
 
La Constitución de la República contempla la existencia de cinco funciones del Estado que son: 
la Función Legislativa, Ejecutiva, Judicial, Transparencia y Control Social  y la Función 
Electoral, cada una de ellas tiene que cumplir su rol fundamental señalada en la norma 




La función judicial goza de independencia y tiene su espacio y rango propio y por lo tanto la 
potestad de administrar justicia se ejerce por los órganos de la Función Judicial establecidas en 
la Constitución de la República en el Art. 177 que textualmente señala, “La función judicial se 
compone de órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos 
autónomos”.  
 
Al saber los órganos jurisdiccionales son: la Corte Nacional de Justicia, las Cortes Provinciales, 
los Tribunales y Juzgados así como Juzgados de Paz. El órgano administrativo es el Consejo de 
la Judicatura, y los órganos auxiliares son: servicios notariales, martilladores, depositarios 
judiciales y otros que debe ser determinado por la ley. 
 
Los órganos autónomos son: la Defensoría Pública y la Fiscalía General del Estado. Desde esta 
perspectiva se considera que la Función Judicial es una de las cinco funciones del Estado que se 
encarga de administrar justicia en el país, considerando que “el Ecuador es un Estado 
constitucional de derechos y justicia”. La potestad de administrar justicia emana del pueblo y 
aquella potestad se ejerce a través de los órganos de la función judicial, de acuerdo a lo 






EL PROCESO CIVIL ORDINARIO EN LA LEGISLACIÓN 
ECUATORIANA 
 
2.1. Definición del Juicio Ordinario y sus Características Principales 
 
Tratadista Alsina, señala que: “el juicio ordinario es la forma común de la litis en tanto que los 
juicios especiales tienen un trámite distinto según la naturaleza de la cuestión en debate”, (Alsina 
Hugo; Derecho Procesal, Tomo III, Juicio Ordinario. Buenos Aires, pág. 1).Partiendo de este criterio me 
atrevo a afirmar que el juicio ordinario es la forma común de los trámites al que estamos 
sometidos todos los ecuatorianos, en donde se discute un derecho incierto. Y al respecto nuestro 
Código de Procedimiento Civil en su artículo 59 señala textualmente que “toda controversia 
judicial que, según la ley, no tiene un procedimiento especial se ventilará en juicio ordinario”. 
 
Dice Monsalve, “en buenas cuentas, el juicio ordinario supone necesariamente una contienda, 
un litigio o una controversia de dos o más personas entre sí, que son las partes del juicio, una o 
una de las cuales hará de “demandante” o “actor” y la otra u otras, de “demandado”: el primero 
debe entonces deducir la correspondiente acción con el fin ora de que se condene al demandado 
a una determinada prestación a favor suyo, otra de que se declare la existencia o inexistencia de 
cualquiera relación jurídica entre ellos, ora de que se constituya, modifique o extinga esta misma 
relación por sentencia judicial”.  
 
Del concepto transcrito se entiende que el juicio ordinario, es una contienda como dice nuestro 
Código de Procedimiento Civil sometida a la resolución de los jueces, aquella contienda la 
deduce una de las partes en este caso el demandante o actor, a fin de que se condene al 
demandado a favor suyo, o que se declare la existencia o inexistencia de cualquier relación 
jurídica; este tipo de juicio se aplica en todos aquellos trámites que no tenga una regla especial 






Las principales características del juicio ordinario son las siguientes:  
 
Es un procedimiento declarativo, porque mediante él se persigue el reconocimiento de un 
derecho que se ha transgredido o desconocido a una persona. 
 
Es un procedimiento común, por cuanto se aplica toda vez que la ley no ha señalado, a una 
acción un procedimiento especial atendido su naturaleza. 
 
Es un procedimiento ordinario, porque es supletorio, que sirve de relleno a todos los vacíos que 
se pueden advertir o encontrar en otros procedimientos especiales, (Profesor Germán Monsalve 
Sciaccaluga; Curso Procesal Dos, Juicio Ordinario de Mayor Cuantía). 
 
También podemos decir que el juicio ordinario por lo general es un procedimiento escrito; se 
puede reconvenir; existe junta de conciliación; el demandado tiene quince días para proponer 
excepciones dilatorias y perentorias; término de prueba es de diez días; y, se admite recurso de 
apelación. Doctrinariamente es considerada como más demoroso y complejo.  
 
Con las características señaladas diremos que el campo de la aplicación del juicio ordinario, 
debe reservarse solo para aquellos casos que por su importancia o complejidad jurídica requiera 
de este procedimiento, esto es que cuando la ley no señale un procedimiento especial para esta 
clase de acciones. El juicio ordinario o declarativo es el más amplio, pues contiene periodos 
procesales claramente definidos, por eso hay que considerar que la existencia de términos 
procesales largos de alguna manera inciden en la dilatación o demora en la sustanciación, lo que 
en ciertas ocasiones trae como consecuencia el abandono de las causas en los juzgados, es por 
ello que se hace necesario que el juicio ordinario a más de las características detalladas, posea 
otras características reconocidas para todos los procesos judiciales y que no tendría que ser la 
excepción el juicio ordinario, esto es que debe aplicar los principios de celeridad y oralidad 
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contemplaos en la Constitución de la Republica, de esta manera se estaría evitando la dilatación 
de los términos que por regla general en el juicio ordinario son sumamente extensos, es decir, lo 
recomendable sería que en la sustanciación del juicio ordinario se incluya el sistema de oralidad, 
para de esta manera resolver en forma rápida, eficaz, oral y oportuna todos los procesos 
sometidos al procedimiento ordinario. 
 
2.3. Naturaleza Jurídica del Proceso Civil Ordinario 
 
Existen algunas teorías que tratan de explicar sobre la naturaleza jurídica del proceso, así, hay 
la teoría contractualista, la teoría cuasicontractualista, de relación jurídica, de situación jurídica 
y la teoría de institución jurídica.  
 
Teoría Contractualista.- “Esta teoría se fundó, sustancialmente, en las modalidades y efectos de 
que se hallaba revestida la litiscontestatio en el derecho romano clásico. En efecto; tanto durante 
el período de las legisactionis, como en la época del procedimiento formulario?, la 
litiscontestatio se hallaba configurada como la actuación procesal en cuya virtud quedaba 
cerrado el procedimiento in iure ante el magistrado, se determinaba el contenido y el alcance del 
litigio y se lo sometía a la decisión del  iudex, cuya elección, como regla, se efectuaba por 
acuerdo entre los litigantes”, (Palacio Lino E.; Derecho Procesal Civil, Tomo I, Segunda Edición,  Buenos 
Aires, 1990. Pág. 231).La litiscontestatio explica, Scialoja “Parece que el actor, cuando había 
recibido del magistrado la fórmula, la consignaba al demandado, y éste la aceptaba; mediaba así 
una especie de contrato entre las partes. El demandado,…al aceptar la fórmula que se había dado 
contra él, consentía evidentemente en someterse al juicio en los términos fijados en la fórmula 
misma; del consenso por parte del actor no podía haber duda desde el momento en que él mismo 
había pedido aquella fórmula… y la comunicaba a su adversario”, (Citado por Silva C. José Luis, 
disponible en la página web http://galeon.com/josicu/derpro/8t.pdf). 
 
Sobre la teoría contractual pura el tratadista Guasp - Aragoneses, hace dos objeciones 
fundamentales y dice que: “…el órgano del Poder público que interviene en el proceso no está 
ligado en su actuación por la voluntad de las partes ni la fuerza de su mandato nace de tal 
voluntad, sino de la soberanía del Estado, a cuya organización pública pertenece el Juez; la 
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segunda, que muchas veces el consentimiento unánime de las partes en litigar no existe y, sin 
embargo, no por ello dejan de producirse los vínculos procesales, especialmente la sumisión del 
demandado al pronunciamiento jurisdiccional”, (Guasp Jaime – P. Aragoneses;  Derecho Procesal Civil, 
Tomo I, Séptima Edición, 2005, revisada y puesta al día. Pág. 39).  
 
De todo lo manifestado sobre la teoría contractualista diremos que el proceso no se trata de la 
simple voluntad de las partes, puesto que no se concibe que la actividad judicial sea el resultado 
de un acuerdo de las partes, sino que el poder público que interviene en el proceso nace de la 
soberanía del Estado, además esta teoría tenía vigencia en épocas de derecho romano clásico. 
 
Teoría Cuasicontractualista.- “Los propugnadores de esta teoría, advierten que la litiscontestatio 
era un acto bilateral en su forma y un hecho generador de obligaciones, pero que el 
consentimiento de las partes, en especial el del demandado, no era enteramente libre, y que ello 
importaba un cuasicontrato. Lo admirable es que se llega a esta conclusión por descarte, 
considerando que la litiscontestatio no era un contrato, por no existir una verdadera libertad de 
voluntades”, (Benítez Pozo Rodolfo, Derecho Procesal Civil, Parte General, Volumen I, Quito Ecuador 2001. 
Pág. 67). 
 
Haciendo una crítica sobre las teorías contractuales el tratadista Guasp - Aragoneses citado en 
líneas anteriores dice que: “El proceso es, en todo caso, una institución de derecho público; ya 
que no puede explicarse como un mero entrecruce de voluntades particulares como propone la 
teoría contractual, que cree que éste es un contrato; sean estas unilaterales o bilaterales como 
supone la teoría del cuasicontrato, porque el resultado se impone a las partes con la fuerza de un 
mandato del Estado y no por la acepción previa que alguno o algunos de los litigantes haya 
hecho del mismo”, (Guasap Jaime – P. Aragoneses;Op. Cit., pág. 39). 
 
De lo transcrito se explica claramente que el proceso no es un contrato ni cuasicontrato por 
cuanto no se trata solo de un mero entre cruce de voluntades particulares, sabemos que dentro 
de un proceso judicial no se trata simplemente de la libre voluntad de las partes, en especial la 
teoría de cuasicontrato niega la teoría de contrato por cuanto sostiene que no existe la libertad 
de voluntades o libre consentimiento de las partes. 
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Teoría de la Relación Jurídica.- “La concepción del proceso como una relación jurídica es la que 
cuenta, incluso en la actualidad, con mayor número de adherentes, aunque dista  de existir 
uniformidad de criterios acerca de la forma en que dicha relación se configura, de quienes son 
los sujetos que la integran y de la índole de las vinculaciones jurídicas que entre ellos se operan. 
Y además menciona que el primer expositor sistemático de esta teoría fue OSCAR BÜLOW, 
quién la desarrolló en su libro La teoría de las excepciones dilatorias y los presupuestos 
procesales, aunque ella fue vislumbrada por HEGEL y esbozada por BETHMANN 
HOLLWEG”, (Palacio Lino E. Op. Cit., pág. 233). 
 
Para Carnelutti (citado por Palacio), “el proceso no es una relación jurídica, sino un complejo 
de relaciones jurídicas, constituidas por los poderes y deberes que la ley instituye a favor o cargo 
de los agentes que en él intervienen (partes, defensores, oficiales, encargados, terceros)”, 
(Ibídem). 
 
Para Chiovenda, “…El proceso es en sí mismo una relación jurídica pues de él se originan 
derechos y obligaciones, cargas y facultades distintas a las que pueden surgir de las relaciones 
jurídicas sustanciales que en él se ventilan. La relación es el vínculo general que surge al iniciarse 
el proceso como resultado del ejercicio de la acción…ella ata a las partes y al juez mientras el 
proceso subsista y de ella emana derechos, obligaciones, potestades y cargas para aquellas y 
este”, (Morán Sarmiento, Rubén; Op. Cit., págs. 428-429). 
 
Además Silva (2001), señala que: “Toda relación jurídica se establece entre dos o más sujetos 
de derecho, es decir, entre dos o más personas. El contenido de toda relación jurídica es también, 
siempre, un conjunto de derechos y obligaciones y, por ello, la relación jurídica es el vínculo 
que se establece entre los sujetos de derecho a las que normas jurídicas les atribuye derechos u 
obligaciones, por esa atribución, los relacionan entre sí, ya que toda imputación normativa 
presupone un derecho y, a la vez, una obligación”, (Silva Cueva José Luis; Teoría General del 
Proceso, disponible en la página web http://galeon.com/josicu/derpro/8t.pdf). 
 
Sobre la teoría de relación jurídica para mi modo de entender todos los tratadistas citados 
coinciden que el proceso es una relación jurídica, por cuanto las partes y el juez tienen que 
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cumplir conjunto de derechos y obligaciones que la ley instituye, es un vínculo que une a las 
partes  y al juez. 
 
Teoría de la Situación Jurídica.- Esta teoría fue expuesta por James Goldschmidt, en su obra 
Teoría General del proceso, el autor niega “categóricamente la afirmación de que el proceso 
contenga una relación jurídica. En primer lugar porque no media relación alguna de índole 
procesal entre el juez y las partes, pues él debe administrar justicia, que se basa en derecho 
público, sólo engendra para el juez, en caso de incumplimiento, responsabilidades de orden penal 
y civil que, como tales, deben hacerse efectivas fuera del proceso. En segundo lugar, porque no 
existe una verdadera obligación de las partes de someterse a la jurisdicción estatal, sino un estado 
de sujeción que no tiene origen en el proceso sino en la relación general que liga al ciudadano 
con el Estado”, (Palacio Lino E. Op. Cit., pág. 235). Sobre esta teoría Silva señala que “excluye al 
juez de la relación jurídica, ya que el juez no tendría deberes ni obligaciones, sino que, como 
órgano del Estado, es quien rige y gobierna el proceso resolviendo de acuerdo con la ley”, (Silva 
Cueva José Luis; Op. Cit., pág. 37). 
 
El tratadista antes citado niega categóricamente de que el proceso sea una relación jurídica y 
sostiene que tanto las partes, así como el juez no tienen ninguna obligación respecto del proceso, 
pero desde mi punto de vista personal si tienen obligaciones jurídicas que cumplir, tratándose 
del caso en ciernes de acuerdo a la norma procesal civil el Juez tiene la obligación de convocar 
a la junta de conciliación según el Art. 400 del Código de Procedimiento Civil; así mismo el 
Código Orgánico de la Función Judicial concede deberes y obligaciones que debe cumplir para 
brindar una administración de justicia ágil y oportuna, también a manera de ejemplo se pude 
citar que el juez puede pedir de oficio la práctica de pruebas dentro de un proceso judicial, para 
esclarecer los hechos controvertidos, aunque las partes no presenten o soliciten dicha diligencia. 
 
El tratadista Palacio, afirma que la teoría de la situación jurídica “constituye en realidad una 
excelente descripción de los procesos dominados por el principio dispositivo, en los cuales la 
idea de carga reemplaza en medida fundamental al concepto de deber, pues la realización de la 
mayoría de los actos de parte con que aquéllos se integran obedece a la necesidad de asumir una 
posición ventajosa o de prevenir un perjuicio, y no a la existencia de derechos instituidos a favor 
del Estado o de la parte contraria”, (Palacio Lino E.; O. Cit., págs. 241-242).En cambio el tratadista 
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entes expresado sobre la teoría de situación jurídica, hace relación al principio dispositivo y al 
deber, esto para mi modo de entender las partes, así como el juzgador tiene obligaciones que 
cumplir para que el proceso se desenvuelva, y así poder llegar a un fin que es la resolución de 
un conflicto. 
 
Teoría de la Institución.- “En el proceso existen verdaderamente deberes y derechos jurídicos. 
Si, a pesar de ellos, se rechaza la doctrina de la relación jurídica procesal, no es por su 
inexactitud, sino por su insuficiencia; pues habiendo en el proceso más de una correlación de 
deberes y derechos jurídicos hay más de una relación jurídica procesal. La multiplicidad de 
relaciones jurídicas debe reducirse a una unidad superior, que no se obtiene con la mera fórmula 
de relación jurídica compleja, si se quiere hallar con precisión la naturaleza jurídica del proceso. 
Tal unidad la proporciona satisfactoriamente la figura de la institución”, (Gusap Jaime – P. 
Aragoneses; Op. Cit., pág. 40). 
 
Esta teoría rechaza la doctrina de la relación jurídica por su insuficiencia y sostiene que a más 
de una correlación de deberes y derechos jurídicos hay más de una relación jurídica procesal, 
pero no niega que en el proceso existe derechos y obligaciones. Señala que las relaciones 
jurídicas deben reducir a una unidad y esa unidad es la que proporciona la figura de la institución.  
 
El profesor Guasap de lo transcrito en el párrafo anterior dice que  la institución, “es un conjunto 
de actividades relacionadas entre sí por el vínculo de una idea común y objetiva a la que figuran 
adheridas, sea ésa o no su finalidad individual, las diversas voluntades particulares de los de 
quienes procede aquella actividad. Hay, pues, dos elementos fundamentales en toda institución: 
la idea objetiva o común y las voluntades particulares que se adhieren a la misma; el primero de 
estos elementos se halla esencialmente por encima del segundo; aquel incluso suele corresponder 
muchas veces al derecho público, éste al derecho privado o, por lo menos, son de ámbito público 
y privado, respectivamente, los orígenes de uno y otro”, (Ibídem). 
 
Pero Palacio,  señala que la palabra institución “es utilizado, por juristas y sociólogos, para 
individualizar realidades jurídicas totalmente ajenas al mundo del proceso. Agrega diciendo 
como recuerda COUTURE, el vocablo institución ha sido empleado, entre otros significados, 
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para denotar cada una de las organizaciones principales de un Estado; cada una de las materias 
principales del derecho o cada una de sus ramas; determinados grupos de usos sociales; todo 
ente o cuerpo social, etc.”, (Palacio Lino E.;Op. Cit., pág. 244). 
 
De lo transcrito se entiende que el vocablo institución es ajeno al mundo del proceso, es decir, 
al proceso no se puede catalogar como una institución, y que aquella palabra se utiliza para 
referir a las organizaciones principales de un Estado, o a las materias principales del derecho. 
 
En cambio el Dr. López (2004), señala que “La naturaleza jurídica del proceso nace del ejercicio 
de una acción, que está establecido por la ley, y se requiere del cumplimiento de presupuestos 
procesales y se desenvuelve mediante una serie de actos del juez y de las partes. Pues, el debido 
proceso es un  principio constitucional que debe respetarse, y que garantiza a las partes litigantes 
a defenderse dentro de un proceso que se lo ha propuesto en la justicia ordinaria”, (López G. Ramiro; 
Últimos Modelos de Demandas, en los Juicios: Verbal Sumario, Ejecutivo y Ordinario. Primera edición, Quito-
Ecuador, 2004. Pág. 12). 
 
El tratadista citado en pocas palabras deduce que la naturaleza jurídica del proceso nace del 
ejercicio de una acción, esto quiere decir que, el proceso nace cuando el actor presenta una 
demanda ante el juez competente para que sea sometida a una resolución judicial, además agrega 
que se requiere el cumplimiento de ciertos requisitos para que el proceso se prosiga, esto es 
mediante actos que realizan las partes y el juez. Manifiesta que debe respetar el principio 
constitucional del debido proceso o sea que las partes dentro de un proceso tienen derecho a la 
defensa, lo cual no debe ser vulnerado. Todo lo manifestado en este párrafo es muy común que 
sucede en nuestro procedimiento ecuatoriano casi en todas las materias, en especial en nuestro 
caso motivo de investigación.      
 
Por otro lado el Dr. Morán dice que el proceso, “desde otro punto de vista es un NEGOCIO 
aleatorio; tanto es así, que tanto el demandante como el demandado cuyas expectativas dependen 
de los resultados del proceso, pueden ceder, vender sus derechos litigiosos; porque las 
pretensiones contenidas en la demanda y que son la razón del proceso, tienen connotaciones 
económicas generalmente y como tal pueden ser susceptibles de negociación y como todo 
negocio persigue obtener réditos y beneficios, obviamente las partes deberán impulsar el 
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proceso, en la medida que el interés del negocio jurídico les preocupe”, (Morán Sarmiento, Rubén;  
Ob. Cit., Tomo I, pág. 429). 
 
De lo transcrito se entiende que el proceso es un negocio que para mi modo de entender se 
relaciona con la conciliación, es decir, las partes dentro del proceso judicial pueden por mutuo 
acuerdo ceder, vender como dice el autor citado sus derechos litigiosos por cuanto hay un 
beneficio para las dos partes contendientes. 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica del proceso civil dice Guasp – Aragoneses, “…el proceso civil 
no debe calificarse como contrato, ni como relación jurídica o mera situación, sino como una 
verdadera institución de derecho en la que, a la idea común de la satisfacción pública de una 
pretensión civil, aparecen adheridas las voluntades particulares de los diversos sujetos 
procesales”, (Guasp Jaime – P. Aragoneses, Op. Cit., pág. 48). 
 
Una vez transcrito los conceptos de algunas teorías sobre la naturaleza jurídica del proceso según 
los tratadistas mencionados, es necesario, hacer énfasis con cuál de las instituciones o teorías se 
armoniza nuestro ordenamiento jurídico procesal, así desde mi punto de vista personal en nuestro 
medio el proceso sería como una relación jurídica, por cuanto como hemos dicho en el capítulo 
anterior, el juez y las partes tienen obligaciones que cumplir, además cuenta con derechos que 
se hacen efectivos dentro del proceso. “El ejercicio de esos derechos y obligaciones establece el 
nexo o ligamen o vínculo entre las partes con los órganos de la jurisdicción y también a las partes 
entre sí”, (Benítez Pozo, Rodolfo;Op. Cit., pág. 68). 
 
La relación es el vínculo, que se establece entre el juez, de un lado, y las partes en la litis, actor 
y demandado; además como dice Carnelutti, (los defensores y terceros) de otro, es una relación 
única y autónoma, y por qué no decir pública porque regula una actividad del Estado, la 
jurisdicción. Como dice Chiovendala relación es el vínculo general que surge al iniciarse el 
proceso como resultado del ejercicio de la acción, y requiere el cumplimiento de los llamados 
presupuestos procesales, lo cual se desenvuelve mediante conjunto de actos realizados por el 
juez y de las partes. Tal desenvolvimiento se realiza en el tiempo y espacio, que puede 
interrumpirse y como fin se extingue a través de una sentencia u otras formas anormales de 
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terminar el proceso como son el allanamiento, desistimiento, etc., señalados en la ley procesal 
civil ecuatoriana.  
 
El proceso implica un tránsito, un ir de aquí por allá, se podría decir que su carácter esencial es 
el dinamismo, porque proceder es actuar, movilizar hacia adelante, es decir, el juez y las partes 
caminan en procura de la justicia.  
 
Hablando de las obligaciones que tienen los jueces con el trámite del proceso, el Art. 139 del 
Orgánico de la Función Judicial, expresa textualmente que: “Las juezas y jueces están obligados 
a proseguir el trámite de los procesos dentro de los términos legales, el incumplimiento de esta 
norma se sancionará de acuerdo con la ley. 
Si se declarare el abandono de una causa o de un recurso por no haberse proseguido el trámite 
por el tiempo que señala la ley, como consecuencia de la incuria probada de las juezas o los 
jueces, y demás servidores y funcionarios que conocían de los mismos, éstos serán 
administrativa, civil y penalmente responsables, de conformidad con la ley”. 
 
Por otro el Art. 19 de la norma antes expresada dice que “todo proceso judicial se promueve por 
iniciativa de parte legitimada”. Partiendo de la norma citada también las partes deben impulsar 
el proceso. 
 
2.3. Sustanciación  del Juicio Ordinario 
 
La sustanciación del juicio ordinario encontramos en el TÍTULO II DE LA SUSTANCIACIÓN 
DE LOS JUICIOS, Sección Primera, Del juicio ordinario, Parágrafo 1º. De la primera instancia, 
desde el artículo 395 hasta el 407 del Código de Procedimiento Civil. Así el artículo 395 de la 
norma antes expresada estipula que “El juicio ordinario se sujetará a las disposiciones de esta 




De conformidad con la disposición citada en líneas anteriores la demanda se presenta ante uno 
de los jueces o juezas de lo civil de la jurisdicción correspondiente, desde luego cumpliendo con 
los requisitos señalados en la ley, esto es que tiene que cumplir con la norma señalada en el 
artículo 67 de Código de Procedimiento Civil, que a continuación me permito transcribir.  
 
“Art. 67.- La demanda debe ser clara y contendrá”:  
 
1. La designación de la jueza o el juez ante quien se la propone;  
2. Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres completos 
del demandado; 
3. Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión;  
4. La cosa, cantidad o hecho que se exige;  
5. La determinación de la cuantía;  
6. La especificación del trámite que debe darse a la causa;  
7. La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde debe 
notificarse al actor; y,  
8. Los demás requisitos que la ley exija para cada caso. 
 
Además de los requisitos transcritos en líneas anteriores de acuerdo al art. 68 de la norma antes 
mencionada el actor debe acompañar a la demanda, de acuerdo al caso los siguientes: 
 
1. El poder para intervenir en el juicio por medio de apoderado. Se trata de una procuración 
judicial. (Art. 38 del Código de Procedimiento Civil); 
2. La prueba de la representación del actor, si se trata de persona incapaz. Puede ser caso 
de los menores de edad, del representante de una sociedad o empresa, etc.; 
3. La prueba de la representación de la persona jurídica, si ésta figurare como actora. En 
este caso se adjuntará el nombramiento y copia del estatuto, en la parte pertinente a que 
el gerente o presidente ejerce la representación legal.;  
4. Los documentos y las pruebas de carácter preparatorio y que se pretendiere hacer valer 
en el juicio y que se encontrare en el poder del actor; y, 
5. Los demás documentos exigidos por la ley para cada caso. 
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Una vez sorteada la causa se traslada al juzgado en que recayó su conocimiento, es decir, en 
virtud del sorteo; el secretario del juzgado sentará la razón correspondiente y la fe de 
presentación en el expediente y trasladará al Juez a fin de que avoque conocimiento y califique 
la demanda, por lo tanto el Juez tiene la potestad de examinar la demanda presentada si reúne o 
no los requisitos señalados en la ley, en caso de que la demanda no es clara o no cumple con los 
requisitos determinados en la norma jurídica, el Juez puede mandar  a que se aclare o complete 
en el término de tres días, si no lo hace se abstendrá de dar el trámite, pero si el Juez lo estime 
que la demanda propuesta es clara y completa deberá dar el trámite correspondiente. Así lo 
señala el inciso segundo del Art. 396 de la norma adjetiva civil, “Una vez que la jueza o el juez 
estime que la demanda es clara y completa, dará traslado con apercibimiento en rebeldía, 
simultáneamente a todos los demandados”. 
 
Calificada la demanda el Juez dispone que se cite al demandado, es decir, hace conocer al 
demandado el contenido de la demanda o del acto preparatorio y de las providencias recaídas en 
ellas, por lo tanto la citación es el acto por el cual se dispone la comparecencia del demandado 
ante el Juez, a fin de que conteste la demanda, en este caso el demandado tiene 15 días para 
contestar la demanda propuesta en su contra;  así lo señala el Art. 397 del Código de 
Procedimiento Civil, cuando dice “que el demandado tendrá el término de quince días para 
proponer conjuntamente las excepciones dilatorias y perentorias, las cuales se resolverán en 
sentencia. Entre las excepciones no podrá proponerse la de oscuridad del libelo”. 
 
Al respecto de la oscuridad del libelo la Corte Suprema de Justicia (actual Corte Nacional de 
Justicia), se ha pronunciado “Si la demanda es oscura y en ella no precisa el actor lo que pide 
que se resuelva u ordene, en la forma clara que debió hacerlo de acuerdo con el Art. 74 del 
Código de Procedimiento Civil (hoy 67 del Código de Procedimiento Civil); esta falta de 
claridad que debe subsanarse oportunamente por el juez de Primera Instancia, antes de iniciar la 
sustanciación del proceso, para saber a ciencia cierta las reclamaciones del actor, y la materia de 
la litis, no permite decidir de cuáles  han sido las pretensiones del actor, al pedir que se haga 
efectivo su derecho (G.J.VII No. 4 pág. 343, citado por Velasco C. Emilio)”.   
 
De la disposición citada en párrafo anterior se desprende que el demandado tiene quince días 
para contestar la demanda proponiendo las excepciones que pueden ser dilatorias o perentorias, 
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y refiriéndonos a la excepción, Devis Echandia dice que “es una especial manera de ejercitar el 
derecho de contradicción o defensa general que le corresponde a todo demandado, y  que 
consiste en oponerse a la demanda para atacar  las razones de la  pretensión del demandante, 
mediante razones propias de hecho que persiguen destruirla o modificarla o aplazar sus efectos”, 
(Devis Echandia, Citado por Herman Jaramillo Ordoñez; La Justicia Administrativa, Loja-Ecuador, Editorial 
Grafimundo, año 2003, pág.46). 
 
Respecto de las excepciones el Art. 99 del Código de Procedimiento Civil manifiesta lo siguiente 
que: “…son dilatorias las que tienden a suspender o retardar la resolución de fondo; y 
perentorias, las que extinguen en todo o en parte la pretensión a que se refiere la demanda”. 
De la disposición transcrita dice Velasco, “Para mí que las excepciones dilatorias…tienden a 
una correcta composición del litigio, y no como incorrectamente define el Art. 101 (actual 99) 
del Código de Procedimiento Civil, afirmando que son las que tienden a suspender o a retardar 
el curso del litigio; como si se auspiciara, legalmente, el retardo de la administración de justicia. 
Y el mismo autor sostiene que las excepciones perentorias “tienen por fin conseguir la 
absolución del demandado, y se refiere al fondo de la acción destruyendo la pretensión del actor 
o impidiendo la declaración del derecho que pretende”, (Velasco C., Emilio; Obra citada, pág. 89). 
 
He aquí cabe señalar las excepciones dilatorias más comunes que entrega nuestro Código de 
Procedimiento Civil en su Art. 100 que dice: “Las dilatorias más comunes son, o relativas al 
juez, como la de incompetencia; o al actor, como la de falta de personería, por incapacidad 
legal o falta de poder; o al demandado, como la de excusión u orden; o al modo de pedir, como 
la de contradicción o incompatibilidad de acciones; o al asunto mismo de la demanda, como la 
que se opone contra una petición hecha antes del plazo legal o convencional; o a la causa o al 
modo de sustanciarla, como cuando se pide que se acumulen los autos para no dividir la 
continencia de la causa, o que a ésta se dé otra sustanciación”. 
 
Asimismo el Art. 101 de la norma antes mencionada señala cuales son las excepciones 
perentorias más comunes, y dice: “Las perentorias más comunes son: la que tiene por objeto 
sostener que se ha extinguido la obligación por uno de los modos expresados en el Código Civil, 




La Dra. Marianita Díaz (2013), manifiesta que “Las excepciones que pretenden destruir el 
derecho mismo reclamado se llaman perentorias, esto es que son concluyentes y definitivas. 
Aquellas que plantean puntos no esenciales, sino tal vez de mero trámite, que miran la 
competencia del juez, la forma de pedir, etc., tiene la finalidad de demorar y por lo mismo se 
llaman dilatorias. En estas el derecho que se reclama no está contradicho”, (Díaz Marianita; 




Refiriéndonos a la contestación a la demanda Coello (2005), manifiesta que “Así como la 
demanda es la opción de una persona que crea ser titular de un derecho protegido, para acudir a 
los órganos de la Función Judicial en demanda de justicia, para que se restablezca su situación 
jurídica y se le indemnice de los daños causados, del mismo modo, la contestación a la demanda 
es la facultad que tiene la persona requerida para contradecir las pretensiones del actor y 
defenderse de ellas, cuando estime que la demanda no se basa en la ley, en la verdad de los 
hechos ocurridos, o cuando su obligación ha sido ya extinguida”, (Coello García Enrique;  Sistema 
Procesal Civil, Volumen II. Loja- Ecuador, 2005. Pág. 221). 
 
El demandado también en el mismo escrito de la contestación puede reconvenir al actor, al 
respecto el Art. 398 del Código de Procedimiento Civil menciona que “Si al tiempo de contestar 
la demanda, si reconviniere al demandante, se concederá a éste el término de quince días para 
contestar la reconvención”; se entiende por reconvención al acto mediante el cual, el 
demandado deduce contra el actor una acción propia, independiente o conexa con la acción que 
es la materia de la demanda, a fin de que ambas sean sustanciadas simultáneamente y que 
resueltas en sentencia; a su vez el actor debe dar contestación a la reconvención oponiendo las 
excepciones sean dilatorias o perentorias que le asisten con lo que se traba la litis, trabada la litis 
las partes deben solicitar al Juez, que se señale día y hora para que se lleve a cabo la diligencia 
de junta de conciliación. 
 
Pero el Código de Procedimiento Civil no señala dentro de qué término se llevará a cabo la junta 
de conciliación, aunque el artículo 20 del Código Orgánico de la Función Judicial prescribe que 
“una vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro 
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de los términos legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo 
contrario”. 
 
En el día y hora señalado por el Juez, a fin de que se lleve a efecto la diligencia de junta de 
conciliación, las partes pueden llegar a un acuerdo en la que tanto el actor como el demandado 
de por terminado el litigio. La junta de conciliación es la diligencia judicial en virtud del cual el 
Juez procura que las partes en el juicio lleguen a ponerse de acuerdo en sus pretensiones. Lo 
acordado por las partes en esta diligencia es obligatorio para ellos cuando el juez lo apruebe en 
sentencia, si el acuerdo es parcial el Juez debe aprobar en autos porque no puede dictar dos 
sentencias en un mismo caso. Debiendo continuar el juicio en lo no acordado, asimismo si las 
partes no se logran llegar a ningún acuerdo la causa continua hasta que falle el Juez. De todo lo 
actuado en la junta de conciliación se suscribirá en acta en la que deberán firmar las partes, el 
juez o la jueza y el secretario. 
 
En el Art. 1012 del Código de Procedimiento Civil, habla de una junta de conciliación que debe 
darse en todos los juicios de nuestra legislación buscando para que las partes se lleguen a un 
acuerdo para poner fin al proceso, siguiendo el trámite señalado en la ley para el beneficio de 
las partes. 
 
De lo mencionado en líneas anteriores cabe señalar que si una de las partes no concurre a la 
diligencia de conciliación, se considera tal falta como indicio de mala fe, al respecto el inciso 
final del artículo 400 de la norma adjetiva civil señala lo siguiente, “La falta de concurrencia de 
una de las partes constituirá indicio de mala fe, que se tendrá en cuenta para la condena en 
costas al tiempo de dictarse la sentencia”. 
 
Una vez concluida la junta de conciliación en caso de no llegar a ningún acuerdo o si el acuerdo 
es parcial, las partes deben solicitar se reciba la causa a prueba, y el Juez en providencia recibirá 
la causa a prueba por el término de diez días, dentro de éste término tanto el actor como el 
demandado deberán justificar las afirmaciones expuestas por ellos en la demanda y en la 
contestación respectivamente; las partes utilizarán los medios de prueba que determina nuestra 
legislación, que puede ser prueba material, documental y testimonial, según el caso. 
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Hablando de la prueba debemos señalar que en la legislación procesal civil rigen dos principios 
sobre la apreciación de la prueba: el de la sana crítica, prevista en algunas disposiciones, pero 
más concretamente para la apreciación de la fuerza probatoria de la declaración de testigos; y 
según el Art. 207 del Código de Procedimiento Civil; se admite también el libre criterio judicial, 
según las circunstancias en los que se haya producido los hechos, el medio de prueba es el 
instrumento corporal o material como los documentos públicos o privados, inspección judicial, 
etc., así enumeración de los medios de prueba está dada por los artículos 1715 inciso segundo 
del Código Civil y 121 del Código de Procedimiento Civil, el Código Civil incluye como medios 
de prueba las presunciones previstas en el Art. 1729. 
 
La prueba debe ser aducida por quien afirma un hecho, y entonces la prueba es principal, pero 
puede haber una contraprueba, aportada por la parte contraria para demostrar la falta de verdad 
de las afirmaciones de la otra, de lo que está permitido por el inciso segundo del Art. 114 de la 
norma citada, que determina “Cualquiera de los litigantes puede rendir pruebas contra los hechos 
propuestos por su adversario”. 
 
Concluido el término de prueba el Juzgador debe dictar sentencia en el término de doce días. En 
este lapso de tiempo las partes pueden presentar sus manifiestos en derecho o alegato, es decir, 
presentan sus exposiciones en derecho. La sentencia es la decisión judicial que pone fin al litigio 
resolviendo respectivamente los derechos de cada litigante; también se podría decir que es el 
modo normal de la extinción de la relación procesal, es el acto procesal emanados por los 
órganos jurisdiccionales que deciden la causa. 
 
Al respecto el Art. 269 de Código de Procedimiento Civil nos da una definición de la sentencia 
considerando que “es la decisión de la jueza o del juez acerca del asunto o asuntos principales 
del juicio”; dicha sentencia tiene tres partes como es: la parte expositiva o enunciativa, 
considerativa o motiva y la declarativa o resolutiva.  
 
Así en la parte expositiva, el juez establece como una introducción los antecedentes de la acción 
o demanda con los fundamentos de hecho y de derecho, y también hace referencia a la 
contestación dada por el demandado y las excepciones que haya propuesto. 
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En la parte considerativa o motiva, el juez analiza las pretensiones del actor y demandado y 
establece los juicios de valor sujetándose a las reglas de la sana crítica que sustentan en la 
ciencia, la técnica y la experticia; además el juez invoca la norma jurídica aplicable al caso, 
también puede aplicar los precedentes jurisprudenciales, también el juez para corroborar su 
criterio puede invocar en la sentencia la doctrina de los tratadistas, con todos estos antecedentes 
el juez forma su criterio para decidir sobre un asunto puesto a su conocimiento. Aquí cabe señalar 
que la sentencia debe ser motivada como lo señala nuestra Constitución de la República en el 
número 7 literal l) del Art. 76 que dice “las resoluciones de los poderes públicos deberán ser 
motivadas”, de lo transcrito se puede decir que la motivación es el nexo causal entre los 
fundamentos de hecho y de derecho. 
 
En la parte declarativa o resolutiva, el juez decide el juicio dando razón a uno de los litigantes 
para la cual invoca la fórmula que consta en el Art. 138 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, que dice “ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO 
SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LEYES 
DE LA REPÚBLICA”, pudiendo en el fallo aceptar la demanda o rechazarla en forma total o 
parcial. 
 
2.4. Competencias y Atribuciones del Juzgador 
 
Respecto de la competencia encontramos en el inciso segundo del Art. 1 del Código de 
Procedimiento Civil, en concordancia con  el Art. 156 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, que define como: “la medida dentro de la cual la referida potestad está distribuida 
entre los diversos tribunales y juzgados, por razón del territorio, de la materia, de las personas 
y de los grados”. De esta disposición se puede decir que la competencia es la facultad que tiene 
un Juez o autoridad competente para conocer, tramitar y resolver un litigio o controversia y que 
se halle puesto a su consideración.   
 
Alvarado dice, “podemos entender por competencia la extensión funcional del poder 
jurisdiccional, existiendo entre jurisdicción  y competencia una relación cuantitativa y no 
cualitativa, de género a especie”. Y el mismo autor agrega lo que dijo Couture que “todos los 
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jueces tienen jurisdicción (en rigor, posibilidad de realizar actos con estructura sustitutiva) pero 
no todos tienen competencia para conocer un determinado asunto. Un juez competente es, al 
mismo tiempo, juez con jurisdicción; pero un juez competente es un juez con jurisdicción y sin 




Por otro lado dice que la competencia, “es el marco reducido, específico y concreto donde actúa 
cada Juez en ejercicio de la potestad que le confiere el Estado, para aplicar la Ley, ámbito que 
se determina por la concurrencia de uno o más de los elementos que limitan ese accionar, y que 
son: EL TERRITORIO, LAS PERSONAS, LAS MATERIAS Y LOS GRADOS”, (Morán 
Sarmiento, Rubén; Op. Cit., Tomo I, pág. 59). 
 
De lo transcrito se entiende que el juez tiene la facultad de administrar justicia dentro de los 
límites de su jurisdicción, es decir, de acuerdo al territorio, personas, materia y los grados.  
 
En cambio la Dra. Marianita Díaz; Docente de la Escuela Judicial del Consejo de la Judicatura, 
(disponible en la página Web www.derecho.com), manifiesta que “para entender los deberes que tiene el 
Juez, debemos tener en cuenta que de acuerdo al Código Procesal Civil, es él, responsable de 
dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas convenientes para impedir 
su paralización y procurar la economía procesal; hacer efectiva la igualdad de las partes en el 
proceso; y ordenar los actos procesales necesarios al esclarecimiento de los hechos 
controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes.  Agrega diciendo de lo expuesto 
se puede deducir que son dos las funciones de los jueces de acuerdo con nuestro Código Procesal 
Civil, a saber:  
 
FUNCIÓN ESENCIAL.- Consiste en la administración de justicia, en conocer de los asuntos 
controvertidos, resolverlos declarando el derecho de las partes y ejecutando lo  resuelto. La 
Función Judicial se ha creado para restablecer el derecho que ha sido violado y para precautelar 




FUNCIÓN ACCIDENTAL.- Consiste en intervenir en ciertos actos que requieren de 
solemnidad judicial, por ejemplo la intervención en una información sumaria o declaración de 
testigos, su comparecencia en una inspección judicial, o cuando autoriza la venta de bienes que 
pertenecen a menores. 
 
De lo transcrito se entiende que la jueza o el juez es el responsable de dirigir el proceso y velar 
por una solución rápida de los conflictos en procura de economía procesal, aplicando las medidas 
más convenientes que no pueda paralizar el curso del proceso, tratándose del problema planteado 
el juez tiene la obligación de dar importancia sobre la diligencia de conciliación en procura de 
solución ágil y oportuna de los conflictos, en beneficio de las partes así como para el Estado, es 
decir, aplicar en forma adecuada las disposiciones referentes a la diligencia de conciliación 
dentro del proceso ordinario, así como en otros procedimientos.  
 
Además el papel del juez no es solamente de administrar justicia y ejecutar lo juzgado, sino 
también tiene otras obligaciones o facultades que puede realizar de acuerdo a las disposiciones 
legales como bien lo enseña la docente antes expresada.  
 
Las atribuciones del Juzgador encontramos en el Titulo III, Órganos Jurisdiccionales, Capítulo 
I, Reglas Generales, Sección I, Disposiciones Generales Aplicables a Juezas y Jueces, en el Art. 
130 del Código Orgánico de la Función Judicial, (publicada en el R.O., Suplemento 544 de fecha 
09 de Marzo del 2009).  
 
"Art. 130.- FACULTADES JURISDICCIONALES DE LAS JUEZAS Y JUECES.-Es facultad 
esencial de las juezas y jueces ejercer las atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la 
Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por lo tanto 
deben: 
 
1. Cuidar que se respeten los derechos y garantías de las partes procesales en los juicios; 
2. Velar por una eficiente aplicación de los principios procesales; 
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3. Propender a la unificación del criterio judicial sobre un mismo punto de derecho; 
4. Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá motivación si en la resolución no se 
enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Las resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados serán nulos; 
5. Velar por el pronto despacho de las causas de acuerdo con la ley; 
6. Vigilar que las servidoras y los servidores judiciales y las partes litigantes que intervienen en 
los procesos a su conocimiento, cumplan fielmente las funciones a su cargo y los deberes 
impuestos por la Constitución y la ley; 
7. Disponer la comparecencia por medio de la Policía Nacional, de las partes procesales, 
testigos y peritos, cuya presencia fuere necesaria para el desarrollo del juicio. Esta medida no 
podrá tener una duración superior a veinticuatro horas, pero podrá reiterarse cuantas veces 
sea necesario hasta que se dé cumplimiento a la orden de comparecencia; 
8. Convalidar de oficio o a petición de parte los actos procesales verificados con inobservancia 
de formalidades no esenciales, si no han viciado al proceso de nulidad insanable ni han 
provocado indefensión; 
9. Procurar la celeridad procesal, sancionando las maniobras dilatorias en que incurran las 
partes procesales o sus abogadas y abogados; 
10. Ordenar de oficio, con las salvedades señaladas en la ley, la práctica de las pruebas que 
juzguen necesarias para el esclarecimiento de la verdad; 
11. Salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo contrario, procurar la conciliación 
de las partes, en cualquier estado del proceso; al efecto, pueden de oficio convocarlas a 
audiencia, a las que deberán concurrir las partes personalmente o por medio de procuradora o 
procurador judicial dotado de poder suficiente para transigir. De considerarlo conveniente los 
tribunales o juezas y jueces podrán disponer de oficio que pasen los procesos a una oficina 
judicial de mediación intraprocesal con la misma finalidad. Se exceptúan los casos en que se 
halla prohibida la transacción, y si ésta requiere de requisitos especiales previos 
necesariamente se los cumplirán, antes de que el tribunal, jueza o juez de la causa homologue 
el acuerdo transaccional; 
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12. Rechazar liminarmente el pedido que reitere otro propuesto por cualquier litigante y por la 
misma razón, o cuando a pesar de fundarse en razón distinta, ésta pudo ser alegada al 
promoverse el petitorio anterior; 
13. Rechazar oportuna y fundamentadamente las peticiones, pretensiones, excepciones, 
reconvenciones, incidentes de cualquier clase, que se formulen dentro del juicio que conocen, 
con manifiesto abuso del derecho o evidente fraude a la ley, o con notorio propósito de retardar 
la resolución o su ejecución. 
Igualmente tienen el deber de rechazar de plano los escritos y exposiciones injuriosos, ofensivos 
o provocativos, sin perjuicio de la respectiva sanción; 
14. Ordenar, si lo estima procedente, a pedido de parte y a costa del vencido, la publicación de 
la parte resolutiva de la decisión final en un medio de comunicación designado por el tribunal 
o jueza o juez, si con ello se puede contribuir a reparar el agravio derivado de la publicidad 
que se le hubiere dado al proceso; y, 
15. Ejercer las demás atribuciones establecidas por la Constitución, los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, las leyes y los reglamentos. 
De lo transcrito se entiende que son algunas de las atribuciones que tienen las juezas o jueces 
que deben cumplir para una correcta administración de justicia que demanda la actual 
Constitución de la República en un Estado constitucional de derechos y justicia, sobre todo 
enfocado a una tutela judicial efectiva de los derechos de los ciudadanos. 
 
2.5. Participación del Juez, en Procurar la Conciliación 
 
Nuestro Código de Procedimiento civil, en relación a la participación del Juez, en la Junta de 
Conciliación, establece que: 
 
Art. 400.- Si las excepciones o la cuestión planteada en la reconvención versan sobre hechos que 
deben justificarse, el juez señalará día y hora en los que las partes deben concurrir, con el 
propósito de procurar una conciliación, que dé término al litigio. En el día y hora señalados, si 
sólo una de las partes hubiere concurrido, se dejará constancia, en acta, de la exposición que 
presente y se dará por concluida la diligencia. La falta de concurrencia de una de las partes 
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constituirá indicio de mala fe, que se tendrá en cuenta para la condena en costas al tiempo de 
dictarse la sentencia.  
 
Como apreciamos, el procedimiento civil ecuatoriano, da vital importancia a la función del 
juzgador, al determinar que debe señalar día y hora en que las partes concurran a fin de ver la 
posibilidad de obtener una conciliación que termine con la diferencia. 
 
No es como se ha querido ver a esta disposición legal, como de mero trámite y ya, más bien se 
debe comprender la verdadera significación e importancia del papel del Juez en buscar el 
acuerdo de las partes. 
 
Es una de las facultades que concede la ley al Juzgador para que participe activamente buscando 
una posible solución, es decir,  para que las partes lleguen a un acuerdo con el fin de terminar 
con el proceso, al respecto el último inciso del Art. 401 del Código de Procedimiento Civil señala 
textualmente que: “La jueza o el juez, por su parte, procurará, con el mayor interés, que los 
litigantes lleguen a avenirse”. 
 
La norma citada, obliga al Juez, para que ponga empeño, interés, su intermediación, la 
explicación del caso, e inclusive los pro y los contra de un litigio. Así, que es obligación del 
juez, el procurar que las partes conversen, propongan acuerdos, fórmulas  que permitan una 
solución al diferendo sometido a su consideración. 
 
He ahí, nuestra insistencia, en el sentido de que es obligación del Juez, el asistir a la diligencia 
de conciliación, y como dice la ley, el “procurar con el mayor interés” que concilien y se termine 
el litigio, por eso la preparación de los jueces y el entender que menos juicios conviene al sistema 
judicial y la sociedad en su conjunto, habida cuenta que se baja la conflictividad, y los 




No se puede dejar que la única expresión del juzgador, sea, están de acuerdo las partes en arreglar 
su diferendo; le responde que no, y ordena al secretario levantar el acta en ese tenor. Lo que 
como dejamos en claro, no es su obligación. 
 
Por esto es que manifestamos, que el interés que debe poner en terminar el litigio en esta fase 
del juicio, es de capital importancia. 
 
Asimismo el número 11 del Art. 130 del Código Orgánico de la Función Judicial estipula que: 
“Salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo contrario, procurar la conciliación de 
las partes, en cualquier estado del proceso; al efecto, pueden de oficio convocarlas a audiencia, 
a las que deberán concurrir las partes personalmente o por medio de procuradora o procurador 
judicial dotado de poder suficiente para transigir. De considerarlo conveniente los tribunales o 
juezas y jueces podrán disponer de oficio que pasen los procesos a una oficina judicial de 
mediación intraprocesal con la misma finalidad. Se exceptúan los casos en que se halla 
prohibida la transacción, y si ésta requiere de requisitos especiales previos necesariamente se 
los cumplirán, antes de que el tribunal, jueza o juez de la causa homologue el acuerdo 
transaccional”. 
 
De las disposiciones transcritas en líneas anteriores se entiende que el juez o la jueza tiene la 
obligación de procurar la conciliación entre las partes contendientes en la diligencia de 
conciliación, es decir, debe buscar las fórmulas de acuerdo en donde los litigantes puedan llegar 
a un acuerdo para dar fin el litigio, esto lo ayuda que la administración de justicia sea más eficaz, 
y estaría frente a los principios señalados en la Constitución de la República. 
 
También el artículo 1012 del Código Adjetivo Civil, señala textualmente que: “En el ejercicio 
de la jurisdicción contenciosa, la jueza o el juez de primera instancia o el de segunda en su 
caso, hallándose la causa en estado de prueba y antes de conceder término para ésta, convocará 
a las partes a una junta de conciliación, señalando día y hora; junta que no podrá postergarse 
ni continuarse por más de una vez. Procurará la jueza o el juez, por todos los medios 
aconsejados prudentemente por la equidad, hacer que los contendientes lleguen a un 
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avenimiento. De haberlo, aprobará la jueza o el juez y terminará el pleito; de otra manera, 
continuará sustanciando la causa”. 
 
En el inciso cuarto del Art. 407 de la norma antes mencionada también concede al Juez o Jueza 
la facultad de promover la conciliación, “Si asisten las dos partes, la jueza o el juez promoverá 
la conciliación entre ellas”.  
 
El Dr. Morán, refiriéndose a la conciliación señala lo siguiente: “La conciliación le permite al 
Juez, que con iniciativa, preocupación por el elevado Ministerio que represente, se interese por 
el debido cumplimiento de esta fase procesal, solucionar los conflictos a esta altura de la 
contienda, demostrando simplemente interés, sapiencia, sagacidad, para lograr que las partes se 
avengan a fórmulas de entendimiento y conciliación”, (Morán Sarmiento, Rubén;  Derecho Procesal 
Práctico, Tomo II. Pág. 198). 
 
La Dra. Correa en su (trabajo de grado), manifiesta que “El papel del conciliador es de 
trascendental importancia en el acto conciliatorio. Debe ser quien motive a las partes para llegar 
a un arreglo, mostrándoles las ventajas de un acuerdo obtenido de manera expedita, y los 
inconvenientes que implica el hecho de mantener el conflicto. Debe procurar el diálogo e 
impulsarlo; encaminar la conversación por donde mejor convenga a la solución de controversia, 
y lograr que afloren puntos relevantes de la relación conflictual. Debe instar a las partes para 
que propongan fórmulas de arreglo, dar su opinión acerca de la juridicidad de las propuestas, 
exponer sus propias sugerencias, y mantener siempre una actitud de imparcialidad y 
ecuanimidad. Finalmente dice debe impulsar el arreglo, dejar a las partes la decisión, y velar 
porque el resultado esté acorde con el ordenamiento jurídico vigente y con los principios 
universales de justicia y equidad”, (Correa Crespo María Lorena; “La Conciliación como Sistema 
Alternativo de Conflictos”, trabajo de grado doctoral, PUCE, 1995. Pág. 84). 
 
En cambio la Dra. Aguirre, manifiesta lo siguiente que: “Es usual que la junta de conciliación 
no cumpla con la función que denota su nombre. Son pocos los jueces que están presentes en su 
práctica (la cual se lleva adelante en la mayoría de casos por pura formalidad, y a veces 
conducida por un auxiliar judicial) y aunque el art. 401 disponen que deben procurar, con el 
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mayor interés, el avenimiento de  los litigantes, muchos jueces civiles ecuatorianos son renuentes 
a actuar como conciliadores, porque temen ser acusados de prevaricato o de anticipar criterio”, 
(Aguirre Guzmán Vanesa; Tutela Jurisdiccional del Crédito en Ecuador, Primera Edición 2012. Pág. 221). 
 
Sobre el prevaricato el artículo 277 de nuestro Código de Procedimiento Penal señala que “Son 
prevaricadores y serán reprimidos con uno a cinco años de prisión”; y señala alguna de las 
causales en caso de que el funcionario judicial que comete alguno de ellos sea sancionado con 
pena señalada. Una vez revisada la norma jurídica antes mencionada, para mi criterio personal 
el juez o jueza que actúa cumpliendo de  acuerdo a lo establecido en el artículo 401 del Código 
de Procedimiento Civil en la junta de conciliación no estaría encuadrando en la figura jurídica 
de prevaricato, porque es una facultad que concede la norma legal, para que el juez o jueza 
procure la conciliación entre las partes dentro de un proceso, es más la diligencia de conciliación 
se realiza en presencia de las dos partes. 
 
Una intervención acertada del juez o jueza dentro de la diligencia de conciliación en ciernes con 
una actitud de imparcialidad que tenga la capacidad de proponer fórmulas conciliatorias, 
fomentando en todo momento del proceso la comunicación entre las partes, valiéndose del 
lenguaje verbal y del manejo racional de la información tratando de llegar a sus verdaderos 
intereses de las partes, no estaría a favor ni en contra de los mismos, sino más bien tendría una 
solución satisfactoria cumpliendo con los principios de justicia y equidad, sobre todo el acuerdo 





DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN EN EL JUICIO ORDINARIO 
 
Es conveniente, que la diligencia de conciliación, cada vez sea perfeccionada y abordada como 
una cuestión principal en toda controversia judicial, en especial en el juicio ordinario, habida 
cuenta, que la nueva corriente procesal es la de bajar el nivel de conflictividad y lograr acuerdos 
puntuales, aprovechando que nuestro Código de Procedimiento Civil, lo contempla a través de 
la Junta de Conciliación. 
 
3.1. Antecedentes que dieron Origen a la Conciliación 
 
La conciliación es tan antigua como el interés de los hombres por resolver pacíficamente sus 
conflictos, pues no hay duda de que viene empleándose desde tiempos inmemoriales. 
 
Desde mi punto de vista, la conciliación nace de la necesidad de buscar una solución en forma 
más adecuada entre las partes involucradas en una controversia en donde existe la voluntad de 
llegar a un acuerdo con el fin de terminar un  proceso, esto se lo hace ante un tercero imparcial 
que puede ser un Juez después de haber iniciado el proceso, o también puede ser otra autoridad 
que las partes confían en que ayudará a resolver sus problemas. En nuestro país, desde antes de 
la llegada de los españoles, en especial las comunidades indígenas tenían su propia forma de 
solucionar sus conflictos en forma pacífica, donde  las partes por mutuo acuerdo decidían llegar 
a un arreglo sobre el problema suscitado buscando la paz y armonía entre todos, esto lo hacía 
ante un cabildo, que es la autoridad máxima, es así que la conciliación es uno de los medios que 
ayuda a solucionar un problema desde luego habiendo la decisión y más aún la voluntad que 
deben tener las partes. 
 
La solución alternativa de conflictos es una corriente que ha despertado gran interés a nivel 
mundial. Sin embargo, debemos señalar que estos medios de enfrentar los problemas que se 
presentan no son nuevos. Podemos apreciar a través de la historia diferentes manifestaciones de 
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estos mecanismos: en la antigüedad las personas que tenían un problema acudían al más fuerte 
del grupo para que resolviera el conflicto en cuestión. Recordemos también la ley del Talión, en 
que se retribuía con un mal proporcional al daño causado, (Disponible en 
http://repositorio.utmachala.edu.ec/jspui/bitstream/123456789/562/1/T-UTMACH-FCS-401.pdf). 
 
Remotos antecedentes muestran que siempre estuvo presente en el espíritu de los hombres 
sacrificar sus posiciones extremas para lograr un acuerdo perdurable que permitiera la 
convivencia sin esfuerzos y en lógica armonía. Precisamente por ello, la conciliación toma 
cuerpo en las sociedades reunidas bajo la autoridad de un patriarca o de un jefe de familia que 
resolvía  en equidistancia, (Disponible en  http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/2/894/3.pdf). Cabe señalar 
que en el Derecho Romano había los llamados jueces de avenencia.  
 
En Roma la conciliación no estuvo regulado por ley, pero las Doce Tablas respetaron la 
avenencia, a que hubiesen llegado las partes y Cicerón aconsejaba la conciliación, fundado en 
el aborrecimiento que debía tenerse a los pleitos, diciendo de ella que era un acto de liberalidad 
digna de elogio y provecho para quien lo realizaba, siendo de notar que los romanos en más de 
una ocasión y momentos de entusiasmo se reunieron, como lo hicieron en memoria de Julio 
César, para deponer sus diferencias y terminar amigablemente sus pleitos. Por otro lado el 
Cristianismo vino a dar a la conciliación un nuevo impulso, en vista del espíritu de caridad y de 
paz que lo anima, en efecto, en el capítulo V, del Evangelio de San Mateo, se dice: “Transige 
con tu adversario mientras estás con él en el camino, no sea que te entregue al Juez…”(Disponible 
en la página web http://wwwisis.ufg.edu.sv/wwwisis/documentos/TE/347.09-C146c/347.09-C146c-
CAPITULO%20I.pdf). 
 
La Ley de Enjuiciamiento Civil española de 1855 establecía la justicia conciliatoria 
extraprocesal en una audiencia anterior a promover la demanda introductoria. Decía el artículo 
201 que “antes de promover un juicio debe intentarse la conciliación ante el juez competente”, 
disposición que conserva el artículo 460 de ley reformada en 1881 exceptuando del acto a los 
juicios verbales, los declarativos que fueran propuestas como incidentes o provinieran de la 
jurisdicción voluntaria, los que tuviesen como parte al Estado y sus proyecciones institucionales, 
los que interesen a menores e incapacitados para la libre disposición de los bienes, los que fueron 
deducidos contra personas desconocidas, o que se domicilien fuera del territorio del juzgado en 
que debe entablarse la demanda, los procesos de responsabilidad civil contra jueces y 
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magistrados y los juicios de árbitros y de amigables componedores, los universales, los 
ejecutivos, de desahucio, interdictos y alimentos provisionales, (Disponible en  la página 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/2/894/3.pdf). 
 
Por último debemos señalar que la conciliación como institución fue regulada en los siglos VII 
y XIX, con carácter permanente. Que de Inglaterra y Alemania llega a la Francia revolucionaria 
de fines del siglo XVIII. Las ideas liberales de los revolucionarios fueron la base para combatirla, 
ardorosamente y con ello, su divulgación propiciaron en la ley de 24 de Agosto de 1970, 
decretada por la Asamblea constituyente de Francia, en donde se establece la facultad de 
conciliar del Juez, (Disponible en la página web http://wwwisis.ufg.edu.sv/wwwisis/documentos/TE/347.09-
C146c/347.09-C146c-CAPITULO%20I.pdf). 
 
3.2. Definición, Criterios Doctrinarios 
 
La conciliación es un acuerdo amigable entre las partes donde buscan solucionar sus 
controversias ante un tercero imparcial que es la jueza o juez, y éste en caso de que las partes 
logren superar sus diferencias, es decir, deciden poner fin al litigio,  inmediatamente debe dictar 
sentencia aceptando el acuerdo al que llegaron las partes, lo cual tiene efecto de cosa juzgada.    
 
Conciliar, “viene del latín conciliare, que significa componer y ajustar los ánimos de los que 
estaban opuestos entre sí o, como expresa la segunda acepción, conformar dos o más 
promociones o doctrinas al parecer contrarias”, (Vera, Nubia Yineth; Soluciones Alternativas a 
Controversias, Ecuador, 2007, pág. 199).De esta definición se entiende que la conciliación es para 
componer y ajustar los ánimos que están opuestos, es decir, es un mecanismo que ayuda a 
resolver una controversia. 
 
Para Juan La Rosa, “Es un mecanismo para resolver conflictos a través de la cooperación entre 
las partes y con la ayuda de un tercero –el conciliador- imparcial”, (Citado por Vera, Nubia 
Yineth).Según el autor citado la conciliación es un mecanismo que sirve para resolver los 
conflictos con la cooperación de las dos partes y con la ayuda de un tercero que es conciliador 
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imparcial, en nuestro caso viene a ser la jueza o juez de la causa que debe cumplir el papel de 
conciliador. 
 
Carlo Carli, define a la conciliación “como el negocio jurídico procesal mediante el cual los 
litigantes, con la presencia del Juez, ponen fin a un proceso, autocomponiendo el litigio y dando 
nuevos fundamentos a su respectiva situación jurídica”, (Donato, Jorge D.; Contestación de la Demanda, 
Editorial Universidad, Buenos Aires, 2001. Pág. 112).En cambio para este autor la conciliación es un 
negocio jurídico procesal, que en mi criterio personal comparto la idea de negocio, por cuanto 
las partes con la presencia del juez se debaten, dialogan en pro y en contra sobre el litigio lo cual 
viene a ser un negocio, esto con el único objetivo de poner fin al litigio en beneficio de cada uno 
de ellos, porque en la conciliación no hay perdedores ni ganadores, los dos salen ganando como 
su propia palabra lo dice que las partes son quienes deciden sobre el litigio, es decir, ellos mismos 
se autocomponen.  
 
Marianella Ledesma Narváez la define como…“un acto intra-proceso donde las partes a través 
de un procedimiento obligatorio y bajo la dirección del Juez, van a intercambiar sus puntos de 
vista sobre sus pretensiones y propuestas de composición, atribuyendo a los acuerdos que logren, 
los efectos de la cosa juzgada y sancionando pecuniariamente a quien resiste a ello”, (Citado por 
Hinostroza Minguez, Alberto; en su obra Las Excepciones en el Proceso Civil, jurista editores, Cuarta Edición, Lima- 
Perú, 2010. pág. 316).De lo transcrito se entiende que la conciliación es un acto intra proceso y 
obligatorio donde las partes bajo la dirección del  Juez intercambian sus puntos de vista sobre 
sus pretensiones y propuestas de composición, es decir, a través de  sus pretensiones y propuestas 
se abre un debate a fin de dialogar y lograr el acuerdo, y que tal acuerdo tiene efecto de cosa 
juzgada, además habla de una sanción pecuniaria en caso de que una de las partes que no desee 
someter a la conciliación, considerada como un proceso especial.  
 
Almeida sostiene que “en la legislación procesal moderna se otorga gran importancia a la 
conciliación como forma especial de conclusión de los procesos, por constituir la modalidad 
pacífica, efectiva y económica de poner término a los conflictos. Y explica el porqué de cada 
una de ellas, pacífica, porque las partes involucradas se sientan satisfechas con su resultado, 
desapareciendo la enemistad y evitándose las rencillas, los disgustos, las incomprensiones y 
traumas que genera todo proceso judicial, la paz queda así auténticamente reconstruida (…) 
Efectiva, porque bien utilizada permite alcanzar el óptimo resultado en la reconstrucción de la 
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paz. Económica,  porque se ha comprendido que en el más breve plazo y sin mayor inversión 
de tiempo y dinero por las partes, el órgano jurisdiccional pone fin al conflicto”, (Ibídem).  
 
El autor citado manifiesta que la conciliación es considerada de gran importancia en las 
legislaciones modernas como una forma especial de resolver los conflictos, por cuanto la 
conciliación constituye en una modalidad pacífica, efectiva y económica, donde las partes bajo 
la participación activa del juzgador ponen fin a un litigio, es decir, de manera pacífica porque 
los resultados alcanzados son satisfactorios para las partes, además evitan rencillas; efectiva 
porque de manera inmediata se restablece la paz; y, económica porque es menos gravoso en 
cuanto al tiempo y dinero; y, otros recursos.   
 
Para el tratadista Junco, la conciliación es “el acto jurídico e instrumento por medio de las cuales 
las partes en conflicto, antes de un proceso o en el transcurso de éste, se someten a un trámite 
conciliatorio para llegar a un convenio de todo aquello susceptible de transacción y que lo 
permita la ley, teniendo como intermediario, objetivo e imparcial, la autoridad del juez, otro 
funcionario o un particular debidamente autorizado para ello, previo conocimiento del caso, debe 
procurar por las fórmulas justas de arreglo expuestas por las partes o en su defecto proponerlas 
o desarrollarlas, a fin de que se llegue a un acuerdo, el que contiene derechos constituidos y 
reconocidos con carácter de cosa juzgada", (Junco Vargas, José R., La Conciliación, Segunda Edición, 
Ediciones Jurídicas Radar, Santafé de Bogotá, 1994, pag.43). 
 
Para mi modo de entender la definición brindada por el tratadista mencionado en párrafo anterior 
es la más completa por lo que explica cuándo y en que situaciones pueden las partes llegar a un 
acuerdo con la ayuda y dirección de un tercero imparcial que en nuestro caso es la jueza o juez 
de la causa, quien debe actuar de acuerdo a las fórmulas de arreglo expuestas por las partes o en 
su defecto dice el autor proponerlas y desarrollarlas con el fin de lograr el acuerdo conciliatorio 
lo cual surte efectos de cosa juzgada, también manifiesta el autor que la conciliación puede ser 
viable antes de iniciar un proceso judicial lo cual evita el litigio.  
 
En el fondo, la conciliación es una negociación asistida, donde las partes buscan dar una solución 
satisfactoria permitiendo, en forma concertada, la intervención de un tercero, que tenga la 
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capacidad de proponer fórmulas conciliatorias, fomentando en todo el momento del proceso la 
comunicación entre las partes, valiéndose del lenguaje, tanto verbal como no verbal, y del 




Son algunos principios procesales que se relacionan con la conciliación y así tenemos los 
siguientes: 
 
Principio de Inmediación.-  Este principio consiste,…, “en el contacto directo de las partes 
entre sí y con el juez y de éste con los litigantes y las personas particulares que cooperan en la 
administración de justicia. El principio presupone la ausencia de intermediarios y requiere la 
presencia personal”, (Citado por Correa Crespo María Lorena; en su trabajo de grado, “La Conciliación como 
Sistema Alternativo de Solución de Conflictos”, PUCE, 1995. Pág. 53). De lo transcrito se entiende que la 
inmediación es uno de los principios fundamentales dentro de la diligencia de conciliación 
porque existe un acercamiento directo de las partes y éstos con el juez, en el que las partes 
exponen sus puntos de vista y así van creando sus soluciones de mutuo acuerdo. Cabe recalcar 
que la jueza o el juez promueven la participación de los contendientes y las partes son las que 
autocomponen la controversia.  
 
Principio Dispositivo.- Sobre este principio Troya Cevallos explica que “Corresponde a las 
partes determinar el alcance y contenido de la disputa judicial, y al órgano jurisdiccional, 
limitarse al planteamiento de aquellas, sin otorgar a ninguna más de lo solicitado. Se considera 
que las partes conservan el dominio de sus derechos materiales y procesales, y, 
consecuentemente, la decisión para ejercitarlos o no en juicio”, (Troya Cevallos, Alfonso; Elementos 
de Derecho Procesal Civil, Ediciones Universidad Católica, Tomo I, Quito, 1978, pág. 165). 
 
El acuerdo resultado del trámite conciliatorio se perfecciona en estricta aplicación de este 
principio…., es de la esencia de la conciliación que el hecho de llegar o no a un acuerdo, y en 
caso de que se lo haga, los términos que conforman dicho pacto, sean de libre iniciativa de las 
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partes, o sea, de rigurosa aplicación del principio dispositivo”, (Correa Crespo María Lorena; “La 
Conciliación como Sistema Alternativo de Solución de Conflictos”, trabajo de grado, PUCE, 1995. Pág. 54). 
 
Se entiende que las partes a través de este principio tienen la libre iniciativa de decidir sobre sus 
conflictos de llegar o no a un acuerdo conciliatorio, que concede la norma legal como uno de los 
medios alternativos de solucionar los conflictos en menor tiempo posible, desde luego de 
conformidad con el ordenamiento jurídico. Al respecto el Art. 19 del Código Orgánico de la 
Función Judicial señala que: “Todo proceso judicial se promueve por iniciativa de parte 
legitimada”. 
 
Principio de Eventualidad y Preclusión.- Sobre este principio la Dra. Correa haciendo un análisis 
de lo señalado por tratadista Cevallos, afirma que “Es más bien con relación a los efectos del 
acuerdo resultado de la conciliación que se aplica el principio de eventualidad y preclusión. 
Como se ha dicho, el acuerdo obtenido en el trámite conciliatorio, y que cumpla con los 
requisitos legales, surte efecto de cosa juzgada y presta mérito ejecutivo. Es decir que el acta del 
trámite conciliatorio, siempre que cumpla con los requisitos establecidos, produce efectos que 
se equiparan a los de la sentencia, esto es, efectos de preclusión total de la causa”, (Ibídem). 
 
De lo transcrito se entiende que el acuerdo conciliatorio celebrado por las partes surte efecto de 
cosa juzgada siempre y cuando no esté en contra del ordenamiento jurídico, o sea el acta de 
acuerdo conciliatorio tiene valor jurídico cuando cumple con lo señalado en la normativa legal, 
y  esto lo valida el juzgador.  
 
Principio de Seguridad.- “Se satisfacen pretensiones públicamente porque, en caso de no 
hacerlo, el insatisfecho tendría en muchas ocasiones a hacerlo por sí, previamente, y como la 
eficacia de esta actuación privada dependería de su fuerza, resultaría de ello una conmoción 
jurídica desordenada que pondría en peligro la paz social”, (Guasap , Jaime;Op. Cit., Tomo I, pág. 24). 
 
Principio de Justicia.- Guasap “sostiene que si las pretensiones se satisfacieran de cualquier 
modo, se obtendría seguridad, pero no justicia. En la conciliación, los términos que forman parte 
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del conflicto, y los puntos que configuren el acuerdo, quedan a estricta disposición de las partes. 
Sin embargo, la libre voluntad de las partes se ve limitada por las normas de marco legal vigente, 
y por los principios generales de justicia y equidad…”, (Citado por Correa Crespo María Lorena, en su 
trabajo de grado, “La Conciliación como Sistema Alternativo de Solución de Conflictos”, PUCE, 1995. Pág.58). 
En la conciliación las partes involucradas son las que tienen la libre disposición de poner fin un 
litigio por medio del acuerdo conciliatorio, pero como señala el autor citado en líneas arriba la 
voluntad de las partes tiene sus límites de acuerdo a la norma legal.   
 
Armonía Procesal.- “El proceso judicial busca evitar resultados contradictorios, sentencias 
contradictorias dictadas para casos similares. Resulta evidente tratándose del proceso 
conciliatorio, no se puede pretender que los resultados que produzca sean iguales, ni siquiera en 
casos que por uno u otro elemento sean similares. Dado que son las mismas partes quienes 
deciden, los términos del acuerdo están basados en aspectos muy subjetivos y circunstanciales. 
Justamente en ello radica una de las ventajas de la conciliación frente al proceso judicial, en que 
resultado del trámite puede ser el más adecuado al caso específico que se discute”, (Correa Crespo, 
María Lorena; “La Conciliación como Sistema Alternativo de Solución de Conflictos”, trabajo de grado, PUCE, 
1995. Pág.58). 
 
De lo transcrito se entiende que el acuerdo alcanzado por las partes es único y diferente a otros 
casos, de tal manera que de acuerdo a este principio no se puede aplicar a otros casos similares 
porque son las partes por mutuo acuerdo que deciden poner fin a sus diferencias en caso 
específico a través de una discusión. 
 
Economía Procesal.- Guasap afirma que “este principio exige la obtención del máximo resultado 
procesal con el mínimo esfuerzo. Con ello se hace referencia a economía de dinero, de tiempo y 
de trabajo. El proceso por lo tanto, desde un estricto punto de vista social, tiene que ser barato, 
rápido y sencillo”, (Ibídem). 
 
El principio de economía procesal, es uno de los principios constitucionales que responde a las 
necesidades de evitar altos costos que implica para los ciudadanos así como al Estado, dentro de 
un proceso judicial para solucionar las controversias, por lo tanto la conciliación es uno de los 
medios que concede la norma constitucional y legal, que como queda señalada en líneas 
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anteriores, sería un trámite barato, rápido y sencillo; así diríamos que evita gastos innecesarios 
que ocasiona el curso normal del proceso, y la angustia de las partes involucradas.  
 
Principio de Bilateralidad.- Coutore señala que “la bilateralidad es el principio de igualdad de 
las partes en el juicio; y el principio de la igualdad de las partes en el juicio no es otra cosa que 
una expresión particular del precepto general de la igualdad de los individuos ante la ley”, 
(Ibídem). 
 
La conciliación se caracteriza por el principio de bilateralidad donde las dos partes involucradas 
en un proceso judicial, asisten a la junta de conciliación y en presencia de un tercero imparcial 
que viene a ser el juez o jueza, se discuten, dialogan sobre los asuntos controvertidos con el fin 
de llegar a un acuerdo y hallar la solución.  
 
De los principios señalados en párrafos que antecede también es necesario señalar otros 
principios que rigen en la conciliación y así tenemos:  
 
Principio de Legalidad.- Este principio se refiere que el acuerdo conciliatorio logrado por las 
partes con el cual ponen fin el litigio, esté de conformidad con el ordenamiento jurídico, es decir, 
el acto celebrado por las partes en la diligencia de conciliación no contravenga al orden público, 
las buenas costumbres y la moral.  
 
Principio de Equidad.- Este principio se refiere a que la jueza o el juez deben garantizar que el 
acuerdo que se obtenga lo acepten ambas partes. Vale decir que el acuerdo con el que los 
contendientes ponen fin sus controversias debe ser justo y equitativo, sea en beneficio de ambos 
conciliantes y para la sociedad.  
 
Principio de Neutralidad.- Este principio está dirigido al juzgador, por lo tanto en ejercicio de 
este principio no debe existir vínculos entre el juzgador y las partes, caso contrario generaría un 
nuevo conflicto, es decir, en virtud de este principio el conciliador debe ser un tercero ajeno a 
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los contendientes, no es parte interesada en el conflicto, por lo tanto tampoco puede imponer a 
las partes. 
 
Principio de Imparcialidad.- Este principio está íntimamente ligado con el principio de 
neutralidad, que quiere decir el juzgador en ningún momento puede estar a favor ni en contra de 
una las partes a través de sus acciones o aptitudes, es decir, en la diligencia de conciliación no 
puede haber favoritismos ni prejuicios. Es uno de los principios que está dirigido al juzgador 
que debe cumplir en forma obligatoria en la diligencia de conciliación, demostrando total 
imparcialidad que se refleje ya sea de hecho o de palabra. Por lo tanto el juzgador en la junta de 
conciliación solamente facilita y estimula para que las partes definan sobre sus conflictos.   
 
Sobre el principio de imparcialidad el Art. 9 del Código Orgánico de la Función Judicial 
establece que “La actuación de las juezas y jueces de la Función Judicial será imparcial, 
respetando la igualdad ante la ley. En todos los procesos a su cargo, las juezas y jueces deberán 
resolver siempre las pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes, sobre la única 
base de la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los instrumentos 
internacionales ratificados por el Estado, la ley y los elementos probatorios aportados por las 
partes”.  
 
Principio de Veracidad y Buena Fe.- Se refiere que la información que brinde las partes debe ser 
relevante y fidedigna, para poder lograr un acuerdo, o sea la información que proporcione las 
partes debe ser real, sobre el origen, causas y consecuencias del conflicto y de los intereses 
reales; vale decir no debe actuar de mala fe proporcionando información falsa en busca de interés 
personal, si esto ocurre no tendría sentido la conciliación, y por último el conciliador que viene 
a ser jueza o juez de acuerdo al principio de veracidad tiene la obligación de explicar sobre las 
ventajas y desventajas del proceso de conciliación a los contendientes. 
 
De buena fe se entiende que las partes involucradas en el proceso conciliatorio tienen la 
obligación de actuar de tal forma y que no sea como instrumento de beneficio personal, es decir, 




El Código Orgánico de la Función Judicial tratándose sobre el principio de buena fe y lealtad 
procesal en su Art. 26 dice: “En los procesos judiciales las juezas y jueces exigirán a las partes 
y a sus abogadas y abogados que observen una conducta de respeto recíproco e intervención 
ética, teniendo el deber de actuar con buena fe y lealtad”.  
 
3.4. Procedimiento de la Diligencia de Conciliación en el Procedimiento 
Ordinario 
 
El Código de Procedimiento Civil, establece en varios artículos la diligencia de conciliación, al 
respecto en el Art. 1012 de la norma antes expresada, señala como disposición general “que la 
jueza o juez de primera instancia o el de segunda en su caso, cuando se halle la causa en estado 
de prueba, y antes de conceder el término para ésta convocará a las partes a una junta de 
conciliación”, y tratándose del juicio ordinario, como cuestión previa a la apertura de la prueba, 
la jueza o el juez tiene la obligación de convocar a la audiencia de conciliación; así en el Art. 
400 de la norma adjetiva civil establece que, “si las excepciones o la cuestión planteada en la 
reconvención versan sobre los hechos que deba justificarse, la jueza o juez señalará día y hora, 
en que las partes deban concurrir con el propósito de procurar una conciliación que dé término 
al litigio”.  
 
Como hemos manifestado en párrafo anterior que la diligencia de conciliación no es solo para 
el caso del juicio ordinario y así sobre el juicio verbal sumario en el Art. 830 del Código de 
Procedimiento Civil, dice: “Inmediatamente después de practicada la citación, la jueza o el juez 
señalará día y hora para la audiencia de conciliación…”; y el Art. 833 del mismo cuerpo legal 
señala que “La audiencia de conciliación empezará por la contestación a la demanda, que 
contendrá las excepciones, dilatorias y perentorias, de que se crea asistido el demandado. 
Trabado así el litigio, la jueza o el juez procurará la conciliación y, de obtenerla, quedará 
concluido el juicio”. 
 
De los artículos transcritos en párrafos que anteceden se entiende que la Ley Procesal Civil 
ecuatoriana da la importancia sobre la diligencia de conciliación que sería uno de los medios 
alternativos, en mi opinión personal más aconsejado de dar fin al litigio, siempre y cuando las 
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partes en presencia de un tercero imparcial que viene hacer la jueza o juez que conoce la causa, 
exista una participación activa y una comunicación directa en donde puedan dialogar en procura 
de una conciliación. 
 
Como conclusión diremos que, tanto los preceptos generales de la Constitución, como estas y 
otras disposiciones de leyes secundarias, manifiestan que el derecho Ecuatoriano, a pesar de su 
general rigidez, deja un campo para el arreglo voluntario de los litigios. 
 
De lo señalado en líneas arriba para la realización de la audiencia de conciliación es menester 
que se brinde de un espacio adecuado, donde las partes se sientan cómodas y donde se haga 
efectiva la comunicación entre ellas y la jueza o juez que debería cumplir el papel de conciliador, 
porque la diligencia de conciliación tantas veces mencionada constituye un espacio para el 
dialogo, por lo manifestado además sería de vital importancia que la diligencia de conciliación 
se desarrolle con la menor cantidad posible de interrupciones, a fin de mantener la hilación y la 
continuidad de lo dicho por los intervinientes. Que el espacio físico y la comunicación directa 
de las partes y éstos con el juzgador serian uno de los elementos para lograr el éxito de un 
acuerdo en forma pacífica.  
 
En el día y hora señalados para que se dé efecto la audiencia de conciliación y una vez que las 
partes estén presentes, el juzgador se identifica con las partes y procede a escuchar a cada una 
de las partes en orden primero interviene el actor quien ratifica los fundamentos de su demanda, 
luego interviene el demandado de la misma forma ratifica sobre los fundamentos de la 
contestación, (pero en el juicio verbal sumario el demandado inicia contestado la demanda), 
hasta aquí no existe ninguna fórmula de acuerdo conciliatorio solo es una simple formalidad el 
acto de la diligencia de conciliación, pero si la jueza o juez como director del proceso se cumple 
con lo señalado en el inciso segundo del Art. 401 del Código de Procedimiento Civil, que 
consiste procurar con mayor interés a que las partes involucradas se concilien, proponiendo 
fórmulas de arreglo y si logran alcanzar el acuerdo pongan fin el litigio por mutuo acuerdo, es 
decir, para aquello el juzgador debe dirigir la diligencia de conciliación en forma objetiva 




En particular tratándose del juicio ordinario que es uno de los trámites considerado como más 
demoroso, el legislador se ha visto preocupado de evitar dichos resultados y por ende desde el 
Art. 400 al 405 del Código Procedimiento Civil señala algunas alternativas que puede ocurrir en 
la diligencia de conciliación y así: 
 
1. Que solo uno de los litigantes comparezca a la diligencia de conciliación. En este caso, 
el compareciente deberá acusar la rebeldía de la otra parte, y pedir que se tome en cuenta 
la ausencia como indicio de mala fe para los efectos de la condena en costas, por la 
imposibilidad de un arreglo.  
 
Cabe señalar que en la práctica muy bien puede sucederse que ninguna de las partes asiste a la 
diligencia de conciliación, sobre seste particular no existe ninguna norma expresa.  
 
2. Concurrencia de ambas partes. En este caso la jueza o el juez debe disponer que cada 
una por su orden, deje constancia en el acta que debe levantarse de las exposiciones que 
tuvieren que hacer; y las concesiones que ofrezcan para llegar a la conciliación; las 
concesiones y la exposición de las partes, no significa, ni aceptación ni reforma de la 
demanda o de la contestación; pero si las partes se pusieren de acuerdo sobre la 
controversia, el acuerdo constara en acta; y la jueza o el juez si considera que es lícito y 
comprende todas las reclamaciones planteadas debe aprobarlo por sentencia, declarando 
terminado el juicio. Se entiende que en el acta de conciliación se mencionará el acuerdo 
al que llegaron, especificando con claridad las obligaciones a cargo de cada parte, y que 
dicha acta debe estar firmada por la jueza o juez, secretario/a y las partes conciliantes.  
 
En esta parte la ley procesal civil dice cuando fuere necesario la sentencia debe inscribirse, lo 
cual puede servir como título, para los efectos legales correspondientes.  
 
3. Si el acuerdo es parcial, es decir, solo comprende alguna o algunas de las cuestiones 
planteadas en la diligencia de conciliación y la misma es lícito la jueza o el juez debe 
aprobar mediante auto y disponer que el juicio continúe respecto de las cuestiones no 
comprendidas en el acuerdo de conciliación a menos que la naturaleza de dichas 
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cuestiones, no puedan ser, en concepto del juez consideradas y resueltas sino 
conjuntamente. De lo transcrito se entiende que el acuerdo parcial debe ser aprobado 
mediante auto, con la salvedad señalada por la ley, y las partes quedan en libertad de 
discutir en juicio solamente las diferencias no conciliadas.  
 
Es tal la importancia que nuestro Sistema Procesal Civil, dota a la Conciliación, que inclusive, 
le permite al juez, que “aunque sea” logre acuerdos parciales y que el litigio continúe respecto 
de las que no se logren acuerdos, pero algo es algo dirían los ciudadanos. 
 
4. La diligencia de conciliación puede diferírsela por una sola vez a petición de cada una 
de las partes, y por un término que no exceda de cinco días. Esta disposición desde mi 
punto de vista muy particular sería simplemente para que las partes dilaten el proceso, 
a menos que sea justificado por alguna calamidad donde las partes no puedan asistir a 
la junta de conciliación. 
 
5. Si las partes no llegan a conciliar, las exposiciones que hagan en la audiencia de 
conciliación se tendrá en cuenta, al tiempo de dictar sentencia, para apreciar la temeridad 
o mala fe del litigante al que pueda imputarse la falta de conciliación. Es decir frente a 
la negativa de conciliar, se da por concluida la diligencia suscribiendo un acta, donde se 
deja constancia de la imposibilidad de llegar a un acuerdo. 
 
Una vez que se produzca el evento señalado en el número anterior se podrá solicitar la apertura 
de la prueba, por el término de diez días, (Art. 405 C.P.C.) y el proceso sigue su curso normal 
donde se termina con la sentencia de la jueza o juez, que es una de las etapas que pone fin al 
juicio.   
 
3.5. Requisitos Formales y de Fondo de la Conciliación 
 
El Código de Procedimiento Civil, en el artículo 402, establece ciertos requisitos, para su 
aceptación, así, que sea legal, es decir que no atente contra derecho alguno o ley en vigencia, el 
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acuerdo necesariamente tendrá que ser lícito, así mismo que se concrete a las reclamaciones 
planteadas. Igual habla de las posibilidades de acuerdos parciales, que deben ser aprobadas por 
el Juez. Como bien lo enseña la doctrina el objeto de la conciliación debe versar sobre derechos 
disponibles, es decir, la libertad de las partes no puede conllevar a disponer derechos 
indisponibles o sea derechos irrenunciables, que está establecido en el ordenamiento jurídico de 
cada sociedad que no puede ser tocado ni alterado. 
 
Como requisito sustantivo de la conciliación, podemos mencionar que el juez aprobará la 
propuesta conciliatoria de las partes siempre que constituya la composición de un litigio que 
trate sobre derechos disponibles. “Si las partes se pusieren de acuerdo, lo harán constar en acta, 
y el juez, de encontrar que el acuerdo es lícito y comprende todas las reclamaciones planteadas, 
lo aprobará por sentencia y declarará terminado el juicio”  es decir, sobre aspectos que nuestra 
legislación considera como viables y lícitos. Dicho de otra forma, será aplicable en tanto y en 
cuanto el acuerdo se adecúe a la naturaleza jurídica del derecho en litigio. 
 
Según  el Dr. Morán, la fase de conciliación tiene requisitos formales y de fondo, (Morán Sarmiento 
Rubén E.; Tomo I, Op., Cit., págs. 237-238). 
 
3.5.1. Los Formales 
 
1. La presencia de las partes directamente interesadas. Dice el autor existe una situación 
irregular que se presta para inutilidad de esta fase, la presencia de los abogados 
defensores, simplemente. De lo señalado por el autor es real lo que pasa en la práctica 
que solo los abogados asisten a la diligencia de conciliación quienes ratifican en los 
fundamentos de la demanda y en la contestación, y “nada más”, lo que permite la 
imposibilidad de buscar un acuerdo porque quien más que la persona directamente 
afectada o sea la víctima de una lesión jurídica para poder conversar y dialogar en busca 
de un acuerdo conciliatorio.    
 
En esta parte debemos recalcar que la actitud de ciertos abogados y de los litigantes, que una vez 
iniciado el proceso se encasillan en una mentalidad de conflicto y discrepancia en la que no cabe, 
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en ningún momento, el término de la controversia por otro medio que no sea el fallo judicial, o 
sea no existe una cultura de poner fin un litigio aprovechando los medios alternativos de solución 
de conflictos señalados por la norma constitucional y legal. 
 
2. La expresión oral de sus posiciones. La conciliación es sinónimo de oralidad; se presta 
este medio para expresar al momento, las motivaciones que animan a las partes que 
intervienen en el proceso. La oralidad es uno de los medios que cada ser humano 
poseemos, lo cual utilizada correctamente nos ayuda a animar a las partes involucradas 
en un conflicto, es decir, una correcta utilización de este medio seria el éxito de poner 
fin un litigio.  
 
3. La presencia personal, directa, dinámica, sabía orientadora del juez para conducir, 
orientar a los contendientes. Se necesita de un juez que sin temores, se enfrente a este 
medio procesal. Muchas de las veces esto no ocurre porque la diligencia de conciliación 
se lo realiza por simple formalidad por lo que el juez no actúa activamente o no está 
presente en dicha diligencia, se encarga a uno de los funcionarios, en consecuencia no 




El tratadista Gozaini, manifiesta “Va de suyo que la presencia personal del juez en la audiencia 
y la homologación del acto convenido, son resortes que validan lo obrado y justifican la 
conciliación en sí misma”, (Gozaini Oswaldo; Formas Alternativas para la Resolución de Conflictos, Buenos 
Aires, Depalma, 1995, pág. 61).   
 
3.5.2 Los de Fondo: 
 




1. Las partes deben agotar los fundamentos de sus posiciones, tanto en los hechos como 
en el derecho. Como ejemplo cita ¿Por qué quiero que me devuelva el vehículo?; ¿Por 
qué quiero que me indemnice? Se entiende que debe tener clara sus posiciones, es decir, 
las partes deben tener clara sus intereses y necesidades el porqué  de sus pretensiones, 
para así las dos partes se sientan satisfechos con el acuerdo conciliatorio a lo que se han 
de alcanzar.  
 
 
2. Si se trata del apoderado o representante, tener la capacidad suficiente para disponer en 
cualquier forma de la cosa materia del juicio. Se entiende que en el poder otorgado debe 
constar expresamente facultad especial para conciliar, de lo contrario no podrá actuar en 
la diligencia de conciliación, si lo hace el acto jurídico procesal sería nulo.  
 
 
3. Hacer réplica y dúplica, acerca de la posición de la contraparte, para agotar las 
diferencias, y aproximar los puntos coincidentes que propicien un entendimiento. Como 
la diligencia de conciliación es sinónimo de oralidad aquí es donde las partes están de 
frente a frente ante presencia de la jueza o juez, en donde pueden resolver sus 
controversias aprovechando el medio alternativo de solución de conflictos como es la 
conciliación. Cabe añadir que las partes tienen derecho a hacer réplica en la diligencia 
de conciliación lo cual es una garantía constitucional como derecho a la defensa.  
 
3.6. Art. 402 del Código de Procedimiento Civil 
 
“Art. 402.- Si las partes se pusieren de acuerdo, lo harán constar en acta, y la jueza o el juez, 
de encontrar que el acuerdo es lícito y comprende todas las reclamaciones planteadas, lo 
aprobará por sentencia y declarará terminado el juicio. La sentencia deberá inscribirse, cuando 
fuere necesario, a fin de que sirva de título, para los efectos legales correspondientes.  
 
“Si el acuerdo comprende sólo alguna o algunas de las cuestiones planteadas y fuere lícito, la 
jueza o el juez lo aprobará por auto y dispondrá que el juicio continúe respecto de las cuestiones 
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no comprendidas en el acuerdo de conciliación, a menos que, dada la naturaleza de dichas 
cuestiones, no puedan ser, en concepto del juez, consideradas y resueltas sino conjuntamente”. 
 
No obstante de que la disposición transcrita es clara y determinante, no se ha aplicado, en la 
mayoría de casos, la disposición legal antes referida, bajo el criterio ambiguo de que un juicio 
tiene que concluir luego de la terminación de todos los pasos, establecidos en la misma ley; pero 
si dejaríamos  a un lado aquella cultura de litigio nos ayudaría bastante en la administración de 
justicia que demanda los principios de economía, celeridad, es decir, estaríamos frente al ahorro 
de energía humana, de tiempo y dinero; así como desgaste emocional de las partes en el 
transcurso de un proceso judicial.  
 
3.7. Aplicabilidad legal del art. 402 del Código de Procedimiento Civil 
 
Para demostrar la casi nada o poca aplicación de lo determinado en el artículo 402 del Código 
de Procedimiento Civil Ecuatoriano, haremos un análisis de la problemática, respecto 
precisamente de la conciliación. 
 
En Ecuador, como en los países de Latinoamérica, existe una similitud, en cuanto a sus normas 
y costumbres y así mismo se puede hablar de una generalidad de conflictos no resueltos, así 
diremos que, problemas comunes o necesidades comunes reclaman por una respuesta idéntica, 
por una intervención jurídica, sea en el plano legislativo, sea en otro plano. Los principios, en 
esencia que intentan informar el rápido deslinde de la resolución de litigios son el principio de 
la oralidad y sus semejantes. La inmediatez del juez en relación con las partes y otros sujetos del 
proceso en particular, como condición sine qua non para la aplicación de esta inmediación, la 
concentración de las causa en pocas audiencias. Es de esta forma que el derecho en general debe 
ser examinado teniendo en cuenta la perspectiva de los usuarios y no apenas la perspectiva de 
los productores de derecho.  
 
La conciliación dentro del aspecto legal no es más que, el trámite a través del cual dos o más 
personas en conflicto buscan solucionar sus diferencias transigibles, para lo cual se valen de la 
61 
 
ayuda de un tercero neutral, imparcial y objetivo, mediante la búsqueda de acuerdos lícitos, 
equitativos y de beneficio mutuo. 
 
Como dijimos en párrafos que antecede la disposición legal citada es clara y determinante que 
ofrece a las partes y por ende al Juzgador, la facultad de terminar el litigio por acuerdo entre las 
partes, actuaciones judiciales que ha afectado el ejercicio del derecho de los ciudadanos y la 
celeridad y efectividad de la justicia ecuatoriana. 
 
Los encargados de aplicar el trámite a una causa, debe guardar concordancia con lo estipulado 
en la ley, que su aplicación debe beneficiar a todos los involucrados en el conflicto y que la 
actuación del juzgador no se reduzca a dictar sentencia y que todo el trámite lo efectúe el 
secretario. Que a raíz de la promulgación de la Constitución de Montecristi, existen garantías 
constitucionales del proceso, que merecen especial atención para no vulnerar los derechos de las 
partes y buscar por todos los medios terminar con la conflictividad y mediante los medios que 
si existen en el proceso civil ecuatoriano, terminar con la cantidad de causas represadas en los 
juzgados. 
 
De  lo manifestado en los párrafos que antecede para que la conciliación tenga valor jurídico, el 
Código de Procedimiento Civil, en el artículo copiado íntegramente, establece ciertos requisitos, 
para su aceptación, así, que sea legal, es decir que no atente contra derecho alguno o ley en 
vigencia, el acuerdo necesariamente tendrá que ser lícito, así mismo que se concrete a las 
reclamaciones planteadas. Es decir, el Juez debe velar por el bien de la sociedad que el acuerdo 
conciliatorio alcanzado este apegada a derecho, que no sea perjudicial para las partes 
contendientes.  
 
3.8.     La Expresión de la Voluntad, en la Diligencia de Conciliación 
 
Para analizar la importancia de la expresión de la voluntad, tan necesaria en la diligencia de 
conciliación, estudiaremos lo que es la declaración de la voluntad, que transmitida al campo 
jurídico tiene una validez real y significativa; así, “La palabra voluntad proviene del latín 
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voluntas-voluntatis (verbo: volo = poder y sufijo tas, tatis = dad,  idad en castellano) y consiste 
en la capacidad de los seres humanos y de otros animales que les mueve a hacer cosas de manera 
intencionada. Es la facultad que permite al ser humano gobernar sus actos, decidir con libertad 
y optar por un tipo de conducta determinado. La voluntad es el poder de elección con ayuda de 
la conciencia”, (Disponible en la página web http://es.wikipedia.org/wiki/Voluntad). La voluntad es 
una facultad que tiene cada ser humano para decidir con libertad sobre una cosa, también se 
podría decir que es un valor fundamental, una capacidad de decisión propia. 
 
Al respecto dice el tratadista Junco, (…) “como en todo acto jurídico, se deben dar los dos 
elementos que conforman la voluntad, a saber: la intención o deseo intrínseco del individuo 
(conciliante) y la manifestación de ese deseo que se expresa con la conducta o actitud que se 
despliegue en el acto. Esos dos elementos unidos, con prevalencia, a nuestro entender, de la 
manifestación, conforman el elemento voluntad para la existencia del acto conciliatorio…”, 
(Junco Vargas José R.; Op. Cit. Cuarta Edición, Bogotá- Colombia, 2002, pág. 103). Además el autor citado 
al explicar sobre las características procesales afirma que “La manifestación de la voluntad debe 
ser convergente y cada una de las partes, debe expresar su voluntad”, (Ibídem). 
 
La Conciliación, es un medio con el que cuentan tanto las partes, como el juzgador para poner 
fin al conflicto, que en la conciliación, se expresa la voluntad de las partes, condicionante básico 
de los seres humanos para lograr acuerdos, es decir el juez debe siempre buscar que dicha 
expresión de voluntad delate la verdadera finalidad del juicio, y que con la celebración del acta 
a que se está obligado, termine la causa. El Juzgador, debe por todos los medios procurar que se 
termine con el proceso, mediante la conciliación, por eso deberá insistir en formulas y que 
pueden irse depurando, todo con la finalidad de lograr un acuerdo. La oportunidad de dar por 
terminado un juicio, es un recurso que contempla el proceso ordinario, si utilizamos otro termino 
para comprender mejor, diríamos que es un remedio que el Código de Procedimiento Civil 
ecuatoriano, otorga a las parte para lograr el acuerdo tan esperado. 
 
La  voluntad de las partes de dar por terminado el litigio es una de las características más 
importantes en la diligencia de conciliación porque la voluntad es querer hacer o no hacer, es 
decir, son las partes quienes por mutuo acuerdo deciden poner fin sus controversias, y la facultad 
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de la jueza o el juez es valorar o sea aprobar el acuerdo de los contendientes, y declarar terminado 
el juicio, desde luego controlando la legalidad de lo actuado por las partes. 
 
Si una de las partes o ambas de mutuo acuerdo dentro de la diligencia de conciliación deciden 
dar por terminado el litigio, es la voluntad que tienen para no continuar con el proceso normal 
sobre la acción iniciada ante el órgano jurisdiccional, de tal manera que la jueza o el juez deben 
actuar activamente orientando a que las partes se reconcilien y que la enemistad entre ellos se 
desaparezca, y como fin último la paz y la armonía se restablezca, tanto para los contendientes 
como para la sociedad.  
 
3.9.  Importancia de la Conciliación 
 
La conciliación es uno de los medios alternativos que concede la norma constitucional y la Ley 
procesal civil lo cual si se aplica de una manera correcta nos ayuda en el diario vivir de la 
administración de justicia, es decir, este medio alternativo tiene mucha importancia por lo que 
ayuda a descongestionar la función judicial, o sea la carga procesal que tiene cada una de las 
judicaturas en el país. Es más este medio alternativo de solución de conflictos está orientado a 
los principios constitucionales que está prescrita en la Constitución de la República aprobada en 
el año 2008 por la mayoría de los ecuatorianos, donde demanda una justicia eficaz y oportuna, 
en la misma norma constitucional señala que la justicia no se sacrificará por la sola omisión de 
formalidades. 
 
Para el tratadista Hinostroza “Es importante la conciliación judicial y extrajudicial porque con 
ellas se pone fin al proceso casi de inmediato o se evita su promoción, según el caso, 
eliminándose así la demora propia de la gestión jurisdiccional. También lo es porque de ellas 
resulta una solución al asunto controvertido acordado por los propios sujetos involucrados, lo 
que implica la satisfacción de éstos, no existiendo partes vencedoras o vencidas. Por último dice 
el autor, es importante la conciliación (judicial y extrajudicial) porque al ser el contenido del 
acuerdo sumamente flexible (siendo su único límite que no trate sobre derechos indisponibles 
“derechos irrenunciables”) y dirigir el Juez o el tercero aquélla, constituye un medio de 
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extinción del proceso o preventivo de éste que se puede llevar a cabo fácilmente sin 
complicaciones de ningún tipo”, (Hinostroza Minguez, Alberto; Op., Cit., pág. 324). 
 
El autor citado en párrafo anterior señala que el contenido de acuerdo conciliatorio logrado por 
las partes es sumamente flexible, pero que hay un límite donde las partes no pueden solucionar 
sus conflictos de mutuo acuerdo, es decir, que en el acuerdo de las partes no trate sobre derechos 
irrenunciables, al respecto nuestro Código Civil en su Art. 11 dice textualmente que: “Podrán 
renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con tal que solo miren al interés individual del 
renunciante y no esté prohibida su renuncia”.  
 
De lo transcrito se entiende, que la ley busca proteger los derechos e intereses de terceros, es 
decir, impide que se produzcan renuncias o concesiones que puedan lesionar. Uno de los motivos 
es que no se puede someter a conciliación sobre materias relacionadas con la moral, las buenas 
costumbres, el orden público, sobre este asunto haciendo una pequeña comparación lo que la ley 
prohíbe expresamente indicando que no se puede transigir sobre derechos irrenunciables, así por 
ejemplo tratándose sobre conflictos colectivos de trabajo, por ser derechos irrenunciables, no 
cabe la conciliación,  así podemos señalar algunos casos en las no cabe la conciliación de acuerdo 
a nuestro ordenamiento jurídico. 
 
La conciliación es una de las formas pacíficas de solucionar los conflictos entre los sujetos 
involucrados, donde la enemistad se desaparece, evita las rencillas, penurias y traumas que 
genera en el transcurso normal del proceso hasta obtener la sentencia judicial, además los 
contendientes se sienten satisfechos por su resultado y lo pueden ejecutar de lo acordado con 
mayor facilidad porque ellos son los que decidieron sobre sus diferencias.   
 
Es una alternativa ventajosa para las partes y para el Estado en términos de tiempo y dinero, es 
decir, es una alternativa más barata, en comparación con los altos costos económicos y como no 
decir de recursos humanos que implica el hecho de sostener un litigio ante la función judicial, la 




Otro aspecto de suma importancia y que destaca tanto la junta como audiencia de conciliación, 
la encontramos en la siguiente apreciación: en la junta de conciliación del juicio ordinario, así 
como en la audiencia de conciliación del juicio verbal sumario, se pone de manifiesto la 
protección y tutela del Estado, a través de un acto procesal especial contemplado en la propia 
ley, para posibilitar que los litigantes libremente puedan superar sus diferencias que los 
confronta judicialmente, recobrándose así la armonía entre los miembros de la sociedad, lo cual 
inclusive beneficia a la economía de las personas.  
 
Por último la conciliación es uno de los medios alternativos más importante de solucionar los 
conflictos dentro de un Estado Constitucional de derecho y justicia, al respecto la jurisprudencia 
dictada por la Corte Constitucional de la República de Colombia en la sentencia C-037/963, 
dice: "Como se ha expuesto a lo largo de esta providencia, el propósito fundamental de la 
administración de justicia es hacer realidad los principios y valores que inspiran al Estado 
Social de Derecho, entre los cuales se encuentran la paz, la tranquilidad, el orden justo y la 
armonía de las relaciones sociales, es decir, la convivencia (Cfr. Preámbulo, Arts. 1o y 2o C.P.).  
 
Con todo, para la Corte es claro que esas metas se hacen realidad no sólo mediante el 
pronunciamiento formal y definitivo de un juez de la República, sino que asimismo es posible 
lograrlo acudiendo a la amigable composición o a la intervención de un tercero que no hace 
parte de la rama judicial”,(…). (Disponible en la página Web 
http://www.camaramedellin.com.co/site/DesktopModules/Bring2mind/DMX/Download.aspx?Command=Core_Do
wnload&EntryId=148&PortalId=0&TabId=515). Lo resaltado me pertenece. 
 
3.10.     Terminación del Juicio por Acuerdo Conciliatorio 
 
Con la conciliación termina el proceso que se ha iniciado, así lo señala el Art. 402 del Código 
de Procedimiento Civil, y el acta resultado del acto conciliatorio debe ser sometida a la 
aprobación judicial. Si el acuerdo se encuentra conforme a derecho, que si se refiere a la totalidad 
del conflicto, la jueza o el juez dictarán sentencia en el que lo aprobará y en la misma declarará 
terminado el juicio. Si el acuerdo no se refiere a la totalidad del conflicto, el juez dará por 
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terminado en los puntos a los que se refiere el acuerdo. De la misma manera la doctrina ha 
determinado a la conciliación como un medio eficaz y modo de terminación de los procesos.   
 
En nuestra legislación, el efecto de terminación no es resultado directamente del acta 
conciliatoria aprobada por la autoridad judicial, sino de la sentencia que expide el juez una vez 
que se ha llegado a un acuerdo y éste ha sido aprobado. La aprobación judicial se exige por 
motivos de seguridad jurídica, es decir, por las razones que ya hemos explicado anteriormente.  
 
Si el acuerdo suscrito por las partes no se refiere a la totalidad del conflicto, el proceso no 
terminará sino con respecto a los puntos acordados, en este caso como hemos dicho las partes 
continuarán con el proceso presentando pruebas y exposiciones en derecho hasta obtener una 
sentencia.  Por otra parte, hay autores que sostienen que si el acuerdo establece obligaciones 
sujetas a plazo o condición, o que sean de tracto sucesivo, el juez no debería declarar concluido 
el proceso, sino únicamente aprobar el avenimiento y dejar el proceso suspenso mientras se 
cumplan las obligaciones.  
 
El Dr. Tipantasig dice que: “La junta de conciliación en juicio ordinario sirve en principio de 
apoyo para la resolución definitiva, no puede alegarse en la misma hechos diferentes a los ya 
propuestos en la demanda, la contestación de la misma o en la reconvención toda vez que el 
objeto principal de esta diligencia está limitada a la búsqueda o procura de una conciliación que 
de término al juicio”, (Tipantasig Jaime Tarquino; Práctica Forense Civil, Ambato, 2006. Pág. 128). Lo 
resaltado me corresponde.   
 
El medio alternativo de solución de conflictos contemplada en nuestra ley procesal civil como 
hemos estudiado cuando hablamos sobre la definición de la conciliación es pacífica,  más 
efectiva y económica, que ayuda a las partes, así como al Estado por cuanto es menos gravoso, 
de tal manera que si se aplica en forma adecuada y no como un simple formalismo, es una de las 
ventajas que faculta la ley para una solución de conflictos en forma ágil y oportuna. Pero para 
esto es muy necesario la ayuda de las partes, de sus defensores y los operadores de justicia a la 
cabeza donde se pueda dar el verdadero nombre de la conciliación dentro del proceso, cambiando 
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la mentalidad de litigio a una forma de solucionar el problema de diferente manera, es decir, 
aprovechando el procedimiento especial tantas veces mencionada. 
 
En síntesis del presente capítulo diremos que la conciliación no es de la actualidad, sino más 
bien es tan antiguo como el origen del hombre, de ahí que es uno de los medios más idóneo de 
solución de conflictos en donde las partes a través del dialogo logran solucionar sus diferencias. 
En nuestro medio sujetándose a las disposiciones legales se puede conciliar sobre derechos 
disponibles y que aquel acuerdo no sea en contra del orden público y buenas costumbres. Los 
principios que rigen sobre la conciliación son algunos que hemos analizado en forma detallada. 
 
Por otro lado tratándose en el procedimiento y en la práctica de acuerdo a las disposiciones 
citadas cuando hablamos sobre el procedimiento de la diligencia de conciliación dentro del juicio 
ordinario podemos clasificar a la conciliación en tres, a saber: 
 
Conciliación total; el acuerdo conciliado comprende la totalidad de las materias en disputa, es 
decir, las partes de mutuo acuerdo ponen fin al litigio, con la ayuda de un tercero que en nuestro 
caso es la jueza o juez de la causa que debe actuar en forma activa, y objetiva para que las partes 
dialoguen de acuerdo a las necesidades e intereses de cada uno de ellos.  
 
Conciliación parcial; se entiende que comprende únicamente algunos aspectos discutibles, y 
sobre no acordado sigue el curso del proceso hasta que dicte sentencia de acuerdo a las pruebas 
presentada por las partes, y los alegatos.  
 
Conciliación fracasada; esto es cuando no se logra acuerdo sobre ninguno de los puntos 
discutidos, puede ser por falta de comunicación entre las partes, y éstos con el juez; o porque 
simplemente las partes no concurren a la junta de conciliación, son algunas razones que puede 
suceder en el diario vivir de la administración de justicia en las judicaturas del país por las que 
no puede tener éxito en  la junta de conciliación.  
 
La ley procesal civil como dijimos en varias disposiciones habla sobre la diligencia de 
conciliación que indistintamente lo llama como junta, audiencia o simplemente reunión, de tal 
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manera que como ejemplo cito que existe conciliación en los juicios: verbal sumario, ordinario, 
de inventario, de partición, etc., (Arts. 830, 1012, 636, 677, 644 CPC). 
 
De todo lo manifestado en líneas arriba se entiende que nuestro ordenamiento jurídico faculta 
tanto al Juez como a las partes para que en lógica armonía solucionen el conflicto, pero para 
aquello no es necesario aumentar jueces, judicaturas o hacer reformas a las normas jurídicas 
simplemente, sino más bien que la conciliación sea tomada en cuenta como uno de los medios 
más importantes en la administración de justicia, es decir, que los operadores de justicia no pase 
por alto tomando a la conciliación como simple formalismo; además es muy importante que los 
profesionales de derecho en libre ejercicio cambien la mentalidad de litigio a un espíritu de 
avenimiento y que no suplanten a las partes en la diligencia de conciliación, o sea es necesario 
la asistencia obligatoria de las partes a la diligencia de conciliación, porque son las partes quienes 
deciden sobre sus diferencias eso si siempre bajo la participación activa y objetiva del juez 
cumpliendo con los principios de imparcialidad y neutralidad porque el juez no es parte de la 
controversia. 
 
He aquí mi sugerencia sería, que el juez se interese en procurar la conciliación aplicando en 
forma correcta las normas prescritas, en especial referente a procedimiento ordinario, es decir, 
el juez se interese por el debido cumplimiento de esta fase procesal, con el único fin de 
solucionar los conflictos de manera pacífica y efectiva demostrando simplemente interés, 
sapiencia para lograr que las partes se avengan a fórmulas de entendimiento y conciliación. Caso 
contrario el procedimiento especial que faculta la norma procesal civil no tendría ningún sentido 
y la acumulación o congestionamiento de procesos sin resolver seguirá aumentando cada día en 
las judicaturas del país, lo cual demanda tiempo y recursos tanto humano y económicos.  
 
Además la norma obliga que el juez es quien debe convocar a la junta de conciliación en tal 
sentido con mayor razón debe procurar a fórmulas de arreglo, en donde las partes por mutuo 
acuerdo superen sus diferencias y que pongan fin al litigio en beneficio de los mismos y para el 
Estado, porque como se ve en la práctica diaria de administración de justicia los juicios 
ordinarios más simples se demoran como tres a cuatro años dependiendo de la demanda de 




Al parecer la ley procesal civil da gran importancia a la diligencia de conciliación como un 
medio eficaz, para dar por terminado el juicio, insistimos esto es lo que deben o debemos 
aprovechar tanto los operadores de justicia, las partes y los profesionales de derecho en libre 
ejercicio, porque en la junta de conciliación es donde las partes y el juez tienen contacto directo, 
es decir, en la diligencia mencionada se cumple algunos principios constitucionales como es el 
de inmediación y la más importante la de oralidad que gracias a tales principios y a través de 
una comunicación y dialogo acertado se logra el éxito de avenencia entre las partes.  
 
En conclusión para concluir con el presente capítulo, desde mi punto de vista muy personal sería 
indispensable pasar del proceso escrito  a la oralidad, instaurar la carrera judicial, capacitar a los 
jueces para una adecuada gestión del despacho judicial así como en técnicas de gerencia judicial, 
entre otros aspectos, además en la actualidad no se requiere profesionales de derecho con 
formación de siglo XIX, para este último se requiere reformas en pensum de estudios en las 





















CASOS DE PROCEDENCIA Y ACEPTACIÓN DE LA 
CONCILIACIÓN 
 
A modo de introducción del presente capítulo, estudiaremos las disposiciones legales que 
sustentan y mandan a procurar la conciliación, cumpliendo los mandatos constitucionales, del 
Código Orgánico de la Función Judicial y más leyes conexas. 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 19 al hablar de principios Dispositivo, 
de Inmediación y Concentración, expresa que: “Todo proceso judicial se promueve por iniciativa 
de parte legitimada. Las juezas y jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las partes 
como objeto del proceso y en mérito de las pruebas pedidas, ordenadas y actuadas de 
conformidad con la ley. Los procesos se sustanciarán con la intervención directa de las juezas y 
jueces que conozcan de la causa. Se propenderá a reunir la actividad procesal en la menor 
cantidad posible de actos, para lograr la concentración que contribuya a la celeridad del 
proceso.” 
 
De acuerdo a la norma citada en párrafo anterior los operadores de justicia deben adoptar sus 
conductas y actuaciones a los pormenores y avatares de las nuevas corrientes, acordes al entorno 
de diligencia, y aplicación de la ley, en función de brindar una justicia, ágil y oportuna. 
 
Como ya hemos señalado en otros capítulos nuestro ordenamiento procesal civil al hablar sobre 
la junta de conciliación dentro del juicio ordinario señala que: “Si las excepciones o la cuestión 
planteada en la reconvención versan sobre hechos que deban justificarse, la jueza o el juez 
señalara día y hora en los que las partes deben concurrir, con el propósito de procurar una 




Tratando sobre las cuestiones de hecho la doctrina ha considerado que “las cuestiones de hecho 
se producen cuando el demandado niega el hecho y el derecho, cuando el demandado niega 
solamente el hecho, pues con ello va implícito el desconocimiento del derecho. No es necesario 
que se nieguen todos los hechos, basta que uno de ellos hayan sido controvertidos, pero siempre 
que se trate hechos fundamentales, es decir, de los que originan, transforman o extinguen un 
derecho, con lo cual quedan excluidos los accesorios o accidentales”.(Disponible en la página web 
www.repositorio.ucsg.edu.e).  
 
En este estado puede presentarse las situaciones, previstas en la ley procesal civil (Arts. 400 al 
403 CPC), siguientes:  
 
 1. En el día y hora señalados, si sólo una de las partes hubiere concurrido, se dejará constancia, 
en acta, de la exposición que presente y se dará por concluida la diligencia.  
 
 La falta de concurrencia de una de las partes constituirá indicio de mala fe, que se tendrá en 
cuenta para la condena en costas al tiempo de dictarse sentencia. 
 
 2. Si concurren ambas partes, la jueza o el juez dispondrá que cada una, por su orden, deje 
constancia en acta que debe levantarse, de las exposiciones que tuviere por conveniente hacer y, 
principalmente, de las concesiones que ofrezca, para llegar a la conciliación. Se entenderá que 
tales concesiones están subordinadas siempre a la condición de ser aceptadas en la conciliación, 
de tal modo que no implicarán, en caso alguno, reforma de las cuestiones de hecho y de derecho 
planteadas en la demanda y en la contestación. La jueza o el juez, por su parte, procurará, con el 
mayor interés, que los litigantes lleguen a avenirse.  
 
 3. Si las partes se pusieren de acuerdo, lo harán constar en acta, y la jueza o el juez, de encontrar 
que el acuerdo es lícito y comprende todas las reclamaciones planteadas, lo aprobará por 
sentencia y declarará terminado el juicio. La sentencia deberá inscribirse, cuando fuere 
necesario, a fin de que sirva de título, para los efectos legales correspondientes. Si el acuerdo 
comprende solo alguna o algunas de las cuestiones planteadas y fuere lícito, la jueza o el juez lo 
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aprobará por auto y dispondrá que el juicio continúe respecto de las cuestiones no comprendidas 
en el acuerdo de conciliación, a menos que, dada la naturaleza de dichas cuestiones, no puedan 
ser, en concepto dela jueza o del juez, consideradas y resueltas sino conjuntamente.  
4. Si las partes no llegaren a conciliar, se dejará constancia, en el acta, de las exposiciones de 
cada una y se dará por concluida la diligencia.  
 
Estas exposiciones se tendrán en cuenta, al tiempo de dictar sentencia, para apreciar la temeridad 
o mala fe del litigante al que pueda imputarse la falta de conciliación.  
 
Por otro lado el Art. 405 del Código de Procedimiento Civil, prescribe que: “De no obtenerse la 
conciliación, sea por el caso del artículo 403, sea por el artículo 400, inciso segundo, la jueza o 
el juez recibirá la causa a prueba por el término de diez días, para que se practiquen las que pidan 
las partes”. Con estos antecedentes, entramos en materia.  
 
De ahí, que en particular es el caso signado con el número 05306-2011-0525, el mismo que por 
su contexto y peculiaridad, pasamos a realizar el correspondiente análisis. 
 
4.1. Estudio de Casos Específicos del Juzgado Sexto de Cantón Salcedo 
 
Para analizar sobre este punto hemos tomado las partes procesales importantes sobre la  demanda 
de la impugnación de paternidad tramitado en el juzgado sexto de lo civil de cantón Salcedo y 
así:  
 
Presenta la demanda de impugnación de la paternidad, la señorita Martha Sofía Tonato 
Toapanta, argumentando que su: “Madre María Aurora Toapanta Callatasig, en su juventud, 
mantuvo relaciones amorosas y sexuales con el señor Antonio Callatasig Toapanta, de cuyas 
relaciones me procrearon, siendo mi nacimiento, el 26 de julio de 1993, como se desprende de 
la partida de nacimiento que adjunto a la presente, en la que aparece que soy hija de padre 
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desconocido. Pero por circunstancias propias de la inexperiencia de la juventud, se separaron; y, 
mi Madre en su desesperación buscó el consuelo del señor Juan Carlos Tonato Chicaiza, a quien 
conoció luego de mi nacimiento, quien enamorado de mi madre, le ofreció reconocerme como 
su hija con sus apellidos, como en realidad lo hizo, mediante acta suscrita ante el Jefe Cantonal 
del Registro Civil del cantón Salcedo, con fecha 2 de abril de 1997, es decir  cuatro años después 
de mi nacimiento.” 
 
Continua la demanda y dice: “Como lo demuestro, es imposible físicamente que el señor Juan 
Carlos Tonato  Chicaiza sea mi Padre biológico. 
 
“Con estos antecedentes, fundamentando en lo que expresamente señala el inciso segundo del 
artículo 251 y más pertinentes del Código Civil, acudo a Usted e impugno la paternidad que se 
le atribuye, en juicio ordinario demando al señor Juan Carlos Toanato Chicaiza, a fin de que en 
sentencia, declare Usted señor Juez, que el demandado no es mi padre, igualmente se ordene la 
rectificación de mi partida de nacimiento, en el sentido que soy hija de la señora María Aurora 
Toapanta Callatasig y como mi padre el señor Antonio Callatasig Toapanta, debiendo notificarse 
al Jefe de Registro Civil del cantón”. Adjunta la partida de nacimiento y la marginación del 
reconocimiento. Para mejor comprensión del caso que nos amerita, diremos que: 
 
La actora, nació el 26 de julio de 1993, argumenta que sus padres biológicos son: María Aurora 
Toapanta Callatasig y Antonio Callatasig Toapanta. 
 
Que en su momento, su padre biológico Antonio Callatasig Toapanta, no lo reconoce como su 
hija. 
 
Su madre María Aurora Toapanta, conoce con posterioridad a su nacimiento, al señor Juan 
Carlos Tonato, este como muestra de su amor, reconoce a la actora como su hija, como consta 





Sabio como es el destino, los verdaderos padres de Martha Sofía, se vuelven a encontrar y 
contraen matrimonio, hacen vida de hogar, e inclusive procrean dos hijos más. 
 
Como lo establece el procedimiento, se cita a la parte demandada, ésta contesta allanándose a la 
demanda, por ser ciertas las pretensiones de la actora. 
 
La parte demandante, al pedir que se fije día y hora para la junta de conciliación, lo hace de 
forma determinante, así: “Por ser el estado de la causa, dígnese señalar día y hora que las partes 
concurran con el propósito de procurar una conciliación que dé término al litigio.”  
 
Como se desprende de la lectura de esta petición, la defensa de la parte actora, ya manifiesta su 
posición firme, en el sentido de que si existe el allanamiento a la demanda, en la junta, se debe 
procurar la conciliación, para terminar con el litigio, habida cuenta que existen elementos para 
ello, además que se debe cumplir con lo determinado en el artículo 402 del Código de 
Procedimiento Civil Ecuatoriano. 
 
4.2. Acuerdo Total de la Controversia  
 
Para una mejor comprensión primero debemos entender en qué consiste el acuerdo y así el 
tratadista Jorge Gil, manifiesta que, “La parte más importante del acta será la relativa al acuerdo 
de conciliación propiamente dicho, en donde deben aparecer de manera clara y precisa todas las 
condiciones acordadas, con indicación de la cuantía, modo, tiempo y lugar de cumplimiento de 
las obligaciones; así como los modos y cargas resultantes de la conciliación. La norma parte del 
supuesto equivocado de que el acuerdo solamente contiene obligaciones y por eso no se refiere 
a los modos, cargas y condiciones. 
 
El acuerdo, se repite, es como la cláusula mayor o la más importante, pero no tiene vida jurídica 
propia e individual, es una simple “cláusula” más el acta de conciliación”. (GIL ECHEVERRY, Jorge 
Hernán, La Conciliación Extrajudicial y la Amigable Composición, Editorial Temis S.A., Bogotá, 2003, pág. 132). 
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De esta manera como dijimos la conciliación judicial es un medio alternativo a la resolución del 
conflicto mediante una sentencia; en este sentido es una forma especial de conclusión del 
proceso judicial. El tercero que dirige esta clase de conciliación es naturalmente el juez de la 
causa, que además de proponer bases de arreglo, homologa o convalida lo acordado por las 
partes, otorgándole eficacia de cosa juzgada, dentro del marco de la legalidad. 
 
Como sabemos la administración de justicia es un servicio público, así lo señala los artículos 15 
y 17  del Código Orgánico de la Función Judicial; y el segundo inciso del art. 17 de la norma 
referida además, en armonía con el Art. 190 de la Constitución de la República señala que: “El 
arbitraje, la mediación y otros medios alternativos de solución de conflictos establecidos por la 
ley, constituyen una forma de este servicio público, al igual que las funciones de justicia que en 
los pueblos indígenas ejercen sus autoridades.  
 
 En los casos de violencia intrafamiliar, por su naturaleza, no se aplicará la mediación y 
arbitraje.” 
 
Por otro lado el Art. 169 de la Carta Magna señala que: “El sistema procesal es un medio para 
la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, 
uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las 
garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades”. 
 
De lo transcrito diremos que la Constitución de la República, garantiza la observancia por parte 
de los juzgadores, la agilidad de los trámites y la atención a los usuarios dejando de lado la 
concepción arcaica de la preferencia a los operadores de justicia en desmedro de los intereses de 
los ciudadanos. 
 
Como lo establece lo mencionado en párrafos que antecede, es factible, el que se procure un 




En el caso que nos ocupa, las partes personalmente y acompañados por sus Abogados 
defensores, concurren a la Junta de Conciliación, añadiendo por nuestra parte, que por la 
participación de la actora, se solicita la aplicación inmediata de lo dispuesto en el Art. 402 del 
Código de Procedimiento Civil tantas veces mencionada, para su mejor análisis, debemos 
conocer el acta en ciernes. 
 
Juzgado Sexto de lo Civil de Salcedo. San Miguel de Salcedo, quince de marzo del 2012, las 
09h00, ante el señor Juez sexto de lo civil de Salcedo e infrascrito secretario que certifica, siendo 
el día y estando dentro de la hora señalados para la práctica de esta diligencia de conciliación, 
comparecen, por una parte la actora, señorita Martha Sofía Tonato, acompañada de su Abogado 
Jorge Freire López; y, por otra parte el demandado señor Juan Carlos Tonato Chicaiza, con su 
Abogado Luis Oswaldo Rubio. Al efecto, el señor Juez declara instalado el acto y concede la 
palabra a la parte actora, quien por intermedio de su Abogado manifiesta: Por cuanto de autos, 
existe el allanamiento a mis pretensiones, es decir, que el demandado señor Juan Carlos Tonato, 
está de acuerdo con mi demanda y por lo tanto, reconoce expresamente, que él no es mi padre 
biológico, y lo ha expresado en forma legal, a través de su expresión libre y voluntaria, constante 
en autos, como hemos manifestado en nuestra demanda, los hechos por si solo declaran 
paladinamente la verdad, el nacimiento de Martha Sofía, se produjo el 26 de julio de 1993, es 
decir antes de que la Madre conozca al demandado, y se prueba con el reconocimiento efectuado 
recién el 2 de abril de 1997, como se prueba con la marginación constante en la partida de 
nacimiento que obra del proceso, además consta de autos la declaración juramentada presentada 
por la Madre de la actora, quien declara que el señor Juan Carlos Tonato no es padre de su hija 
Martha Sofía, y que el verdadero padre, es su actual esposo Antonio Callatasig, por lo que existe 
un acuerdo total entre las partes, habida cuenta que corresponde a la realidad de los hechos y a 
la verdad procesal, además este acuerdo es lícito y comprende todas las reclamaciones 
planteadas, en tal virtud, estamos de acuerdo con lo expresado por la parte demandada, debiendo 
cumplirse con lo determinado en el Art. 402 del Código de Procedimiento Civil, que 
textualmente dice: “Si las partes se pusieren de acuerdo, lo harán constar en acta, y el juez, de 
encontrar que el acuerdo es lícito y comprende todas las reclamaciones planteadas, lo aprobará 
por sentencia y declarará terminado el juicio. La sentencia deberá inscribirse, cuando fuere 
necesario, a fin de que sirva de título, para los efectos legales correspondientes.”. Es facultad del 
Juzgador, procurar la conciliación entre las partes, motivando un acuerdo directo entre las partes, 
todo esto con la finalidad de poner fin al litigio. – De inmediato el señor Juez concede la palabra 
al demandado señor Juan Carlos Tonato, quien por intermedio de su abogado, manifiesta: Que 
efectivamente, ha llegado a un acuerdo con la parte actora, por cuanto de la simple relación de 
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los hechos y fechas, es fácil deducir que físicamente es imposible que Juan Carlos Tonato, sea 
el padre Biológico de la actora Martha Sofía, y que los hechos en realidad, son como se relatan 
en la demanda, por lo tanto su defendido, en realidad, no es padre de la señorita Martha Sofía 
Tonato Toapanta, que en su oportunidad y enamorado de su madre, acepto reconocerla como su 
hija, como consta en la marginación. Pero que en honor a la verdad, no es su padre, por eso el 
allanamiento a la demanda presentada. Se ratifica en que acepta expresamente el acuerdo.- El 
señor Juez ordena que se tenga presente  lo expuesto y que dicho acuerdo, será tomado en cuenta 
oportunamente.- Con lo que se termina la presente diligencia, firmando, para constancia, los 
comparecientes, sus defensores, con el señor Juez y secretario que certifica.- 
 
Del acta trascrito se entiende que las partes en la junta de conciliación han expresado su voluntad 
de terminar con el litigio, es decir, aprovechando esta forma especial de solución de conflictos 
que faculta la norma procesal civil ecuatoriana, aunque de la simple lectura se entiende que el 
Juez no participa activamente demostrando el falta de interés de aplicar el medio más idóneo  de 
solución de conflictos que es la conciliación, lo cual en armonía con los principios 
constitucionales coadyuva a una justicia más barata en tiempo y dinero.  
 
Después de la diligencia de conciliación en la que las dos partes decidieron poner fin al litigio, 
la actora, presenta el siguiente escrito, en la que sustenta que al haber un acuerdo lícito, es 
procedente que se dicte la respectiva sentencia. 
 
TONATO TOAPANTA MARTHA SOFÍA, en el Juicio Ordinario N° 05306-2011-0525, que 
sigo en contra de TONATO CHICAIZA JUAN CARLOS, con todo comedimiento comparezco 
y digo: 
 
1.- DECLARACIÓN JURAMENTADA- Adjunto a la presente la declaración juramentada de 
mi Madre María Aurora Toapanta Callatasig, sobre el hecho demandado. Misma que se agregará 





2.- PARTES DE ACUERDO: 
 
Tanto la junta de conciliación en el juicio ordinario como la audiencia de conciliación en el 
juicio verbal sumario tienen por objeto poner término a los litigios, salvo las excepciones legales, 
mediante el acuerdo directo de las partes, producido en virtud de las proposiciones de bases, a 
las que lleguen a avenirse, (artículos 401, 402 y 833 del Código de Procedimiento civil.) 
 
En la junta de conciliación en el juicio ordinario, el Juez tiene la potestad adicional para insinuar 
y procurar, por todos los medios aconsejados prudentemente por la equidad, a que los 
contendientes lleguen a un arreglo satisfactorio para ambas. (Artículo 1012 CPC). 
 
En la junta de conciliación del juicio ordinario, se pone de manifiesto la protección y tutela del 
Estado, a través de un acto procesal especial contemplado en la propia Ley, para posibilitar que 
los litigantes libremente puedan superar las diferencias que los confronta judicialmente, 
recobrándose así la armonía entre los miembros de la sociedad, lo cual inclusive beneficia a la 
economía de las personas. (Constitución de la República, Código Civil y Código de 
Procedimiento Civil). 
 
El artículo 402 del Código de Procedimiento Civil, establece: " .Si las partes se pusieren de 
acuerdo,  lo harán constar en acta, y la jueza o juez, de encontrar que el acuerdo es lícito y 
comprende todas las reclamaciones planteadas, lo aprobará por sentencia y declarará terminado 
el juicio......." 
 
En tal virtud, por haber ocurrido lo determinado en la norma citada, en la respectiva Junta de 
Conciliación, se dignará pronunciar sentencia acogiendo todas las pretensiones constantes en mi 
demanda. 
 
Siendo el único caso en ciernes donde el Juez, se ha visto obligado a dictar sentencia aprobando 
el acuerdo al que llegaron las partes; se ha tomado contacto con el Abogado de la parte actora 
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del caso antes expresado, quien manifiesta lo siguiente: “que en la práctica diaria, es difícil 
encontrar apertura de los jueces, respecto de la aplicación de las normas procesales, y que 
respecto de las juntas y audiencias de conciliación, no pasan de ser un mero trámite, es decir no 
se llega a un acuerdo nunca, es más, no se le da la importancia que se merece estas diligencias. 
 
Que ventajosamente, el nuevo paradigma de entender la justicia, como un servicio a la 
comunidad, es lo que en algo está cambiando, y que en el caso referido, ventajosamente, el 
Juzgado sexto de Salcedo, con el Dr. Alcocer a la cabeza, acepta el planteamiento de las partes 
y la objetividad que debe rodear a todo caso, lo que genera más confianza en la ciudadanía, y 
que precisamente el juicio de impugnación de la paternidad, creo es el único en que se logró un 
acuerdo y se pudo dar por terminado al litigio.”(Entrevistado el día 08 de Octubre del 2013). 
 
También manifestó, que si las partes llegabana un acuerdo en la junta de conciliación, que no 
servía de nada, toda vez que se debía seguir con toda la tramitación, y luego de finalizado el 
mismo, recién el juez, en base a las pruebas presentadas de cada una de las partes y sin tomar en 
cuenta los acuerdos logrados, se dictaba sentencia. Luego de haber transcurrido un largo tiempo. 
 
Dice el entrevistado, que se debe capacitar a los jueces y sobretodo comprender que el papel del 
juzgador, no es solo de dictar sentencia, sino el de un servidor de la comunidad. 
 
Para acotar con lo manifestado anteriormente me permito citar las palabras del señor Juez Cuarto 
de lo Civil de cantón Saquisilí, que al consultar sobre la diligencia de conciliación dentro del 
juicio ordinario supo manifestar que, “una cosa es lo que está escrito en la ley, y otra cosa es lo 
que sucede en la práctica que muchos jueces solamente se presenta ante las partes en la junta de 
conciliación, y pregunta si hay la posibilidad de un arreglo o sea como que fuera un simple 
formalismo y deja encargando al secretario para que redacte la intervención de los Abogados de 
cada una de las partes, esto mucha de las veces sucede por excusa de tiempo que tiene que hacer 




Agrega diciendo que en la práctica no se da la importancia a la junta de conciliación, que a su 
parecer es uno de los medios más importantes, dice con mayor razón tratándose del juicio 
ordinario que es más complejo. Además haciendo una comparación manifestó que en los países 
Anglosajones las partes involucradas buscan solucionar sus conflictos de manera pacífica, lo 
cual se ha dado resultados que beneficia  a las partes así como para el Estado. 
 
Por otro lado algunos profesionales de derecho en libre ejercicio y usuarios han manifestado que 
cuán importante es la junta de conciliación dentro del juicio ordinario, que a través  de ella se 
ahorra el tiempo y dinero, además el degaste emocional de las partes involucradas que tienen 
que soportar durante el curso de litigio hasta cuando se dicte la sentencia. No es otra cosa que 
está acorde con los principios constitucionales de celeridad y economía procesal; así como el 
derecho a una justicia oportuna y ágil como lo garantiza la norma constitucional.   
 
Y acogiendo las palabras del señor Juez del juzgado cuarto de lo civil de cantón Saquisilí, como 
dicen “el papel aguanta todo” es bonito lo que está escrito en la ley; pero en la práctica no se 
cumple cada juzgado tiene su propia ley y qué decir de las conveniencias en cuanto a la 
aplicación de lo que está escrito en la norma jurídica, todo esto es lo que genera la demora de 
los juicios en las judicaturas del país, lo cual es un gasto de tiempo y dinero para las partes, y 
como no para el Estado.  
 
Si se aplica correctamente el procedimiento estipulado en la norma procesal civil para la junta 
de conciliación en especial dentro del juicio ordinario que es nuestro caso que nos ocupa cuanto 
ahorraría el Estado, y no solamente eso sino también el restablecimiento de la paz social. Pero 
si no hay una participación activa por parte del juzgador en procura de conciliación, menos aún 
se puede hablar de que el Juez dictará sentencia inmediatamente aprobando el acuerdo alcanzado 
por las partes cuando fuere lícito, para poner fin al litigio.  
 
Como hemos señalado en párrafos anteriores la nueva visión de la Constitución de la República 
y las demás leyes secundarias es tener una justicia oportuna y ágil, desde luego cumpliendo con 
los principios establecidos en la misma, para dar cumplimiento de todo aquello es necesario que 
los jueces actúen activamente en todo los procesos, porque ellos son los encargados de dar 
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cumplimiento del mandato constitucional y legal, habida cuenta que esto hará que la eficacia, la 
celeridad y el servicio a los usuarios del sistema judicial sea una realidad, concomitante con las 
exigencias del nuevo sistema contemplado en la Carta Magna. Además tratándose del problema 
planteado en nuestra investigación deben aprovechar los procedimientos especiales como es la 
conciliación, dejando a un lado la cultura de litigio y buscando un espíritu de avenimiento, en 
donde las propias partes involucradas en un conflicto busquen una solución acorde a las 
necesidades e intereses de cada uno de ellos, reitero esto bajo la dirección y participación activa 
del juzgador.  
 
Para que se haga realidad lo manifestado en el párrafo que antecede es necesario la asistencia 
obligatoria de las partes a la junta de conciliación, porque son ellos los que pueden decidir sobre 
sus diferencias a través de su voluntad, y como ya hemos dicho la participación activa de los 
juzgadores dentro de la diligencia tantas veces mencionada. Además se requiere una formación 
de profesionales en derecho, no solamente de litigio, sino con otro tipo de formación en donde 
puedan tener otra cultura de solucionar los conflictos de manera pacífica en beneficio de la 
sociedad en general.  
 
4.3. Acuerdo Parcial de la Controversia 
 
De acuerdo a la norma tantas veces mencionada que señala, “si el acuerdo comprende sólo 
alguna o algunas de las cuestiones planteadas y fuere lícito, la jueza o el juez lo aprobará por 
auto y dispondrá que el juicio continúe respecto de las cuestiones no comprendidas en el acuerdo 
de conciliación, a menos que, dada la naturaleza de dichas cuestiones, no puedan ser, en concepto 
de la jueza o del juez, consideradas y resueltas sino conjuntamente”. 
 
Igual. No se aplica en lo absoluto a nivel nacional, obviamente que habrá valiosas excepciones, 
pero la regla, es como lo sostenemos, no se otorga la importancia debida a la conciliación. 
 
De acuerdo a nuestra investigación en especial en el juzgado en ciernes, no existe una sola causa, 
en la que se haya procurado por parte del Juez aunque sea un acuerdo parcial, es decir, en lo que 
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se haya acordado parte de las diferencias y continuar con el curso del proceso tramitando 
respecto de los asuntos en que no se ha podido llegar a un avenimiento.   
 
Eso en la práctica, sucede, porque el Juez, no está presente (Hasta antes de la intervención del 
Consejo Nacional de la Judicatura en transición) en las juntas de conciliación, quien la absolvía 
era el secretario, reduciéndose exclusivamente a redactar las largas y fatuas intervenciones de 
los defensores, que en su afán de impresionar a sus defendidos, hablan y hablan hasta el 
cansancio. 
 
Y si se produce la intervención del Juez, únicamente se limita a preguntar, si hay alguna 
posibilidad de arreglo, las partes contestan que no, así la verdadera junta de conciliación no 
existe, por lo tanto se entiende que no existe una participación activa del juez, que como la 
doctrina la considera que el juzgador debe cumplir el papel de conciliador.  
 
Por otro lado debemos mencionar que en el juicio ordinario No.- 05306-2008-0367, sobre 
demarcación de linderos entre las comunas de San Francisco de Collanas y Quilajaló 
perteneciente a la parroquia San Miguel de cantón Salcedo, tramitado en el Juzgado Sexto de lo 
Civil de cantón Salcedo, ni siquiera se convocó a la junta de conciliación, así lo manifiesta la 
parte demandada en el presente caso, cuando presenta el escrito de prueba ante la Corte 
Provincial de Cotopaxi, que dice…3.- “Que se declare la nulidad de todo lo actuado toda vez 
que no se ha seguido el procedimiento previsto en el Estatuto Jurídico de las Comunidades 
Campesinas, que ha sido reformado y sustituido por el Código Orgánico de la Función Judicial 
en cuanto a su procedimiento; tal es así que en el Art. 12 del Estatuto Jurídico de las 
Comunidades Campesinas, que se sustituye dice:  
 
“Causa a prueba.- vencido el término de diez días y si hubieren hechos que deban justificarse, 
la Jueza o Juez recibirá la causa a prueba así mismo por el término improrrogable de diez días, 




En los cinco primeros días de la prueba la Jueza o el Juez convocará a las partes a una junta de 
conciliación, y si llegaren a un acuerdo, dejará constancia en el acta respectiva” 
 
Dice esto es lo que no ha cumplido por parte del Juez, no hay convocatoria a la junta de 
conciliación dentro de los cinco primeros días del término probatorio;  es decir que jamás se dio 
el procedimiento especial sujetándose a trámite ordinario de los juicios, lo que causa su nulidad 
absoluta de conformidad con lo que dispone el Art. 1014 del Código de Procedimiento Civil, 
nulidad que podrá declararse de oficio o a petición de parte; en este caso solicito de manera 
expresa se declare la nulidad de todo lo actuado en razón de que hay violación desde la 
calificación de la demanda pues no se cumplen los términos especiales previstos por la ley”.  
 
Y en la sentencia dictada del caso en mención por el Juez de primera instancia no hace referencia 
a la diligencia de conciliación en sus Considerandos, por lo tanto se entiende ni sujetándose al 
juicio ordinario no se dio cumplimiento con la convocatoria a la junta de conciliación de acuerdo 
al Art. 400 del Código de Procedimiento Civil; sin embargo en la última parte de la exposición 
de los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda, así como de la contestación a la 
misma, en la sentencia antes mencionada, dice textualmente; “De conformidad con lo dispuesto 
en el Art. 405 del Código de Procedimiento Civil, se recibió la causa a prueba por el término 
legal correspondiente”. De la simple lectura se entiende que a pesar de que el caso de 
demarcación de linderos entre las comunidades en disputa está sujeta a un juicio ordinario, en 
ningún momento el Juez se convocó a las partes a la junta de conciliación como nos obliga la 
ley procesal civil, que es una de las facultades que tiene el juzgador para cumplir en beneficio 
de la ciudadanía y para el propio Estado.  
 
Como hemos señalado en párrafos que anteceden en el juzgado en investigación no se ha logrado 
aunque sea el acuerdo parcial, por tal motivo a manera de ejemplo transcribimos el acta de 
acuerdo parcial citado por el Dr. Emilio Célleri en su Obra Teoría y Práctica del Juicio Ordinario, 
(obra citada, pág. 191): 
 
En Quito el día de…ante el señor Doctor, Juez de lo Civil de, y Secretario que certifica, 
comparecen los señores…como actor y demandado respectivamente, acompañados de sus 
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abogados defensores los doctores…, con el objeto de llevar a cabo la diligencia de conciliación 
ordenada en providencia anterior. En efecto siendo estos el día y hora señalados para que tenga 
lugar esta diligencia de conciliación. Se concede la palabra al actor, quien por medio de su 
abogado defensor dice: como el demandado señor, hemos llegado al siguiente acuerdo: como en 
la demanda se pide se condene al demandado al pago de intereses, se conviene en que no reclame 
el actor el monto de los intereses, pero queda en pie la reclamación del capital, de modo que 
sobre estas cuestiones deberá seguirse el juicio hasta que el señor Juez resuelva lo que fuere 
legal. Po su parte el demandado señor…, por medio de su abogado manifiesta que acepta el 
acuerdo; y pide que sobre esto se pronuncie el señor Juez y disponga que el juicio continúe 
respecto de las demás reclamaciones planteadas, no comprendidas en el acuerdo parcial. El señor 
Juez por su parte, da por terminada la diligencia disponiendo que oportunamente se pronunciará 
sobre lo acordado por las partes. Con lo cual se da por terminado la presente diligencia, firmando 
para constancia los comparecientes conjuntamente con el juez.   
 
 
4.4. Elaboración del  Acta de Acuerdo de las Partes 
 
El proceso civil ecuatoriano, establece que la forma en que debe levantarse el acta que contenga 
las exposiciones que creyeren conveniente  hacer, de manera preferencial lo relacionado con el 
acuerdo a que puedan llegar. 
 
Cabe indicar también, que esta norma (Art.401 CPC) obliga al Juez, que ponga el mayor interés, 
a fin de que con su valiosa intervención, pueda influir positivamente a fin de que las partes 
puedan avenir en un acuerdo. 
 
Art. 401.- “Si concurrieren ambas partes, el juez dispondrá que cada una, por su orden, deje 
constancia, en el acta que debe levantarse, de las exposiciones que tuviere por conveniente hacer 
y, principalmente, de las concesiones que ofrezca, para llegar a la conciliación. Se entenderá que 
tales concesiones están subordinadas siempre a la condición de ser aceptadas en la conciliación, 
de tal modo que no implicarán, en caso alguno, reforma de las cuestiones de hecho y de derecho 
planteadas en la demanda y en la contestación.  
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La jueza o el juez, por su parte, procurará, con el mayor interés, que los litigantes lleguen a 
avenirse”. 
 
A continuación transcribiremos el típico formato de un acta en una junta de conciliación, de las 
que se elaboran como un trámite que “hay que pasar” para así el juicio pueda continuar, pero 
que en la práctica como lo hemos venido sosteniendo, tiene una capital importancia, pero que se 
le ha soslayado sin motivo alguno. En la ciudad de Salcedo, el día de hoy jueves doce de mayo 
del dos mil once, a las ocho horas treinta y nueve minutos, ante el Juez Sexto de lo Civil de 
Salcedo. Dr. Víctor Hugo Alcocer Estrella, y suscrito Secretario, comparecen: la señora Gloria 
Alexandra Acaro Acaro, con cédula de ciudadanía No. 0500817583 y certificado de presentación 
del CNE, acompañada de su abogado el señor Pablo Andrés Freire, con matrícula profesional 
No 05-2010- 4 del Foro de Abogado del Consejo de la Judicatura; y, el doctor Jorge Álvarez con 
matrícula profesional No. 356 del Colegio de Abogados de Cotopaxi, ofreciendo poder o 
ratificación a nombre del señor Carlos Alberto Ponce López; con el objeto de llevar a cabo la 
diligencia de junta de conciliación. Al efecto, siendo estos el día y la hora señalados, a fin de 
que tenga lugar esta diligencia, el Sr. Juez la declara iniciada y concede la palabra a la parte 
actora, quien por intermedio de su abogado defensor manifiesta: “En representación de mi 
defendida de la Señora Gloria Acaro, intervengo en la presente diligencia, para expresamente 
ratificarme en los fundamentos de hecho y de derecho constantes en mi demanda inicial,.- La 
parte demandada, dice que niega simple y llanamente los argumentos de hecho y de derecho 
propuestos por la actora, por ser ajenos a la verdad..-  Concluye la presente diligencia, que la 
firman los comparecientes, con el señor Juez e infrascrito Secretario que certifica.- 
 
Como vemos, el tenor de las actas, más o menos es el mismo, con la variación de la redacción y 
la cantidad de hojas que tiene que escribir el secretario, al entender mal a las partes y sus 
abogados, que este momento procesal, es para buscar una conciliación y no realizar extensas 
argumentaciones que después no se pueden probar. Además en el ejemplo transcrito se verifica 
que solamente los defensores concurren a la diligencia de conciliación quienes dicen ratificar en 
los fundamentos de hecho y de derecho constantes en la demanda inicial; y la parte demandada 
dice negar simple y llanamente la demanda propuesta en su contra, es decir, no hay participación 
directa de las partes involucradas, en consecuencia no hay ningún acuerdo, tampoco el juez 




4.5. Particularidad de la Sentencia Dictada en Caso de Acuerdo Voluntario 
 
Hay que recordar la particularidad del juicio ordinario, por lo que para analizar la presente 
sentencia, es necesario resumir lo siguiente:  
 
Una de las características del juicio ordinario como hemos señalado es de conocimiento, 
declarativo. Doctrinariamente es considerado más demoroso.  
 
Es un procedimiento común, es decir, todos los procesos no establecidos de manera expresa en 
la norma legal, se sujetan al juicio ordinario.  
 
Es necesario conocer la sentencia, dictada por el Señor Juez Sexto de lo Civil de cantón Salcedo, 
respecto del caso en análisis. 
 
VISTOS: Martha Sofía Tonato Toapanta, comparece con la siguiente demanda y dice: Que su 
Madre María Aurora Toapanta Callatasig, en su juventud, mantuvo relaciones amorosas y 
sexuales con el señor Antonio Callatasig Toapanta, de cuyas relaciones me procrearon, siendo 
mi nacimiento, el 26 de julio de 1993, como se desprende de la partida de nacimiento que adjunto 
a la presente, en la que aparece que soy hija de padre desconocido. Pero por circunstancias 
propias de la inexperiencia de la juventud, se separaron; y, mi Madre en su desesperación busco 
el consuelo del señor Juan Carlos Tonato Chicaiza, a quien conoció luego de mi nacimiento, 
quien enamorado de mi madre, le ofreció reconocerme como su hija con sus apellidos, como en 
realidad lo hizo, mediante acta suscrita anta el Jefe Cantonal del Registro Civil del cantón 
Salcedo, con fecha 2 de abril de 1997, es decir un año después de mi nacimiento. Como lo 
demuestro, es imposible físicamente que el señor Juan Carlos Tonato Chicaiza sea mi Padre 
biológico. Con estos antecedentes, fundamentada en lo que expresamente señala el inciso 
segundo del artículo 251 y más pertinentes del Código Civil, acudo a Usted e impugnando la 
paternidad que se le atribuye, en juicio ordinario demando al señor Juan Carlos Tonato Chicaiza, 
a fin de que en sentencia, declare Usted señor Juez, que el demandado no es mi padre, igualmente 
se ordene la rectificación de mi partida de nacimiento, en el sentido que soy hija de la señora. 
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María Aurora Toapanta Callatasig y como mi padre el señor Antonio Callatasig Toapanta, 
debiendo notificarse al Jefe de Registro Civil del cantón, Adjunta la partida de nacimiento y la 
marginación del reconocimiento.- Calificada y admitida la demanda al trámite se corrió traslado 
al demandado, para que dentro del término de quince días deduzca las excepciones de que se 
creyere asistido, y quien, citado que fue comparece a juicio y dentro del término concedido, 
expresamente, se allana a la demanda. Convocadas las partes a conciliación, esta se lleva a cabo 
con la asistencia de las partes y sus defensores, diligencia en que las partes llegaron a un acuerdo 
por el cual, las partes aceptan el libelo de la demanda. Por cuanto físicamente es imposible que 
el demandado Juan Carlos Tonato, sea el padre biológico de la actora Martha Sofía Tonato 
Toapanta, acuerdo que es manifestado por las dos partes y aceptan expresamente el mismo.- 
Dice estamos en un País donde la Constitución garantiza los derechos a todos los seres humanos 
que habitan en el territorio nacional, y por ser un asunto muy delicado que versa sobre filiación 
se tiene que manejar con mucho cuidado, realmente las resoluciones a más de ser legales deben 
ser justas, y sobre todo por cuanto: Cada ser humano tiene el derecho de conocer y saber cuál es 
su filiación verdadera.- En tal virtud, en base del Art. 402 en concordancia con el Art. 1012 del 
Código de Procedimiento Civil.- El Juzgado: “ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA 
CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA REPUBLICA, se acepta la demanda y se declara 
judicialmente que el Señor: Juan Carlos Tonato Chicaiza no es el Padre Biológico de la Señorita: 
Martha Sofía Tonato Toapanta…” 
 
Como hemos señalado, la resolución antes transcrita es el único caso en que el Juez ha cumplido 
con la norma establecida en el Art. 402 del Código de Procedimiento Civil, es decir, aceptar el 
acuerdo de las partes y dictar sentencia en menor tiempo posible declarando que el juicio se ha 
terminado, como dice la doctrina aquella sentencia tiene efecto de cosa juzgada. Digo en menor 
tiempo posible porque después del acuerdo alcanzado en la junta de conciliación, el Juez 
inmediatamente debía dictar sentencia aprobando el acuerdo, es decir, cumpliendo con la norma 
procesal antes expresada, pero en la práctica no sucedió aquello, el juez dictó sentencia después 
de que la parte actora solicitó a través de un escrito que se dicte la sentencia, tampoco cumplió 
de manera inmediata, sino que aproximadamente después de un mes de haber presentado el 




Desde mi punto de vista muy personal, solo en caso de materia Laboral se cumple con la norma 
que señala cuando hay un acuerdo entre las partes, el juez inmediatamente debe dictar sentencia 
declarando que el juicio se ha terminado; esto lo conocí muy de cerca en las nuevas Unidades 
Judiciales de lo Laboral de Pichincha, pero me acuerdo en una conversación entre compañeros 
decíamos tal vez el juez estaba cumpliendo con lo señalado en la norma de manera imperativa 
por cuanto es nuevo y no hay muchas causas que resolver, sea cual fuere el asunto es en el único 
caso donde las juezas o jueces que están a cargo de administra justicia de alguna manera están 
cumpliendo con los principios constitucionales que demanda la Constitución de la República, 
enfocado a una justicia ágil y oportuna.  
 
Otro de los casos sería sobre el asunto de la Niñez y Adolescencia donde el Juez en la audiencia 
única aprueba el acuerdo de las partes en donde  de manera libre y voluntaria fijan una pensión 
mensual siempre que no afecte al interés superior del menor, y esto, se resuelve a través de una 
resolución aceptando el acuerdo por cuanto en materia de alimentos no hay sentencia, es decir, 
la resolución no tiene efecto de cosa juzgada en materia antes referida, por lo que las partes en 
cualquier momento puede presentar incidente de aumento o rebaja ante el mismo juez que 
resolvió.  
Para concluir con el presente capítulo diremos que está claro, que el Juez está investido para 
hacer cumplir la ley, pero también está facultado para convocar a las partes a consensuar 
aprovechando la llamada diligencia de conciliación que concede la norma legal, es decir, buscar 
la salida al problema donde las partes flexibilicen con el fin de dar solución a sus diferencias, 






INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
En el presente trabajo de investigación he considerado pertinente realizar una investigación de 
campo, mediante encuestas en la jurisdicción del Cantón Salcedo, provincia de Cotopaxi, que 
será aplicado a los profesionales del derecho en libre ejercicio; y a los usuarios del sistema 
judicial; en número total de 25 personas, con el siguiente objetivo:  
 
1. Determinar si existe una correcta aplicación de la norma referente a la diligencia de 
conciliación dentro del juicio ordinario. 
 
2. Promover la importancia de la diligencia de conciliación dentro del juicio ordinario. 
 
Análisis e Interpretación de Resultados 
 
Como resultado de aplicar los métodos, técnicas e instrumentos de investigación, se ha 
recopilado datos necesarios, y se procedió a la tabulación de los mismos, a analizarlos o 
sintetizarlos, para su posterior representación gráfica en cuadros estadísticos, definiendo 
tendencias o relaciones importantes acorde con los objetivos.  
 
Los resultados obtenidos, será la base para establecer las conclusiones y recomendaciones; y 






1. ¿Cree Usted que es importante la conciliación dentro de un proceso judicial? 
ALTERNATIVAS  FRECUENCIA PORCENTAJE  
SI  24 96% 
NO  1 4% 
TOTAL  25 100% 
 
Gráfico No.- 1 
 




De los 25 encuestados, 24 afirman que la conciliación es importante dentro de un proceso 
judicial; y, uno contestó que no. 
 
Interpretación  
Del análisis de los resultados, se puede decir, que el 96% de encuestados consideran a la 
conciliación como importante por cuanto existe una celeridad procesal, y el 4% manifiesta que 
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2. ¿Diga, si a la diligencia de conciliación, acudió personalmente el señor Juez? 
 
ALTERNATIVAS  FRECUENCIA  PORCENTAJE  
SI  8 32% 
NO  17 68% 
TOTAL 25 100% 
 
Gráfico No.- 2 
 
Elaborado por: Investigador  
 
Análisis  
En la segunda pregunta, sobre si a la diligencia de conciliación, acudió personalmente el 
señor Juez 17 encuestados respondieron que no; y, tan solo 8 dijeron que sí.  
 
Interpretación  
Como resultado de la pregunta número 2, se obtuvo que el 68% de los encuestados afirman 
que el Juez no asiste a la diligencia de conciliación personalmente, aquí cabe señalar que 
esto sucede como hemos dicho en la jurisdicción de Cantón Salcedo; y, el 32% defienden 














3. ¿En la diligencia de conciliación, el Juez ha propuesto alguna fórmula de acuerdo para 
que las partes dialoguen a fin solucionar sus diferencias? 
 
 
ALTERNATIVAS  FRECUENCIA  PORCENTAJE  
SI  8 32% 
NO  17 68% 
TOTAL  25 100% 
 
Gráfico No.- 3 
 
Elaborado por: Investigador 
 
Análisis  
De los 25 encuestados, 17 consideran que el Juez no propone ninguna fórmula de arreglo; y, 8 
personas afirman que si propone una fórmula de acuerdo. 
 
Interpretación  
Se puede concluir que 68% de las personas encuestadas, comparten que el Juez en la junta de 
conciliación dentro del juicio ordinario en especial en el juzgado en ciernes, no actúa de acuerdo 
a lo que manda la normativa legal; y, el resto que es 8% sostiene que cuando el Juez asiste a la 











4. ¿Ha sido respetada su voluntad al acordar con la otra parte en su juicio? 
 
ALTERNATIVAS  FRECUENCIA  PORCENTAJE  
SI  11 44% 
NO  14 56% 
TOTAL  25 100% 
 
Gráfico No.- 4 
 




De los 25 encuestados, 11 respondieron que si respeta la voluntad de las dos partes al acordar 
sobre sus diferencias; y 14 dicen que mucha de las veces no respeta. 
 
Interpretación  
De la respuesta a la pregunta anterior, se sostiene que el 44% de los encuestados han 
manifestado que si respeta la voluntad de las partes; y, el 56% dice que no respeta el acuerdo 












5. ¿Se ha dictado sentencia inmediatamente, una vez que las dos partes acordaron en la 
diligencia de conciliación sobre sus diferencias? 
 
 
ALTERNATIVAS  FRECUENCIA  PORCENTAJE  
SI 7 28% 
NO  18 72% 
TOTAL 25 100% 
 
 
Gráfico No.- 5 
 
Elaborado por: Investigador  
 
Análisis  
Siete de los encuestados sostiene que una vez que las partes llegan a un acuerdo sobres sus 
diferencias en la junta de conciliación el Juez inmediatamente dicta la sentencia; y 18 se 
mantiene que se demora bastante tiempo para dictar sentencia a pesar de que las partes ya 
superaron sus diferencias. 
 
Interpretación  
De lo anterior se puede decir que 72% de los encuestados afirman que los operadores de justicia 
se demoran en dictar sentencia aprobando lo que las partes han acordado en la junta de 
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6. ¿Considera Usted, que con la aplicación correcta de lo acordado en la diligencia de 
conciliación, se debería terminar el juicio? 
 
 
ALTERNATIVAS  FRECUENCIA  PORCENTAJE  
SI 25 100% 
NO 0 0 
TOTAL 25 100% 
 
 
Gráfico No.- 6 
 




25 de los encuestados manifiesta que con la aplicación correcta de lo acordado en la diligencia 
de conciliación se debería terminar el juicio. 
 
Interpretación  
Como producto del análisis se puede decir que, una correcta aplicación del acuerdo alcanzado 














La presente investigación es de carácter cualitativa, en donde los actores son seres humanos. 
Como se ha señalado en líneas anteriores los operadores de justicia mucha de las veces no acuden 
personalmente a la junta de conciliación dentro del juicio ordinario en especial en el Juzgado 
Sexto de lo Civil de Cantón Salcedo, por lo tanto se ha demostrado que no participan 
activamente, es decir, no hay quien proponga alguna fórmula de arreglo en la junta antes 
expresada; es así que los Abogados se ratifican en los fundamentos de hecho y de derecho de la 
demanda, así como de la contestación y “nada más” por esta razón una de las profesionales del 
derecho encuestada decía que “solamente hacen pasar el tiempo”, o sea no se da mucha 
importancia a la conciliación, lo toman como un simple formalismo.  
 
Además en la presente investigación de campo pude determinar que una vez que las partes 
lleguen a un acuerdo conciliatorio los jueces no dictan sentencia aprobando dicho acuerdo, es 
decir, dejan pasar algún tiempo lo que debería declarar terminado el juicio o proceso sin ningún 
otro trámite en la misma junta o en un menor tiempo posible porque las partes ya superaron sus 
diferencias; o mucha de las veces no es solo eso, sino que se obligan que continúen con el trámite 
normal del proceso establecido en la ley procesal civil (presentar pruebas, alegatos hasta dictar 
sentencia lo cual lleva bastante tiempo en las judicaturas), como decía uno de los encuestados 
para “llegar a dictar sentencia casi en el mismo término de acuerdo conciliatorio” al que 
alcanzaron las partes con la finalidad de no continuar con el curso normal del proceso. 
 
De lo manifestado en párrafos anteriores se puede deducir que los operadores de justicia no están 
cumpliendo o aplicando de manera correcta la norma procesal civil en lo referente a la junta de 
conciliación; y, peor aún con los principios constitucionales que demanda la Constitución de la 
República como es la de economía procesal, celeridad, inmediación, oralidad, etc., y con otros 
principios que se relacionan a una justicia ágil y oportuna, esto en especial se sucede dentro del 












“ANÁLISIS DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 402 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL DENTRO DEL JUICIO ORDINARIO EN EL JUZGADO SEXTO 
DE LO CIVIL DEL CANTÓN SALCEDO, DURANTE LOS AÑOS 2009-2012”.  
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Antecedentes de la Propuesta 
 
En la práctica, el concepto de conciliación no ha tenido mucha importancia por cuanto en la 
mayoría de casos la diligencia de conciliación en las judicaturas ha sido aplicado por simple 
formalismo, así el papel de administrar justicia de acuerdo con los principios constitucionales 
señaladas en la Carta Magna no están siendo aplicados en la actualidad por los encargados de 
aplicar y hacer cumplir tales principios para una buena administración de justicia.  
 
La conciliación es uno de los medios alternativos de solución de conflictos establecidos en la 
Constitución de la República, la cual si se aplica en forma correcta por parte de los juzgadores 
como manda la norma procesal civil participando activamente en procura de conciliación, 
orientando a las partes contendientes, sería una ventaja tanto para el Estado y para los 
contendientes.  
 
Lo legislado, en el art. 402 del Código de Procedimiento Civil no ha sido aplicado en forma 
correcta por parte de los operadores de justicia lo cual contiene contradicciones con varios 
principios, como de economía procesal, la celeridad procesal en la administración de justicia en 
nuestro país.  
 
Por lo señalado en líneas arriba existe una mala aplicación de la norma señalada en la ley 
procesal civil por parte de los juzgadores, pese haber un acuerdo entre los contendientes mucha 
de las veces no dicta sentencia en forma inmediata aprobando el acuerdo en la que debe declarar 
terminado el juicio, o en otros casos obliga que debe cumplir con los demás pasos señalados en 










La conciliación no es de la actualidad sino más bien esto nace desde el inicio de la sociedad, 
porque el ser humano como elemento principal de la sociedad siempre ha buscado una forma de 
convivencia en lógica armonía, es decir, desde la antigüedad las personas inmiscuidas en una 
disputa decidían por mutuo acuerdo solucionar sus diferencias.  
 
La voluntad de las partes de poner fin a un litigio es uno de los elementos más importantes, 
porque son las partes contendientes de mutuo acuerdo quienes deciden superar o no sus 
diferencias, buscando las necesidades y los intereses para cada parte.  
 
En algunos casos pese haber aquella voluntad de las partes de poner fin a un litigio no se ha 
terminado el mismo por cuanto el juzgador obliga que continúe con el proceso o los pasos 
señalados en la ley hasta dictar sentencia, lo cual genera una carga de trabajo para los juzgados, 
y lo que es más no se ha dado la real importancia a la diligencia de conciliación en el proceso 
civil ordinario, afectando de manera directa contra los principios de celeridad, eficacia y 
seguridad jurídica. 
 
Se entiende que hay una falta de correcta aplicación de la norma con respecto a la diligencia de 
conciliación en el proceso civil ordinario, por parte de los operadores de justicia. 
 
La actual Constitución de la República declara al Ecuador como un Estado constitucional de 
derechos y justicia, en tal sentido garantiza una justicia efectiva en donde debe cumplir con los 
principios de celeridad, de economía procesal, inmediación, oralidad, debido proceso, etc., todo 
aquello está a cargo de los operadores de justicia quienes de manera obligatoria deben cumplir 
en representación del Estado para con la ciudadanía.  
 
Por lo señalado en líneas anteriores esta propuesta tiene interés social, importancia científica y 
académica, en cuanto al cumplimiento estricto de lo que dispone la ley procesal civil sobre la 
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diligencia de conciliación y la aplicación en forma más adecuada del mismo, ayuda en brindar 
una justicia ágil y oportuna donde se garantiza los principios constitucionales de economía y 
celeridad, que es lo que se pregona en la actualidad.  
 
Es factible la ejecución de la presente propuesta, ya que se cuenta con los recursos económicos, 
humanos, tecnológicos y de tiempo para llevarlo a cabo. 
 
Factibilidad de la Propuesta 
 
Política: La actual Constitución del Ecuador garantiza una justicia ágil y oportuna, la misma 
concede los medios alternativos de solución de conflictos, y los principios de gran importancia 
que los operadores de justicia deben aplicar en beneficio de la sociedad en general. Es así, existe 
la posibilidad política de llevar acabo esta propuesta ya que es obligación del Estado velar por 
una justicia que sea en beneficio de la ciudadanía, mediante la aplicación de tantas veces 
mencionada medio alternativo de solución de conflictos que es la conciliación. 
 
Social: Desde el punto de vista social, se contaría con la participación ciudadana, a fin de 
difundir los medios alternativos de solución de conflictos, como es la conciliación cambiando la 
mentalidad litigiosa a un espíritu de avenimiento.  
 
Económico: Es factible por cuanto a través de la conciliación o acuerdo de las partes donde pone 
fin a un litigio es menos costosa, más barata para las partes y para el Estado.  
 
Legal: Desde el punto de vista legal es factible la ejecución, pues la conciliación como medio 







En la actualidad en algunos países de Latinoamérica y otros el tema de medios alternativos de 
solución de conflictos en especial la conciliación se ha convertido en un tema de interés y de 
análisis, por cuanto existe resultados significantes, es decir, es una de las ventajas que abarata el 
curso normal que debe seguir un proceso ante el órgano jurisdiccional, así como evita el desgaste 
emocional de los contendientes, las rencillas, la enemistad, aquí no hay perdedores ni ganadores, 
las partes son las que autocomponen sus diferencias, por lo tanto debemos concientizar y cambiar 
la cultura de litigio y buscar las soluciones pacíficas y más adecuada en beneficio, no solamente 
para los  involucrados sino para la sociedad en su conjunto. 
 
La diligencia de conciliación es sinónimo de oralidad que casi no se aplica en nuestro proceso 
civil ordinario, a pesar que la norma constitucional manifiesta que: “El procedimiento será 
sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus fases e instancias”, (Art. 86 número 2 letra a) de 
la Constitución de la República); es decir, que en la diligencia de conciliación es donde el 
juzgador y las partes están de manera directa y que lo debe utilizar la oralidad en forma adecuada 
donde las partes logren alcanzar un acuerdo conciliatorio, siempre y cuando con la ayuda del 
juez que debe cumplir el papel del conciliador.  
 
Se entiende a los medios alternativos de solución de conflictos como uno de los medios más 
efectivos que ayuda a solucionar los conflictos ante los órganos jurisdiccionales o antes de iniciar 
un proceso que viene hacer un arreglo extrajudicial. 
 
La conciliación está dentro de los medios alternativos mencionado en líneas arriba, lo cual nos 
ayuda a las partes contendientes por mutuo acuerdo logren solucionar sus diferencias, en la junta 
de conciliación dentro del proceso civil ordinario con la dirección y participación activa y 
objetiva del juez que conoce la causa, quien debe procurar las fórmulas de arreglo de manera 





Administración de la Propuesta 
 
En cuanto tiene que ver con la administración de la presente propuesta, será por parte del Consejo 
Nacional de la Judicatura en coordinación con la Carrera de Derecho de la Facultad de 
Jurisprudencia, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Central del Ecuador, quienes de 
considerar conveniente en especial El Consejo Nacional de la Judicatura realizará su revisión, 
estudio y expedición de una resolución en donde se obligue la participación personal y activa de 
los juzgadores en la junta de conciliación dentro del proceso civil ordinario en procura de 
conciliación con fórmulas de arreglo lo cual no debe constituir de ninguna manera como 
prevaricato para el juez. 
 
Con los antecedentes y estudio realizado en la presente tesis, expongo la siguiente propuesta de 
Resolución: 
 




QUE, la Constitución de la República del Ecuador, aprobada por el pueblo ecuatoriano en 
referéndum el 28 de septiembre y proclamada oficialmente el 15 de octubre del 2008, y 
finalmente publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 de octubre del 2008; en su artículo 
1, establece que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, por lo que la 
actuación de servidoras y servidores de la justicia debe responder a los principios y disposiciones 
constitucionales como una garantía de los derechos de los ciudadanos y la realización de justicia. 
 
QUE, la Constitución de la República en su artículo 75 señala que toda persona tiene derecho al 
acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, 




QUE, la Constitución de la República en su artículo 76 número uno señala que corresponde a 
toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos 
de las partes. 
 
QUE, la Constitución de la República en su artículo 86 establece que las garantías 
jurisdiccionales se regirán en general por las siguiente disposiciones: numero 2 letra a) dice el 
procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus fases e instancias. Letra e) 
No serán aplicables las normas procesales que tiendan retardar su ágil despacho. 
 
QUE, la Constitución de la República en su artículo 168 número 6 señala que la sustanciación 
de los procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo mediante 
el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo.   
 
QUE, el Código de Procedimiento Civil en el inciso segundo del artículo 401, establece que la 
jueza o el juez, por su parte, procurará, con el mayor interés, que los litigantes lleguen a avenirse. 
 
QUE, el Código de Procedimiento Civil en su artículo 402 establece que si las partes se pusieren 
de acuerdo, lo harán constar en acta, y la jueza o el juez, de encontrar que el acuerdo es lícito y 
comprende todas las reclamaciones planteadas, lo aprobará por sentencia y declarará terminado 
el juicio. 
 










Art. 1.- Que las diferentes normas que establecen la conciliación determinen la obligación de 
que quien actué como conciliador o sea la jueza o juez cumpla un rol activo de impulso del 
acuerdo, y de buscar con las partes las fórmulas de consenso, excluyendo de manera expresa que 
ello origine la incursión del funcionario en una actitud de parcialización o prevaricato. 
Art. 2.- Implementar el sistema de oralidad dentro del juicio ordinario como contempla la 
Constitución de la República”.  
 
Quito, Enero del 2014.  
 
 
Evaluación de la Propuesta 
 
La evaluación y puesta en marcha de la presente propuesta debe ser en forma continua, con el 
fin de determinar si se está cumpliendo con lo planteado, aunque como sabemos toda propuesta 
requiere correcciones y rectificaciones, pero siempre apegados a la satisfacción de las 






En la práctica diaria de la administración de justicia, en especial en el Juzgado Sexto de lo Civil 
de Cantón Salcedo se ha visto que la junta de conciliación dentro del proceso civil ordinario, 
muchas de las veces se aplica por simple formalismo, incumpliendo lo determinado en el artículo 
401, inciso segundo, la obligación del juez de conminar a las partes a que se busque un acuerdo, 
inclusive proponiendo fórmulas de solución, es decir, en la práctica diaria, cuando se fija día y 
hora en que tenga lugar la diligencia de conciliación, casi en todos los casos, no pasa de ser un 
mero formalismo, al que los involucrados concurren, sabiendo que no van a llegar a ningún 
acuerdo, por la existencia de esa incultura de tomar a dicha diligencia como algo que hay que 
pasar para la continuación del juicio. La norma en relación es clara e imperativa, establece una 
obligación al juzgador de que en su calidad de autoridad, busque un acuerdo que ponga fin al 
conflicto, “la jueza o juez, por su parte, procurará, con el mayor interés, que los litigantes lleguen 
a avenirse.  
 
En resumen, estas son las conclusiones: 
 
1. El juicio ordinario, en la práctica es uno de los juicios más comunes y considerado más 
lento, en casi todas las causas, por la interpretación errónea de la norma en ciernes. La 
diligencia de conciliación, precisamente está considerada como la facultad que se 
concede a los jueces, para la búsqueda de un avenimiento, sea este total o parcial. 
 
2. Precisamente el buscar un acuerdo conciliatorio entre las partes, con la asistencia del 
juzgador, que como hemos de insistir, es su facultad y atribución, pero en conciencia y 
en ley. No se puede desaprovechar la oportunidad que la norma procesal civil, brinda a 
todos los involucrados en el juicio para poner fin a sus divergencias.  
 
3. Tan conocida la conflictividad ecuatoriana, se hace necesario y adecuado, que se aplique 
correctamente la diligencia de conciliación dentro del juicio ordinario, pero para la 
consecución de estos beneficios, se requiere inevitablemente de programas de 
promoción y difusión que logren propagar sus ventajas y optimizar el servicio. 
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4. La resolución alternativa de los juicios, es indispensable pasar del proceso escrito  a la 
oralidad, como lo garantiza la Constitución de la República, además  instaurar la carrera 
judicial, capacitar a los jueces para una adecuada gestión del despacho judicial así como 
en técnicas de gerencia judicial, entre otros aspectos. 
 
5. Una correcta aplicación de la disposición legal sobre la diligencia de conciliación que 
faculta al juzgador, para buscar un avenimiento entre las partes dentro del proceso civil 
ordinario, en ningún momento significa privatizar la justicia o reconocer un fracaso en 
la tarea que le incumbe al Estado, porque aún en los sistemas formales de administración 
de justicia eficientes se buscan alternativas para solucionar conflictos, es más bien los 
mismos interesados quienes deciden la solución aplicable a la disputa.  
 
6. Para dar el verdadero sentido de la conciliación dentro del proceso civil ordinario se 
necesita en primer lugar, un cambio de la mentalidad del funcionario y en la del usuario, 
en cuanto a trabajar  en busca de un desarrollo social y crecimiento del país, cambiando 
la cultura del litigio por un espíritu de avenimiento, y no exclusivamente por el dinero 
proveniente de las remuneraciones. 
 
7. La conciliación se sustenta en varios principios jurídicos, como ya hemos señalado en 
capítulo tercero entre las principales, son la de seguridad jurídica, de economía procesal, 
la inmediación, celeridad, oralidad, etc., que son principios constitucionales que 




8. La conciliación presenta innumerables ventajas frente al proceso judicial. Considera 
aspectos extrajurídicos que son determinantes en el conflicto. Es una alternativa ágil y 
menos costosa. Favorece la superación del conflicto, desde una perspectiva psicológica 
individual de los disputantes. Produce una mayor seguridad jurídica para el individuo. 
Posibilita el mantenimiento de las relaciones que las personas deben conservar 
posteriormente a la terminación del conflicto. Es más eficaz en términos de 




9. Las partes, o los contendientes son los sujetos más importantes en la conciliación, 
porque ellos son quienes por mutuo acuerdo deciden poner fin a un litigio, a través de 
la voluntad que es uno de los elementos más importantes del ser humano que consiste 
en hacer o no hacer cualquier cosa. Cabe señalar que su intervención es regulada por las 
reglas generales de la capacidad establecidas en el Código Civil.  
 
10. En la diligencia de conciliación se requiere la presencia personal de las partes 
involucradas que es una de las características principales de la conciliación, de tal 
manera que sin la presencia de las dos partes y más la expresión de la voluntad de buscar 
un arreglo mutuo, observando las necesidades e intereses reales de cada uno de los 
contendientes, no cabe poner fin un litigio. 
 
11. El conciliador es un tercero imparcial y ajeno a la controversia, que  en nuestro medio 
es el juez o jueza que debe estar claro del conflicto que se trata, además debe ser 
adecuadamente preparado por cuanto es quien tiene facultades para conducir el proceso 
conciliatorio y proponer fórmulas de arreglo a las partes. 
 
12. Pero como referimos en el capítulo pertinente la conciliación es ineficiente en la mayoría 
de casos por lo que el Juez en la diligencia de conciliación muchas de las veces no está 
presente, la diligencia expresada es llevada a cabo por uno de los auxiliares judiciales y 
no existe o no propone ninguna fórmula de arreglo, los abogados solamente se afirman 
y ratifican en los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda así como de la 
contestación, esto ha sido una pérdida de tiempo por lo que no está cumpliendo con la 
importancia que tiene la conciliación para solucionar un litigio. 
 
 
13. La diligencia de conciliación,  es una fase importante que se la práctica dentro del juicio, 
como lo contempla nuestra ley procesal civil. Por cuanto las partes intervinientes en una 
disputa buscan la asistencia de una tercera persona para que les encamine en la búsqueda  




14. Como se ha visto la posición de la doctrina procesal es unánime al otorgar gran 
importancia a la diligencia de conciliación como una anticipación de terminación del 
juicio, acogiendo la fórmula sacramentada, de que es mejor un arreglo, antes que la 
tramitación larga de un juicio con todas sus derivaciones sociales y de toda índole, 
constituyéndose en un medio más pacífico, efectivo, económico y rápido de poner fin al 
proceso en el cual se encuentren contendiendo conflictos de intereses que contenga 
derechos en contradicción. 
 
15. El fin ulterior del proceso ordinario, es la resolución de los conflictos,  el hacer posible 
que la realización de justicia sea en beneficio de todos, con la colaboración de los 
particulares, los funcionarios judiciales, los abogados intervinientes, realicen todos los 






1. En base a las conclusiones detalladas, se puede deducir que los jueces deben efectuar 
una correcta aplicación de la ley y por consiguiente alcanzar con una verdadera 
conciliación que ayude a solucionar los conflictos, es decir, que la diligencia de 
conciliación contemplada en nuestro Código de Procedimiento Civil, sea aplicada tal y 
cual como lo manda el espíritu  de dicha norma,  y de esta manera se convierta en una 
verdadera alternativa para la solución  de conflictos, en especial dentro del juicio 
ordinario.  
 
2. Por parte del Consejo de la Judicatura, se debe exigir la participación personal y activa 
de los juzgadores en la diligencia de conciliación, con la finalidad de procurar el 
avenimiento, mediante la propuesta de fórmulas de conciliación. De igual manera, la 
presencia personal de las partes involucradas contribuirá a la efectivizaciòn de la 
diligencia de conciliación, toda vez que como directamente afectados, las partes pueden 
con la ayuda del juzgador, a conseguir la tan anhelada paz social.  
 
3. Que el Consejo de la Judicatura, capacite a los empleados y funcionarios judiciales sobre 
la importancia de la diligencia de conciliación, para que su intervención sea legal, eficaz 
y provechosa. 
 
4. Que las judicaturas  cuenten con un espacio físico adecuado para un mejor desarrollo de 
la diligencia de conciliación, lo cual influye mucho, por cuanto un ambiente digno, crea 
el ambiente propicio para que haya una comunicación exitosa entre las partes y de estos 
con el juzgador, para poder alcanzar un acuerdo conciliatorio sea este parcial o total. 
 
5. Para cambiar la cultura de litigio en el país, lo ideal sería una formación universitaria en 
especial en las facultades de Jurisprudencia, Ciencias Políticas y Sociales orientada a 
dotar  de la habilidad para manejar los conflictos, tanto en la estrategia y la técnica de 
la conciliación, y las demás alternativas para solucionar un conflicto, esto debería hacer 
a través de las reformas estructurales en donde se incluya en la malla curricular.  
110 
 
6. En la actualidad lo que se necesita son jueces conciliadores y que busquen la 
efectivizaciòn de la facultad a ellos otorgada en la práctica de la diligencia de 
conciliación, mediante la comprensión de un problema y plantear soluciones de 
avenimiento, inclusive se puede contraer el litigio, solo los puntos que no se ha podido 
arribar a un acuerdo. 
 
7. Dentro de un Estado democrático y participativo es menester, promover la colaboración 
de los particulares, es decir, que las partes contendientes deben adoptar una posición 
conciliatoria de voluntad de acordar, respecto de sus diferencias, para contribuir con la 
administración de justicia, entendiendo que esta, no solo es asunto de los judiciales sino 
de toda la sociedad en su conjunto. Precisamente la sociedad, a través de sus 
legisladores, dictan las leyes, para que sus miembros vivan en un ambiente de paz.   
 
8. Fomentar la conciliación como uno de los medios alternativos más idóneo y útil para la 
solución de conflictos, porque la conciliación busca la eficiencia y eficacia en la 
administración de justicia.  
 
9. Dar un verdadero sentido a la conciliación como una obligación procesal dentro del 
juicio ordinario, tanto para las partes y para el juzgador en busca de armonía para los 
contendientes que intervienen en un  conflicto. 
 
10. Concientizar a los profesionales del derecho a fin de que ellos también ayuden a sus 
clientes, orientando a un mejor avenimiento, dejando a un lado la cultura del litigio que 
implica la pérdida de tiempo y dinero, así como el desgaste emocional de las partes 
involucradas en una disputa. 
 
11. Implementar el sistema de oralidad dentro del proceso civil ordinario ecuatoriano de 
acuerdo a lo que demanda la Constitución de la República, lo cual es uno de los 




12. Terminaremos manifestando, que la implementación del sistema oral, hará más efectiva, 
la práctica de la diligencia de conciliación establecida en el Código de Procedimiento 
Civil. Claro está, que para la aplicación de toda norma, es necesario primero, la voluntad, 
la honradez y el deseo ferviente de contribuir a la verdadera transformación de la 




13. Dar a cada uno lo justo, debe ser el axioma que aliente a los operadores de justicia. No 
debemos pretender que un proceso, sea un partido de fútbol, para sentirnos ganadores o 
perdedores, la justicia debe conciliar los puntos en desacuerdo, esto propiciado por la 
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